


[image: image]





[image: ]

 


 

 

Este libro está dedicado a la entrega de mujeres y hombres, que forman parte de las brigadas en defensa del petróleo.





INTRODUCCIÓN

El título de este libro, La gran tentación, surge de las notas sobre el Sha de Irán, escritas por el más grande de los periodistas del siglo XX, Ryszard Kapuściński. Aunque cuando lo estaba redactando, llegué a pensar que era mejor llamarlo “El gran pillaje”, por la historia infame de irracionalidad y saqueo a que han sometido a nuestra industria petrolera.

Kapuściński narra cómo creció el monstruo de la corrupción en la época del monarca y el origen de la catástrofe de ese país, sucedida a partir de 1973, cuando aumentaron los precios del petróleo en el mundo, y Mohammad Reza Pahlevi recibió en ese año 20 mil millones de dólares por la exportación de crudo (unos 80 mil millones de dólares a precios actuales).

Guardadas las proporciones, en 2008, el usurpador Felipe Calderón va a manejar ingresos petroleros por 134 mil millones de dólares: 66 mil millones por ventas nacionales y 68 mil millones de dólares por concepto de exportaciones. Y esta gigantesca cantidad de dinero la usa para lo que le da la gana, la derrocha, la reparte entre los potentados que lo impusieron y sus allegados, mientras el país se hunde en el atraso y la mayoría del pueblo se ahoga en el desamparo y la pobreza. Y por si fuese poco, ahora pretende legalizar la entrega de la renta petrolera a una minoría rapaz de nacionales y extranjeros.

Este libro es un relato acerca de la sobreexplotación, las atrocidades y los actos de corrupción cometidos por hombres sin escrúpulos. Es también un recuento de las grandes gestas del pueblo y de sus buenos gobernantes, sobre todo el general Lázaro Cárdenas, para recuperar y utilizar el petróleo en beneficio de los mexicanos y convertirlo en sustento de la independencia económica del país. Pero fundamentalmente este trabajo busca explicar las razones profundas de la lucha que hoy muchos mexicanos estamos librando de manera decidida, organizada y pacífica en defensa del petróleo.

Agradezco en primer lugar, la colaboración de Jesús Ramírez Cuevas, quien me ayudó en la investigación para demostrar mis hipótesis y dar veracidad al contenido de mis afirmaciones. También reconozco las aportaciones del embajador Gustavo Iruegas Evaristo, Octavio Romero Oropeza, Rogelio Ramírez de la O, Mario di Costanzo Armenta, Claudia Sheinbaum Pardo, José Agustín Ortiz Pinchetti, Renata Soto-Elízaga y de muchos otros más. Asimismo, no puedo dejar de mencionar la gran ayuda que en este libro y en todo mi trabajo he recibido de mi asistente, secretaria y colaboradora leal, Laura González Nieto. Y como siempre, mi gratitud y cariño por la paciencia y el tiempo que me aportan mis hijos José Ramón, Andrés Manuel, Gonzalo Alfonso y Jesús Ernesto, así como mi compañera Beatriz.





 

PRIMERA PARTE

EL PETRÓLEO Y LA HISTORIA





EL PORFIRIATO Y LAS COMPAÑÍAS PETROLERAS EXTRANJERAS

En la época prehispánica y durante la Colonia, nuestros antepasados usaban el petróleo sin fines de lucro. Se empleaba para la iluminación y como colorante, servía de medicina para curar la reuma y como incienso en ceremonias religiosas. No era un producto indispensable y tampoco despertaba codicia; por el contrario, era “cosa del demonio” y se le asociaba a los malos augurios. El cura Manuel Gil y Sáenz cuenta que en 1860 descubrió una chapopotera en San Fernando, comunidad chontal del municipio de Macuspana, Tabasco. Y se lamentaba de haber sido “un tonto en no denunciar (la mina) a tiempo y me comieron el mandado” –porque el registro formal lo hicieron el licenciado Serapio Carrillo y el doctor Simón Sarlat Nova–; “y tantos sacrificios que me costó pues los indios no querían y me expuse... Decían que me iba yo a volver un montón de sal, porque eso era cosa encantada, era del Chujilbá, duende o amo del monte”.1

En ese mismo sitio, en 1863, se perforó el primer pozo petrolero con fines comerciales en nuestro país. Sin embargo, el desarrollo de la industria petrolera en México comienza hasta 1901, cuando este energético empieza a ser demandado como combustible para mover el recién inventado automóvil, los ferrocarriles y la industria. Y como suele suceder, aparejado a este auge petrolero, surge la necesidad de ajustar el marco jurídico en aras del interés económico. Precisamente en ese año, Porfirio Díaz expidió la primera Ley del Petróleo, otorgando al propietario no sólo el dominio del suelo y del subsuelo, sino también la posibilidad de explorar y explotar el petróleo en terrenos nacionales.

Durante tres siglos de dominación colonial, prevaleció el criterio jurídico de que la corona española podía otorgar en propiedad las tierras pero el subsuelo le pertenecía y sólo se otorgaban concesiones bajo ciertas normas: “El rey podía dar una merced de terreno a un vasallo; pero lo que estaba debajo de esa superficie no era del vasallo; lo que estaba debajo era del rey, era la propiedad subterránea para lo cual se exigía la quinta parte del producto bruto obtenido”.2 Este criterio se mantiene vigente después de la Independencia de México y sólo se sustituye la corona por la nación mexicana. Pero durante el gobierno de Manuel González, en 1884, ya en el inicio de lo que sería el periodo porfirista, en el Código de Minería se asimila la propiedad del suelo a la del subsuelo, con apego en la tradición liberal anglosajona, aplicada en los Estados Unidos.

Con este nuevo marco jurídico, haciendo a un lado la legislación tradicional española, se desató el despojo y el acaparamiento de grandes extensiones de terrenos para la explotación petrolera en México. Conviene señalar que, para entonces, ya habían entrado en vigor las leyes sobre colonización y deslinde de terrenos nacionales.

El régimen de Díaz retomó la idea liberal orientada a resolver el estancamiento económico del país colonizando el territorio con inmigrantes extranjeros. En 1883 se promulgó una ley de colonización inspirada en los principios fundamentales de la expedida en 1875. Esta legislación estipulaba que, con el fin de obtener las tierras necesarias para el establecimiento de colonos, el Ejecutivo mandaría deslindar, medir, fraccionar y valuar los terrenos baldíos o de propiedad nacional que hubiese en la República. Se establecía que, en compensación de los gastos que hicieran las compañías en su habilitación, se les entregaría un tercio de las tierras deslindadas. Con fundamento en esta legislación se inició lo que se ha dado en llamar el “derroche de baldíos”. Los hombres de la Reforma probablemente no imaginaron que su interés colonizador, inspirado en el modelo estadounidense, fuera manipulado de tal manera que permitiera al gobierno de Díaz enajenar el suelo patrio en beneficio de unas cuantas personas. La colonización fracasó: sólo vinieron unos cuantos colonos. Sin embargo, al amparo de esta estrategia, las compañías deslindadoras hicieron de la propiedad nacional un lucrativo negocio.

En 1888, Porfirio Díaz justificando ante el Congreso la celebración de contratos con las compañías deslindadoras expresaba, en pocas palabras, la esencia de su pensamiento como gobernante, algo que predomina hasta nuestros días: “Estoy convencido de que la acción particular estimulada por el interés privado es mucho más eficaz que la oficial”. Y como resultado de este criterio, de 1884 a 1892, 29 compañías deslindaron una superficie de 50 millones 631 mil hectáreas, de las cuales se adjudicaron 16 millones 643 mil hectáreas. El gobierno, además, vendió en este mismo periodo a las compañías deslindadoras y a otros “amigos” del dictador 18 millones 474 mil hectáreas, a un precio ridículo de 40 centavos por hectárea en promedio. De esta forma, a finales de 1892, la nación sólo poseía del total deslindado 15 millones 513 mil hectáreas, quedando en manos de un número reducido de personas, 35 millones 117 mil hectáreas, es decir, 18 por ciento del territorio nacional.3

En la práctica esto significó la expropiación ilegal de las tierras indígenas y sirvió para liberar la mano de obra que necesitaban las nuevas plantaciones, las minas y la industria. De hecho, a finales del porfiriato, según el censo oficial, de 15 millones de habitantes que tenía México, 9 millones 591 mil 752 vivían bajo la servidumbre y la esclavitud en más de 10 mil haciendas.4

Desde sus orígenes, el negocio del petróleo estuvo dominado por intereses extranjeros. La incursión que hicieron al inicio Simón Sarlat Nova y otros mexicanos, no tuvo éxito, fracasó temprana y rotundamente. Aunque intervinieron otros, los dos empresarios extranjeros más afortunados fueron el estadounidense Edward L. Doheney y el inglés Wheetman Pearson, quienes al paso del tiempo se convertirían en dueños de las más grandes empresas petroleras del país: la Mexican Petroleum Company, de la Standard Oil Company, y El Águila, de la Royal Dutch Shell.

La adquisición de terrenos y el régimen de concesiones permitieron a estos dos empresarios acaparar grandes extensiones de terrenos en los estados del Golfo de México. En 1900, Doheney y sus socios compraron 182 mil hectáreas de terrenos en el distrito de El Ébano, San Luis Potosí, cerca de Tampico, Tamaulipas. Según su propia confesión, “parte de esas tierras las compró pagando a dos pesos cincuenta centavos por hectárea a propietarios que no sabían que esos terrenos eran petroleros”.5 Y al paso del tiempo sus compañías llegarían a controlar 610 mil hectáreas. La compañía de Doheney contó con las simpatías del gobierno de Díaz, una vez que el embajador estadounidense lo introdujo en los círculos oficiales. Con el tiempo, Doheney –que también tenía inversiones fuera de México– habría de convertirse en el empresario petrolero más importante del mundo después de John D. Rockefeller.

Wheetman Pearson originalmente vino a México contratado por el gobierno de Díaz para llevar a cabo diversas obras públicas. Cuando sus ingenieros estaban reconstruyendo el ferrocarril de Tehuantepec encontraron petróleo. El contratista favorito del dictador no tardó en convertirse en petrolero. En 1902, la Pearson and Son firmó su primer contrato de arrendamiento en la región del Istmo. Pronto adquirió 300 mil hectáreas y rentó medio millón más, a cuyos propietarios pagaba dos centavos por barril extraído como regalías. Asimismo, en 1906 Porfirio Díaz le otorga una concesión para explotar petróleo durante 50 años, en terrenos nacionales de Veracruz, Tabasco, Chiapas, Campeche, Tamaulipas y San Luis Potosí, así como una exención de impuestos que incluía la importación de maquinaria y equipo.6 En 1906 Pearson construye en Minatitlán la refinería más grande del país, con capacidad para procesar tres mil barriles diarios y esperaba alcanzar los 12 mil. Además, llegó a ser dueño de 10 buques-tanque de 15 mil toneladas de capacidad cada uno, la mayor flota petrolera del mundo en ese momento.

De modo que es durante el porfiriato, al amparo del poder público, cuando se establecen estos grandes monopolios extranjeros en la industria petrolera. En 1901, la producción de petróleo fue de apenas 10 mil barriles al año, pero en 1911 pasó a 12 millones 552 mil 798 barriles, año en el que comienza la exportación de más de 80 ciento de la producción. El valor del petróleo producido en 1901 fue de apenas 2 mil 069 pesos, pero en 1911 se había incrementado a 4 millones 139 mil 554 pesos. Este floreciente negocio se hacía sin dejar beneficios para el país, sin pagar impuestos, con excepción del timbre, por el cual en este último año, la hacienda pública recibió en total la irrisoria cantidad de 26 mil pesos.7

En esa época México era un paraíso para la inversión extranjera. En eso consistió la política de Porfirio Díaz. El apoyo a las empresas privadas, tanto nacionales como extranjeras, fue el distintivo principal del régimen. Si acaso habría que matizar en cuanto a que los capitalistas nacionales se desempeñaron más en el sector agrícola y los extranjeros dominaron en la minería, el petróleo, los ferrocarriles, el comercio y la banca. También es necesario decir que Porfirio Díaz se cuidó de no poner todos los huevos en una sola canasta y siempre buscó el equilibrio entre Europa y Estados Unidos. Incluso dio mayor preferencia al capital europeo por la desconfianza que existía hacia el país vecino, desde la época de los presidentes Benito Juárez y Sebastián Lerdo de Tejada, en el sentido de que su expansión podría terminar por absorbernos y disolvernos. Baste señalar que durante la República Restaurada, cuando el vecino del norte propuso comunicar a los dos países mediante la construcción del ferrocarril, surgió aquella precavida frase atribuida a Lerdo, según la cual: “Entre la fuerza y la debilidad, el desierto”.

No obstante, independientemente de sus preferencias, el régimen de Díaz terminó por sacrificar el bienestar del pueblo de México y el interés nacional, ante el predominio del capital extranjero. Es cierto que de ese modo hubo crecimiento económico, pero a costa de la opresión y la miseria de la mayoría de los mexicanos. El gobierno estaba al servicio de una minoría. El poder económico y el poder político se alimentaban y nutrían mutuamente. No sólo se trataba de la búsqueda del progreso a cualquier precio, la clase gobernante también participaba en el reparto del saqueo. Hay evidencia de las estrechas relaciones que existían entre la élite porfirista y las compañías extranjeras. Según información oficial de la época, el grupo de los “científicos” que rodeaba al dictador Porfirio Díaz, eran socios en bancos, empresas de transporte, seguros, minas y petróleo.8

Por ejemplo, en el Informe del Consejo de Administración de la Compañía El Águila, de 1909, aparecen como socios Enrique C. Creel, gobernador de Chihuahua y posteriormente secretario de Relaciones Exteriores; José Yves Limantour, ministro de Hacienda; Guillermo Landa y Escandón, gobernador del Distrito Federal; Fernando Pimentel y Fagoaga, presidente del Banco Central Mexicano; y el hijo de Porfirio Díaz, quien era encargado de la Sección de Ventas de Petróleo y Asfalto de la empresa. Por su parte, el Ministro de Justicia porfirista, Manuel Calero, era el apoderado legal de la Huasteca Petroleum Company.

Esa misma empresa inglesa contaba con el apoyo incondicional de los gobernadores de la región del Golfo de México. Tal es el caso de Teodoro A. Dehesa, gobernador de Veracruz, quien había suscrito un contrato desde marzo de 1906 por el cual se eximía a la casa Pearson de todo pago de contribuciones estatales y municipales por 50 años. Además, Dehesa ayudó siempre a El Águila en todo tipo de asuntos, como consta en un expediente del Archivo Histórico de Pemex, donde se habla de la presión del gobernador Dehesa sobre un particular (Arturo Núñez) de Tuxpan, dueño de un predio que le interesaba rentar o comprar a la petrolera.9 José María Espinosa y Cuevas, gobernador de San Luis Potosí apoyó a la Huasteca Petroleum Company en la compra de la Hacienda El Tulillo, que tenía una superficie de 90 mil hectáreas enclavadas en los límites de San Luis, Tamaulipas y Veracruz (donde instaló su primer campamento petrolero: El Ébano). El gobernante de Tamaulipas era Juan B. Castelló, tío de Carmen Romero Rubio, esposa de Díaz, y siguió las indicaciones del dictador de brindar todas las facilidades a la Huasteca Petroleum y a otras empresas petroleras extranjeras. El gobernador tabasqueño Abraham Bandala ayudó a ingleses y estadounidenses a explotar pozos petroleros y a construir obras para transportar el petróleo de la zona.

Además, las compañías petroleras estaban estrechamente relacionadas con los círculos del poder, tanto en Estados Unidos como en Inglaterra. Edward Doheny se asocia con la Standard Oil Company de Rockefeller para establecer la Huasteca Petroleum (en los años veinte venderá a la Standard sus empresas). Doheny se hizo amigo del embajador estadounidense Henry Lane Wilson, quien le ayudó en sus gestiones en México y en su país (a cambio, Doheny construyó el edificio de la embajada de ese país); también trabó relación con personajes en el Departamento de Estado (incluso, en 1921, fue acusado por cargos de conspiración y soborno en Estados Unidos por haber regalado 100 mil dólares a Albert B. Fall, dos veces senador y entonces secretario del Interior, a cambio de favorecer a su empresa petrolera). Por su parte, El Águila, de origen inglés y que se decía hostil a Washington, llegó a tener entre sus directivos a Henry W. Taft, hermano del mandatario de Estados Unidos y al procurador general, George W. Wickersham. Las relaciones de Pearson con la corona británica le permitieron obtener el título nobiliario de Lord Cowdray.

Como es lógico, en vísperas de la Revolución, en la región del Golfo existía un ambiente de resentimiento hacia las compañías extranjeras. Ya para entonces eran conocidos los despojos que padecían indígenas y campesinos por sus tierras, y las grandes injusticias que se cometían con el apoyo del régimen. “Muchas veces cuando un propietario se negaba a venderle sus terrenos a una compañía o aceptar que explorara y explotara petróleo era asesinado, era quitado de en medio”.10 En fin, en toda esa región del país, se hizo famosa una frase utilizada por los directivos de la Huasteca Petroleum para amenazar a los dueños de terrenos petroleros: “Venda su tierra ahora o se la compramos a la viuda”. Quizá el testimonio más indignante en esa época se relaciona con el hecho de que, en 1895, Manuel Romero Rubio, suegro del general Díaz, denunció las tierras de comunidades indígenas en las cercanías de Papantla, Veracruz, donde se había descubierto petróleo. Ante la inconformidad de los totonacos, Díaz envió varios regimientos de soldados de línea que mataron a mansalva a unos 400 indígenas, incluyendo mujeres y niños, antes de que pudieran desalojarlos de sus tierras. Más tarde, en 1902, la viuda de Romero Rubio arrendó en Minatitlán, Veracruz, también en la franja petrolera, 77 mil hectáreas a Pearson, que su esposo había heredado a sus hijas, entre ellas Carmen Romero, la esposa del general Díaz.

EL PRESIDENTE FRANCISCO I. MADERO Y EL IMPUESTO DE 20 CENTAVOS

En 1911 Porfirio Díaz deja el poder y abandona el país para refugiarse en París, Francia, donde viviría hasta su muerte con ingresos que provenían de las acciones que poseía de la empresa petrolera El Águila, entre otras fuentes. Francisco I. Madero, el líder democrático más respetado y respetable de la Revolución, asume la Presidencia y tiene que enfrentar la difícil tarea de desmontar el antiguo régimen porfirista y, al mismo tiempo, hacer realidad los anhelos de justicia, libertad y democracia por los que se había levantado en armas el pueblo de México.

Madero no sólo tuvo que lidiar con las diferencias en el interior de las filas revolucionarias, sino que enfrentó a una oligarquía consolidada a lo largo de 34 años de dictadura y a los poderosos intereses extranjeros, sin duda, la peor herencia que dejó el porfiriato. Su derrocamiento, en 1913, tiene que ver con un conjunto de factores internos, pero es evidente la participación que tuvieron las empresas petroleras y los gobiernos extranjeros, sobre todo, el estadounidense, y en particular, el embajador Henry Lane Wilson.

Hay muchos testimonios que demuestran que, en un principio, el gobierno de Estados Unidos y las compañías petroleras pensaron que Madero podría someterse a sus designios y servir incondicionalmente a sus intereses. Sin embargo, pronto se darían cuenta de que eso no sería posible. El historiador Alfonso Taracena cuenta que mientras Porfirio Díaz partía a su destierro a Francia en el barco Ypiranga, Madero habló en Ciudad Juárez a la prensa extranjera sobre la visita de unos inversionistas de Wall Street, entre ellos representantes de las empresas petroleras, “quienes le proponían hacerse cargo de las erogaciones de su campaña presidencial y pagar los gastos ocasionados por la Revolución, con tal de que se les otorgasen ciertos privilegios”. Madero les contestó: “Represento al Partido que lucha en México contra los trusts y los monopolios. ¿Cómo pueden ustedes suponer un solo instante que yo accediera a sus demandas e impusiera nuevos yugos de esas instituciones a mi país?”. Incluso a su entrada triunfal a la capital del país, entre sus primeras palabras dijo al pueblo: “A juzgar por lo que han dicho algunos periódicos del país y extranjeros, hay todavía personas que creen fuimos apoyados para hacer la Revolución por capitalistas norteamericanos. Pero tengo la satisfacción de decir de la manera más categórica que ni un dólar norteamericano vino a ayudar al triunfo de la causa que he acaudillado”.11

Esto coincide con el descubrimiento de los grandes yacimientos en la franja del Golfo, cuando hay una mayor demanda en el mundo del petróleo mexicano y está por iniciar la Primera Guerra Mundial. En 1911, como ya dijimos, se produjeron 12 millones 552 mil 798 barriles; pero en 1913, aumentó a 25 millones 692 mil 291 barriles; es decir, la producción se duplicó. Para el año fiscal de 1910-1911, la compañía petrolera El Águila obtuvo una modesta ganancia de 874 mil pesos; no obstante, dos años más tarde, sus ingresos fueron casi cinco veces superiores a sus gastos, con lo cual reportó ganancias superiores a los ocho millones de pesos.12

El presidente Francisco I. Madero consideró como un acto de justicia que las compañías petroleras, cuando menos, dejaran algún beneficio en nuestro país. Por eso, el 3 de junio de 1912, aprueba un decreto en donde se establece un impuesto especial sobre el petróleo crudo de 20 centavos por tonelada, equivalente a tres centavos por barril. Asimismo, el 11 de julio, el gobierno envía una circular a las compañías para que se registren y proporcionen los datos de su producción y los impuestos pagados, así como los traspasos, cambios de razón social o alteraciones contenidas en sus registros. Aunque estas medidas las toma Madero obligado por la escasez de recursos públicos y se inscriben en el marco de las facultades de un gobierno soberano, las compañías petroleras pusieron el grito en el cielo y afirmaron que se amenazaba a sus intereses.

La respuesta del exterior no se hizo esperar, el gobierno estadounidense, a través del Departamento de Estado, envió en septiembre de ese año la siguiente nota: “El gobierno de los Estados Unidos, desea hacer saber al presente gobierno de México que, con la consiguiente sorpresa y natural recelo, ha sido informado de que ciertas partes [...] al parecer influidas por la avaricia y por la malquerencia a las empresas norteamericanas, a consecuencia de su nacionalidad, están persiguiendo y robando a dichas empresas en cada oportunidad favorable que se les presenta... Las empresas petroleras norteamericanas de la región de Tampico, presentan pruebas indudables de que están siendo gravadas con impuestos casi insoportables. El gobierno de los Estados Unidos se ve obligado a insistir en que cese inmediatamente esta persecución que prácticamente equivale a la confiscación y espera recibir del gobierno mexicano la seguridad inmediata de que pronto será esto”.13

A pesar de que las compañías estadounidenses se negaron a pagar dicho impuesto y que el gobierno de Madero, ante la presión desmedida, dejó de insistir, aquellas le perdieron la confianza, a tal punto que decidieron olvidar anteriores rencillas y formaron un “frente unido” para oponerse al gobierno mexicano. Además, el embajador Wilson consideró inadmisible el hecho de que Madero se mostrara menos abierto a las indicaciones de la embajada de lo que él consideraba necesario. El 15 febrero de 1913, a través de un telegrama, Madero le comunica a Taft, que el embajador Lane Wilson había amenazado con el desembarco de marines en México. Y aunque el presidente de Estados Unidos le responde rechazando la versión, ocho días después de esta comunicación, Madero fue asesinado. Manuel Márquez Sterling, embajador de Cuba y lúcido testigo de los acontecimientos, señaló: “El cuartelazo ha sido absurda conjura de gente rica, de industriales omnipotentes, de banqueros acaudalados y de comerciantes favoritos que ansían su ‘fetiche’ y labran, sin saberlo, su ruina”.14

Cuando todavía Madero permanecía preso en Palacio Nacional, en manos del traidor Victoriano Huerta, su esposa se entrevistó con el embajador Wilson para solicitarle su liberación. La respuesta no sólo es una canallada, sino que revela lo que estaba realmente en el fondo: “Vuestro marido no sabía gobernar; jamás pidió ni quiso escuchar mi consejo...”. Un dato más: el 19 de febrero de 1913, el Mexican Herald, periódico cuyos propietarios eran estadounidenses y del cual también era socio el petrolero inglés Pearson, saludó el cuartelazo en su primera plana con un: “¡Viva Díaz! ¡Viva Huerta!”.

El asesinato de Francisco I. Madero, apóstol de la democracia, se conjugó con la eliminación física del vicepresidente de la República José María Pino Suárez, que desde la prisión, con mucho valor profetizaba: “Nuestra renuncia impuesta provoca la revolución; asesinarnos equivale a decretar la anarquía. Yo no creo, como el señor Madero, que el pueblo derroque a los traidores, para rescatar a su legítimo mandatario. Lo que el pueblo no consentirá es que nos fusilen. Carece de la educación cívica necesaria para lo primero. Le sobra coraje y pujanza para lo segundo...”.15 Y en efecto, se desató la Revolución. Venustiano Carranza, gobernador de Coahuila, es el primero en desconocer a Huerta. El 26 de marzo de 1913 suscribe, junto con otros revolucionarios, el llamado Plan de Guadalupe, donde se desconoce a Huerta y se propone reinstaurar el orden constitucional, nombrando a Carranza jefe del Ejército Constitucionalista. Poco después, hace lo mismo el gobernador de Sonora, José María Maytorena, acompañado por un grupo de personas de ese estado entre las que se encontraban: Álvaro Obregón, Plutarco Elías Calles, Benjamín Hill y Adolfo de la Huerta, que más tarde se convertirían en importantes actores políticos nacionales. Asimismo, con el cuartelazo de Huerta, adquieren fuerza la División del Norte, comandada por Francisco Villa, y el movimiento agrarista, encabezado por Emiliano Zapata en el estado de Morelos.

Pocos días después del derrocamiento de Madero, toma protesta como presidente de los Estados Unidos Woodrow Wilson, del Partido Demócrata. En este gobierno, Josephus Daniels se desempeña como secretario de Marina, y bajo sus órdenes estuvo Franklin Delano Roosevelt, quienes durante el gobierno del general Lázaro Cárdenas del Río (1934-1940) serían embajador en México y Presidente de Estados Unidos, respectivamente.

Es un hecho que Wilson desde el principio se opuso a la dictadura de Victoriano Huerta. En ese tiempo, como estrategia, el gobierno estadounidense permite el suministro de armas a las distintas facciones revolucionarias y niega el reconocimiento y apoyo a Victoriano Huerta, a pesar de que las compañías petroleras lo seguían respaldando. No obstante, necesitado de fondos para combatir la rebelión popular, Huerta decide aplicar un impuesto a las compañías petroleras de 65 centavos por tonelada de petróleo, lo que precipita su caída. Sobreviene la invasión estadounidense al puerto de Veracruz, el 21 de abril de 1914. Las fuerzas huertistas se retiran, dejando la defensa de la plaza a los cadetes de la Escuela de Marina, a mujeres y hombres, y a muchos miembros de la colonia española, que pierden la vida heroicamente en los combates que se prolongaron por dos días. El saldo final fue de 125 mexicanos y cuatro estadounidenses muertos. Incluso el mismo Carranza protesta por la ocupación militar del puerto y declara: “La invasión de nuestro territorio [...] violando los derechos que constituyen nuestra existencia como una entidad soberana, libre e independiente, puede arrastrarnos a una guerra desigual [...] que hasta hoy quisimos evitar”.16

VENUSTIANO CARRANZA Y LA NACIONALIZACIÓN CONSTITUCIONAL DEL PETRÓLEO

Con la huida de Huerta, Venustiano Carranza es reconocido como presidente de México por un importante grupo de revolucionarios. Carranza era un político moderado, del antiguo régimen, antiagrarista, pero hombre de Estado y de vocación nacionalista. Tenía una idea clara sobre la necesidad de que el Estado mexicano dominara en asuntos políticos y económicos por encima de cualquier interés de grupo nacional o extranjero. De modo que se propuso asumir pleno control en el asunto del petróleo. Aunque antes había expedido ya un decreto para cobrar un impuesto equivalente a 10 centavos por tonelada, es el 12 de diciembre de 1914, en las adiciones al Plan de Guadalupe, cuando establece el compromiso de que el gobierno mexicano debía revisar el régimen de propiedad petrolera en México. Más tarde, el 15 marzo de 1915, forma la Comisión Técnica del Petróleo, presidida por Pastor Rouaix, encargado del despacho de la Secretaría de Fomento para la Colonización e Industria, e integrada por el general Cándido Aguilar, gobernador de Veracruz y por los ingenieros Modesto Rolland y Manuel Urquidi, así como por Salvador Gómez. El propósito de la Comisión era recoger toda la información posible acerca de la industria petrolera y proponer las acciones para sujetar esta actividad económica al interés de la nación y del Estado.

En ese tiempo, la Comisión decidió hacer un viaje para entrevistarse con prominentes empresarios petroleros y autoridades de Estados Unidos. Por este motivo, Rodolfo Montes, agente de El Águila, le escribió desde Veracruz a Thomas J. Ryder, gerente general en la ciudad de México, recomendándole lo siguiente: “No estaría por demás, como complemento de nuestra táctica para influenciar a los miembros de la comisión, que les fueran mostradas algunas cortesías por nuestro señor Carr en Nueva York [...] pues estos señores son sumamente susceptibles y estoy seguro que una política de atención y cortesía en la forma, a la vez que de firmeza y energía en el fondo, será la que mejores resultados pueda traer para todos en lo futuro”.17 Pero la táctica no dio resultados porque, en abril de 1916, la Comisión Técnica del Petróleo presentó un informe que concluía: “Por todas las razones expuestas, creemos justo restituir a la nación lo que es suyo, la riqueza del subsuelo, el carbón de piedra y el petróleo”.18

Pero lo más interesante y trascendente para la definición de la nueva política petrolera fue el hábil manejo que llevaron a cabo, desde Querétaro, los miembros de la Comisión Legislativa Redactora del Artículo 27 de la Constitución Política de 1917. En el proyecto original de este artículo propuesto por Carranza, no se tocaba el asunto de la propiedad del subsuelo. Se trataba de un valor entendido entre Carranza y Pastor Rouaix, presidente de la Comisión, quien además de ser un hombre de convicciones, era una persona cercana al Primer Jefe que, como ya dijimos, se había desempeñado como ministro de Fomento y participaba en el Constituyente como diputado por el décimo distrito electoral del estado de Puebla. Como él mismo explica: “se comprende que al ser propuesta la cláusula sobre el petróleo por un secretario de Estado, como era el que esto escribe, lo hacía porque contaba con la aquiescencia y autorización previa del Jefe de la nación”. Lorenzo Meyer interpreta de manera magistral la estrategia aplicada por estos políticos mexicanos: “Desde un principio se tuvo conciencia –tanto por parte del Ejecutivo como por los legisladores– de los serios conflictos de orden internacional que podía traer aparejada una reforma petrolera; es quizá por esto que Carranza no propuso el párrafo 4º del Artículo 27, pues la presión externa era más difícil de ejercer sobre el Constituyente que sobre el Presidente. Carranza aparecía, no como el promotor de la reforma petrolera, sino como un simple ejecutor de un mandato al más alto nivel y del cual no era posible abdicar”.19

La estrategia de discreción y sigilo fue eficaz, porque en Querétaro había representantes de compañías extranjeras y del Departamento de Estado de Estados Unidos. Incluso, se ha comprobado que el diputado Félix Fulgencio Palavicini estaba al servicio de la compañía petrolera El Águila y los mantenía informados. Por ejemplo, el 20 de enero de 1917 envía un telegrama a Montes diciéndole que está atento a la redacción del artículo 27 constitucional y le asegura que el “C. Primer Jefe no admitirá aplicaciones retroactivas en la Constitución”. El día 24 Montes manda un telegrama a la oficina de Nueva York, diciendo que ya está en contacto estrecho con Palavicini y que “tiene esperanzas”. Sin embargo, el 25 aparece publicado en El Universal el texto de la iniciativa de Rouaix para el artículo 27. Y la alarma cunde entre los extranjeros. El 26, desde Querétaro mismo, el agente estadounidense Charles Esquire Parker envía un cable a Robert Lansing, secretario de Estado norteamericano, diciéndole que la propuesta del 27 estaba “nacionalizando abiertamente el petróleo”.20 Así, con celeridad, sin dar tiempo a Palavicini ni a nadie, el lunes 29 se da lectura, se discute y aprueba el párrafo cuarto del artículo 27 que establece: “[...] corresponde a la nación el dominio directo de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyen depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas, los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de hidrógenos, sólidos, líquidos o gaseosos [...]”.

La nacionalización constitucional del petróleo fue un hecho de trascendencia histórica. Sin embargo, este mandato legal sólo se cumpliría hasta 1938. El poder de las compañías petroleras extranjeras y los conflictos internos impidieron que en la práctica México se beneficiara de esta importante riqueza natural. Las compañías petroleras siguieron operando sin respetar ninguna ley. Desconocieron la Constitución del 17 y todos los decretos posteriores, por lo que “no se sentían obligados a ningún deber, ni sometidos a ninguna obligación, humana, moral o económica, en relación con México”.21

Esto no quiere decir que no haya habido intentos del gobierno de Carranza por hacer valer el dominio del Estado mexicano sobre la región petrolera. Por ejemplo, cuando el general Francisco J. Múgica, uno de los hombres más íntegros de la Revolución Mexicana, permaneció en Tampico, pudo organizar la administración fiscal y cobró impuestos de exportación a las compañías. También, ante las amenazas de invasión, Carranza supo responder con firmeza y patriotismo. De ese entonces es la primera advertencia de que si había un desembarco de tropas estadounidenses, se daría la orden de incendiar los pozos. En 1913, el almirante Fletcher al mando de los barcos apostados frente al puerto de Tampico, envía un mensaje al general Cándido Aguilar, jefe de las Fuerzas Rebeldes: “Tengo instrucciones de mi gobierno de comunicarle a usted que si al término de 24 horas no abandona la zona petrolera, enviaré tropas de desembarco de los Estados Unidos para garantizar la vida e intereses de los ciudadanos norteamericanos y de otras nacionalidades”.22 Ante esta postura de fuerza que contaba con el apoyo del Departamento de Estado, el general Aguilar respondió: “Me refiero a su insolente nota de hoy. La vida y los intereses de los norteamericanos y personas de otras nacionalidades han tenido, tienen y tendrán, las más amplias garantías en la zona militar que está a mis órdenes. De llevar a cabo la amenaza de desembarcar tropas de los Estados Unidos en territorio mexicano me veré obligado a combatirlas e incendiar los pozos y pasar por las armas a todos los norteamericanos que se encuentren en la región”.23 La advertencia de incendio de pozos petroleros ante una invasión fue un asunto recurrente. La utiliza Pablo González cuando está encargado de la zona militar de Tampico. También la emplea el mismo Carranza en 1915, cuando por causas ajenas al conflicto petrolero, Wilson llegó a considerar seriamente la conveniencia de efectuar un nuevo desembarco en Veracruz.24

Pero en realidad, en la región petrolera nunca pudo imponerse el dominio del Estado y el interés nacional. Una muestra del poder que ejercían las compañías petroleras, es el hecho de que en la etapa más cruenta de la Revolución, cuando más vidas se perdieron, en la región petrolera había una relativa normalidad y la producción seguía en aumento. “En realidad, las propiedades de las compañías fueron las zonas más tranquilas del país, durante los 10 años que duró la etapa de la lucha armada”.25 De 1912 a 1916 se exportaron 141 millones 946 mil 129 barriles, con valor de 55 millones 183 mil 226 pesos y en este último año, El Águila tenía utilidades netas por más de 10 millones de pesos oro, en tanto que su principal competidora, la Mexican Petroleum Company, de Estados Unidos, las tuvo por poco más de siete millones. Además, en 1914 estalló la Primera Guerra Mundial, y hay quienes sostienen que el petróleo de México “salvó entonces a Inglaterra”.26

Por eso es indispensable saber cómo se logró que en la región petrolera permaneciera inalterable la paz y las compañías aumentaran la producción y obtuvieran jugosas ganancias. La realidad es que esa región del país estaba convertida en un enclave extranjero, en un territorio ocupado de más de seis millones de hectáreas, donde las compañías mantenían un control absoluto. Desde el principio del gobierno usurpador de Victoriano Huerta, el embajador estadounidense, Henry Lane Wilson, ya había sugerido al Departamento de Estado “la creación de un buffer state”, un estado simulado bajo su control, que comprendiera la zona norte del país y, desde luego, la región petrolera.27 En ese mismo sentido, también, el gobierno estadounidense siempre exigió, tanto a Huerta como a Carranza, que la zona petrolera mexicana se considerara como terreno neutral, y aunque nunca se accedió o se aceptó formalmente, en los hechos, poco a poco, las compañías petroleras extranjeras fueron imponiendo su dominio.

Ahora bien, ¿cómo se creó y se mantuvo este coto de poder extranjero? Es obvio, como ya lo expresamos, que detrás de las compañías petroleras estaba siempre el respaldo del gobierno de Estados Unidos y la amenaza permanente de invasión. En más de una ocasión la flota de ese país estuvo anclada frente a Tampico para impedir cualquier conflicto que afectara a los extranjeros y entorpeciera la producción y exportación de petróleo. Pero la manera más eficaz que encontraron para proteger sus intereses y mantener el control de la región fue la contratación de todo un ejército al mando del general Manuel Peláez. Este general y terrateniente se levanta en armas en contra de Carranza, el 10 de noviembre de 1914 en la zona petrolera, y desde entonces hasta 1920 pagó a sus tropas con dinero de las compañías petroleras. Hay suficientes testimonios acerca de las cantidades de dinero que las compañías pagaban a Peláez, que van de 15 mil dólares hasta 200 mil dólares mensuales. Además de dinero, las compañías le proporcionaban armas, municiones y empleados. Y todo esto era sabido y aceptado por el gobierno estadounidense.

El 5 de mayo de 1917, este jefe de las “guardias blancas” lanza un manifiesto desconociendo la Constitución que afectaba los intereses de las empresas y declara su propósito de impedir que el petróleo fuera arrebatado por Carranza a sus legítimos propietarios. Además sostiene: “Nuestra esfera de acción y nuestra influencia en los asuntos internacionales no nos ha permitido hacer cuanto quisiéramos, pero manteniendo el orden más estricto en estas regiones y cuidando el funcionamiento normal de la industria del petróleo, hemos colaborado de todo corazón en la obra de los Aliados para luchar por la democracia y la libertad”.28

Asimismo, hay que considerar que las compañías petroleras fueron creando a escala nacional un ambiente favorable entre los sectores más conservadores y retardatarios del país. Mediante el soborno contaron con el apoyo de políticos, funcionarios, diputados, abogados, intelectuales, líderes obreros y periodistas. Incluso a ello se atribuye el surgimiento del periódico El Universal y de otros medios de comunicación que estaban prácticamente al servicio de las petroleras.

A manera de síntesis se puede decir que Carranza, aunque siempre quiso poner el interés del Estado nacional por encima de los intereses de las compañías, no pudo lograr que la explotación del petróleo beneficiara plenamente al pueblo de México y dejara de ser un negocio de los monopolios extranjeros. Sin embargo, hay que reconocer que gracias a él se nacionaliza en la Constitución el petróleo y se establecen las bases jurídicas para hacer valer este principio en 1938.

Carranza tiene aciertos importantes y comete errores en circunstancias muy complicadas para cualquier político. Por ejemplo, el asesinato de Zapata es la mancha que más le agravia y condena. Además cometió el error de querer imponer a su sucesor y eso lo enfrentó a su principal aliado, el general Álvaro Obregón.

El 23 de abril de 1920, ante la rebelión militar obregonista, desatada bajo el Plan de Agua Prieta, Carranza abandonó en tren la ciudad de México con la intención de establecer su gobierno en Veracruz, donde contaba con el apoyo del gobernador Cándido Aguilar. Sin embargo, la rebelión militar cubrió prácticamente todo el país. Carranza se quedó sin apoyo y ni siquiera tenía seguridad de llegar a Veracruz sin que lo aprehendieran o asesinaran. Apenas había salido de la ciudad de México y la capital ya había sido tomada por las tropas al mando de Pablo González y Jacinto B. Treviño. Incluso el siniestro general Jesús N. Guajardo, que hacía poco había asesinado a Zapata, pudo alcanzar a los últimos trenes del éxodo carrancista y hubo cientos de muertos, heridos y prisioneros.

En Algibes, Puebla, los opositores a Carranza levantaron las vías del tren y ante el constante acecho de fuerzas obregonistas, éste tomó la decisión de continuar a caballo con alrededor de 70 hombres por los senderos de las montañas, de la parte norte de ese estado. Como cosa del destino, su asesinato en Tlaxcalaltongo, Puebla, se lleva a cabo cuando iba rumbo a la costa, casi a la entrada de la zona petrolera. Es víctima de una traición y ejecutado por Rodolfo Herrero, quien había sido nombrado general por Manuel Peláez. En ese entonces, muy cerca de allí, estaba encargado de la zona militar de la región petrolera, con sede en Papantla, Veracruz, el coronel Lázaro Cárdenas, y su jefe de Estado Mayor era Manuel Ávila Camacho. A Lázaro Cárdenas le tocó la misión de llevar a Herrero a la ciudad de México, donde fue absuelto por Obregón. Pero cuando Cárdenas asumió la Presidencia de la República, Herrero fue degradado y expulsado del Ejército.

ÁLVARO OBREGÓN Y LOS ACUERDOS DE BUCARELI

El 24 de mayo de 1920, diputados y senadores del Congreso nombraron como presidente interino de la República al sonorense Adolfo de la Huerta, quien duraría en su cargo del 1o. de junio al 1o. de diciembre. Como es lógico, casi todos los miembros del gabinete eran generales obregonistas que habían ayudado a derrocar a Carranza; y lo más destacado durante este interinato es que De la Huerta propuso al Consejo Consultivo del Petróleo, integrado todavía por carrancistas, un proyecto de ley sobre el petróleo para buscar una solución intermedia entre la situación existente antes de la Revolución y las reformas de Carranza. La propuesta consistía en internacionalizar el petróleo mexicano; “la internacionalización no daba el control de la industria a México, pero impediría que nación alguna adquiriera un interés preponderante sobre ese combustible”.29 El Consejo rechazó tal compromiso aduciendo que la nacionalización era la única solución correcta. De la Huerta no insistió más y dejó el asunto en manos de su sucesor.

Como se sabía de antemano, Obregón es electo presidente de México para el periodo 1920-1924. Para entonces era el hombre fuerte, el caudillo militar más temido y reconocido. Si Carranza era un hombre de Estado, Obregón era fundamentalmente un hombre de poder. Tenía un discurso progresista, pero en lo interno era bastante conservador. Desde su toma de posesión sostuvo: “[...] todos los derechos de propiedad adquiridos antes del 1o. de mayo de 1917, fecha en que se promulgó la actual Constitución, serán respetados y protegidos. El famoso artículo 27, una de cuyas cláusulas declara propiedad de la nación los mantos petrolíferos del subsuelo, no tendrá efecto retroactivo”.30

A Obregón lo que le importaba era contar con el reconocimiento del gobierno estadounidense. Esto se convirtió en su obsesión; él mismo decía “no deseo terminar mi periodo encabezando un gobierno que no es legal ante el mundo”.31 A su vez, el gobierno de Estados Unidos utilizó esta necesidad como un arma política en beneficio de las compañías petroleras. Así obtuvieron una serie de concesiones legales, económicas y políticas que les permitieron seguir operando en el país como en el porfiriato.

La primera concesión fue la determinación de la Suprema Corte de Justicia del 30 de agosto de 1921 que resolvió, ante una demanda interpuesta por la Texas Oil Company, que no podía aplicarse en forma retroactiva el párrafo cuarto del artículo 27 constitucional; es decir, las propiedades de las compañías petroleras adquiridas antes de la promulgación de la Constitución no podían ser afectadas. Y aunque en este fallo sólo se ampararon aquellos terrenos en que se hubiera ejecutado un acto positivo (alguna perforación u otro tipo de acción que indicara el deseo del propietario de explotar el petróleo) antes del 1o. de mayo de 1917, lo cierto es que en los arreglos de Bucareli de 1923, llevados a cabo entre el gobierno de México y el de Estados Unidos, se aceptó una interpretación del “acto positivo” que prácticamente salvaguardaba todas las zonas importantes para las compañías.

Durante el gobierno de Obregón, de manera no oficial, siempre se consultaba al gobierno estadounidense sobre cualquier asunto relacionado con las compañías petroleras extranjeras. Así se hizo en los varios proyectos de ley para reglamentar el 27, que finalmente nunca se aprobaron. Incluso, el 9 de agosto, antes del fallo de la Corte, Alberto Pani, secretario de Relaciones Exteriores, ya había informado a George Summerlin, encargado de negocios de Estados Unidos, de cómo venía el dictamen de este órgano del Poder Judicial.

Además de interesarle el reconocimiento del gobierno estadounidense, Obregón creía en la necesidad de contar con la inversión extranjera para la explotación del petróleo. Tanto él, como antes De la Huerta y posteriormente Calles, consideraban que era necesario evitar que se afectaran los intereses de quienes explotaban el petróleo. Asimismo, ya para entonces había una fuerte corriente conservadora que veía en el artículo 27 un obstáculo para el desarrollo del país y pedían su derogación. El periódico Excélsior en su editorial del 20 de junio de 1921 señalaba que el artículo 27 estaba perjudicando al país por no otorgarle garantías a las compañías petroleras. Y El Universal apoyaba abiertamente la campaña que convertía a este artículo en un lastre, en la “bestia negra”.

Sin embargo, también había una corriente nacionalista que obligó a Obregón a optar por la política de la simulación, de ahí que nunca aceptó firmar ningún acuerdo, ni aprobar ninguna ley sobre la materia, aunque era evidente que estaba interesado en arreglarse con las compañías petroleras y con el gobierno estadounidense. Por eso, Pani le sugiere en un memorándum que si reconocían plenamente los derechos adquiridos de las compañías estadounidenses del petróleo, no debía eximírseles de las disposiciones fiscales y de los reglamentos de explotación, para complacer, a la “patriotería ambiente” que con toda seguridad atacaría esa interpretación. 32

En esencia, Obregón nunca estuvo comprometido con los ideales de justicia y soberanía establecidos en la Constitución. Incluso hay quien sostiene que cuando rompe con Carranza e inicia la rebelión, desde Chilpancingo envía un manifiesto que debía publicarse en Sonora, donde declara su propósito de promover que fuera derogada la Constitución de 1917. Este documento, enviado por Obregón a través de Luis N. Morones a Hermosillo para ser entregado a De la Huerta, finalmente no se publicó porque sus amigos lo consideraron una imprudencia.33 Es más, en una reunión de gabinete en que se discutía el problema del petróleo llegó a considerar un obstáculo el 27, dijo: “[...] si no estuviera la trinqueta del Artículo... pero desgraciadamente ya existe en el cuerpo de nuestras leyes fundamentales y no podemos dar paso atrás”.34

En realidad, durante su gobierno, las compañías petroleras extrajeron y se beneficiaron como nunca del petróleo mexicano. Es la época de la Faja de Oro. De 1920 a 1924, en la zona costera del norte de Veracruz, en 80 kilómetros de longitud por 10 de ancho, hay una fiebre de perforación de pozos, de instalación de ductos, de construcción de refinerías; y Tampico se convierte en el segundo puerto más importante del mundo. En esos cinco años se producen 910 millones 380 mil 624 barriles, de los cuales se extraen de la Faja de Oro 503 millones 565 mil 484; es decir, 55 por ciento de la producción nacional. La explotación fue tan irracional que en muy poco tiempo se agotó este excepcional yacimiento, considerado en su época el más grande del mundo. El desperdicio fue de tal magnitud que se quemó todo el gas asociado al petróleo y se dejó aceite que no pudo extraerse por falta de la presión que se mantiene cuando hay una explotación racional de los hidrocarburos.

“Las compañías, al explotar la Faja de Oro, se condujeron como se conducen los bandidos que sólo disponen de tiempo limitado para vaciar las arcas del banco que asaltan y saquean aceleradamente, sin importarles las monedas que caigan de las talegas; los sacos que se desfonden; el desorden, los documentos destruidos, las pérdidas diversas que dejan tras ellos”.35

En cuatro años casi agotaron la Faja de Oro. En 1921 la producción nacional fue de 193 millones 397 mil 346 barriles y de la Faja de Oro se habían extraído 151 millones 535 mil 308, 78 por ciento. En 1924 la producción nacional había descendido a 139 millones 678 mil 294 barriles y la Faja de Oro sólo aportaba 38 millones 987 mil 559; es decir, 27 por ciento. De toda esta riqueza extraída del suelo patrio sólo se beneficiaron las compañías petroleras extranjeras. Se calcula que en ese entonces obtuvieron ganancias por mil 275 millones 553 mil 435 pesos y sólo pagaron de impuestos 6 millones 750 mil pesos, que representaba 40 por ciento de lo que se les reclamaba durante el gobierno de Obregón.36 En fin, como escribiría más tarde la Comisión Pericial en el conflicto de Orden Económico en la Industria Petrolera “Adolfo de la Huerta suavizó las relaciones con las petroleras. Obregón no hizo nada por el petróleo mexicano”.37

PLUTARCO ELÍAS CALLES Y LA LEY REGLAMENTARIA DE 1925

No sin conflictos en el interior del grupo sonorense, Obregón decidió apoyar a Plutarco Elías Calles para la Presidencia de la República. Debido a ello, se produjo la llamada “rebelión delahuertista” que fue apaciguada con violencia. El mismo De la Huerta terminó exiliado en Estados Unidos, donde murió en 1955.

Para ese entonces, el asesinato político para eliminar al adversario era lo más socorrido. El 26 de noviembre de 1919 habían asesinado a Felipe Ángeles. En 1923 hicieron lo mismo con Francisco Villa. Incluso en este último año, Francisco J. Múgica escapó de ser asesinado. En una ocasión le preguntaron a Alberto Pani que si él era tan cercano a Obregón, por qué no aspiraba a ser presidente de México, y su excusa es más que esclarecedora de cómo se hacía la política en aquellos tiempos: “Para gobernar en México es necesario matar”.38

Sin embargo, Plutarco Elías Calles, a diferencia de Obregón, tenía una mayor visión de Estado y era más sensible a las políticas de desarrollo social. En su gobierno apoya a ciertos sectores obreros, se entregan tres millones de hectáreas a campesinos; se impulsa un importante programa de construcción de obras públicas; se llevan a cabo reformas fiscales y monetarias; se promueve la educación laica y se confiscan bienes de la iglesia, lo cual originó la llamada Guerra Cristera, que se desenvuelve de 1926 a 1929, en el Bajío del país; y por último, Calles, después del asesinato de Obregón, articula a todos los grupos surgidos de la Revolución Mexicana y en 1929 funda el Partido Nacional Revolucionario, que más tarde, en 1938, se transformaría en el Partido de la Revolución Mexicana y, en 1946, en el Partido Revolucionario Institucional.

En materia de petróleo, desde el inicio de su gobierno, Calles promueve la aprobación de la Ley Reglamentaria del artículo 27. Originalmente, su postura se encaminó a hacer efectivo el dominio directo del Estado sobre la industria petrolera. Aunque la firmeza de Calles en un principio se atribuye a la necesidad que tenía de contemporizar con el ala radical del grupo revolucionario en momentos de grave tensión interna, lo cierto es que la ley original y su reglamento, contenían avances muy significativos. Por ejemplo, se establecía la necesidad de que los propietarios solicitaran la confirmación de sus derechos, no se reconocerían derechos a perpetuidad, se limitaban a 50 años, plazo que empezaría a correr con anterioridad a 1925 y desde el inicio de los trabajos; se restringía el llamado “acto positivo”, se establecía la “Cláusula Calvo”, que desde Carranza obligaba a los extranjeros a renunciar a la protección de sus gobiernos en caso de un conflicto con nuestro país; y se exigía el denuncio de las tierras petroleras para el otorgamiento de concesiones. Además, estaba prohibido que extranjeros compraran terrenos en una franja de 50 a 100 kilómetros de las costas y de las fronteras en nuestro país.

Esto provocó de nuevo el enfrentamiento abierto con las compañías petroleras y con el gobierno estadounidense. Además, para entonces, era presidente de Estados Unidos Calvin Coolidge, enemigo de todo movimiento progresista que se expresara en cualquier país del mundo y partidario del uso de la fuerza y del intervencionismo. Este presidente republicano había señalado públicamente: “Debemos estar preparados para una intervención armada [...] en cualquier parte del globo donde el desorden y la violencia amenacen los pacíficos derechos de nuestros pueblos”. Y, obviamente, así pensaba también el embajador de Estados Unidos en México, quien en privado –de manera burda–, calificaba a Calles de “asesino, ladrón y violador de su palabra de honor”.39

Pero a pesar de las presiones y de la amenaza de ruptura de relaciones y del uso de la fuerza, Calles, de 1925 a 1926, mantuvo una postura de firmeza. Le hizo saber a los petroleros extranjeros que estaba decidido a ser el “amo de su propia casa” y que prefería caer pero no transigir. Incluso ante la negativa de las empresas de no acatar lo establecido en la nueva legislación, ordenó que se movilizara el ejército para hacerlas valer.

En ese entonces se vuelve a recurrir al expediente de que en caso de un desembarco de tropas estadounidenses se procediera a incendiar los pozos petroleros. Esta orden la había recibido el general Cárdenas que, de nuevo, había sido enviado a la zona petrolera y actuaba como comandante militar en la Huasteca. El ex presidente Portes Gil sostiene que Calles había dicho: “Iluminaré a Nueva Orleans con el fuego de los pozos de la Huasteca”.

Hay que decir que en plena crisis, en 1927, se conoció un plan militar de invasión a nuestro país, según el cual las tropas de Estados Unidos entrarían por Tampico, continuarían por San Luis Potosí y Querétaro, hasta México. Otro grupo entraría por Veracruz, partiendo al país en dos. Y se habló de la creación de la República del Golfo, integrada por la franja de los estados de esa región del país, donde están nuestras reservas petroleras.

Don Jesús Silva Herzog cuenta que “[...] durante el gobierno del general Calles, a fines del 27 y comienzos del 28, el gobierno descubrió por medio de una deslealtad de una empleada de la Embajada de los Estados Unidos, unos documentos que probaban en forma irrefutable todo un complot de las compañías petroleras con el contubernio de Kellog, Jefe del Departamento de Estado y de Sheffield, embajador de Estados Unidos en México. El general Calles hizo sacar copias fotostáticas de todos esos documentos. Según ellos, la reglamentación del petróleo se juzgaba atentatoria para los intereses norteamericanos en México”. 40 Los planes para declararnos la guerra fueron fotografiados y enviados a todas las misiones diplomáticas de México en el extranjero. El general Calles le envió una carta privada al presidente Coolidge donde le explicaba lo ocurrido y le enviaba los documentos originales que el gobierno de México se había apoderado, y le advirtió que cuando el primer soldado norteamericano pisara el territorio nacional, esos documentos serían publicados en todos los países del mundo, para que se conociera la infamia que se preparaba en contra de nuestro país. Coolidge desbarató el complot. Sobre este tema cabe agregar que el Departamento de Estado nunca reconoció la existencia de este plan, pero un legislador de ese país declaró que los documentos que tenía Calles en su poder eran auténticos.

No obstante todo este periodo de tensión, a finales de 1927 se inicia una etapa de negociación entre ambos gobiernos. Esto lleva al gobierno estadounidense a retirar al embajador Sheffield y a sustituirlo por Dwight Morrow, quien traía como instrucción cambiar la estrategia de la amenaza por la búsqueda de un acuerdo, ya que el presidente Coolidge no contaba con el apoyo del Congreso para un choque abierto con México. Cuando esto sucede, ya Calles había propuesto que, como en la época de Obregón, la Corte mexicana interviniera para resolver, de conformidad con los amparos interpuestos, todo lo relacionado con las reformas petroleras. También había aceptado acudir al arbitraje internacional, algo que era contrario al ejercicio de nuestros derechos soberanos. El 30 de septiembre de 1927, este acuerdo se afianza con una cordial conversación telefónica entre Calles y Coolidge. Y como era de esperarse la Corte resuelve a favor de las compañías, sosteniendo que la Ley de 1925 debía ser reformada.

El 26 de diciembre, Calles envió al Congreso una iniciativa de reforma a los artículos 14 y 15 de la Ley Reglamentaria del Petróleo, y el 3 de enero de 1928, entran en vigor dichas reformas confirmándose los derechos adquiridos antes de entrar en vigor la Constitución de 1917. Se desecha la Cláusula Calvo y la definición de acto positivo se ajusta a lo especificado en Bucareli, que amparaba prácticamente todos los yacimientos petroleros. En la práctica, las compañías petroleras seguían manteniendo el dominio absoluto de un territorio de cerca de 8 millones de hectáreas, y se demostraba que ningún gobierno de la Revolución había podido imponer sus reglas al sector externo de la economía nacional. Al concluir 1928, todo indicaba que la reforma petrolera sería uno más de los objetivos frustrados de la Revolución Mexicana.

Todos estos acuerdos contaron con el apoyo público de Álvaro Obregón, quien ya había lanzado de nuevo su candidatura a la presidencia, pasando por encima del principio de la no reelección. Esta decisión trajo consigo el levantamiento de los generales Arnulfo R. Gómez y Francisco Serrano, quienes fueron eliminados, junto con otros militares. Posteriormente, ya como presidente electo, Obregón correría la misma suerte. Fue asesinado por León Toral, un católico resentido por el anticlericalismo oficial. Bajo esta circunstancia, en 1929 Calles apoya la candidatura de Pascual Ortiz Rubio y surge la memorable candidatura opositora de José Vasconcelos, que levantó mucho entusiasmo en la población y entre los intelectuales. El desenlace fue el fraude, la represión, el llamado de Vasconcelos a la rebelión armada y finalmente su exilio. Y así se inicia el predominio de Calles conocido como el “maximato”.

Durante todo este periodo se mantiene la misma política en materia petrolera. Las compañías extranjeras continúan explotando el petróleo, sin dejar beneficios al país. Desde 1924 hasta 1938, la producción había disminuido considerablemente. Las causas están vinculadas con la sobreexplotación que llevó al agotamiento de los depósitos, particularmente en la Faja de Oro; la falta de inversión en exploración de nuevos yacimientos, y los descubrimientos de petróleo en Venezuela, donde pagaban menos impuestos y tenían condiciones laborales más favorables. Y habría que agregar que, en ese tiempo, empieza a explotarse el petróleo en el Medio Oriente, todo lo cual lleva a que haya una sobreproducción mundial, una baja de precios y el desinterés por el petróleo mexicano. Un dato más: en 1921, México alcanzó una producción récord de 193 millones 397 mil 587 barriles, lo que significaba 25 por ciento del total mundial. Sin embargo, en 1934, cuando asume la presidencia el general Lázaro Cárdenas del Río, la producción era de sólo 38 millones 171 mil 946 barriles, o sea, una estrepitosa caída de 81 por ciento, y sólo representaba 4 por ciento de la producción mundial.

EL GENERAL CÁRDENAS Y LA EXPROPIACIÓN PETROLERA

Con la llegada a la presidencia del general Cárdenas se recupera el petróleo que, desde el porfiriato, venía siendo explotado por las compañías petroleras extranjeras.

Antes de analizar los pormenores del acto de expropiación, conviene explicar bajo qué circunstancias se llevó a cabo esta histórica decisión soberana. Debe recordarse que la Revolución Mexicana se originó para lograr, cuando menos, tres grandes objetivos: el derrocamiento de la dictadura para hacer valer el lema maderista del “Sufragio Efectivo, No Reelección”; la justicia social y, en particular, el reparto de los latifundios a favor de indígenas y campesinos; y recuperar de manos extranjeras la riqueza nacional para ponerla bajo el control gubernamental y en beneficio de las mayorías.

Hasta antes de la presidencia del general Cárdenas, estos propósitos permanecían incumplidos. En el terreno de la democracia se había derrocado al dictador, pero el pueblo no contaba y el poder –como en el porfiriato– se concentraba y ejercía en beneficio de una élite. El grupo político surgido con la Revolución no tenía realmente vocación democrática. Don Daniel Cosío Villegas, hablando de la manera en que se conformó el partido único hasta llegar al PRI, decía que se había sustituido a don Porfirio por doña Porfiria; y hasta nuestros días, la democracia sigue siendo la asignatura pendiente.

Pero no se puede decir lo mismo en cuanto a la justicia social y a la recuperación de la soberanía nacional. En estos terrenos se avanzó considerablemente y mucho se debe al pensamiento y a la acción del general Lázaro Cárdenas del Río. Durante su gobierno, se ponen en práctica los ideales y principios contenidos en la Constitución de 1917. Desde la campaña presidencial, Cárdenas fue delineando lo que sería su programa de gobierno, que se apegaba a los postulados del Plan Sexenal, elaborado todavía bajo la influencia de Calles. Pero también tenía su propia concepción sobre los asuntos de interés público. El general Cárdenas, a diferencia de otros políticos, profesaba un sincero y profundo amor al pueblo. Por ejemplo, en 1935, en sus apuntes, escribió que “acabar con las miserias que sufren las gentes está por encima de todos los intereses [...] viviendo junto a las necesidades y angustias del pueblo, se encontrará con facilidad el camino para remediarlas [...] he podido conocer el verdadero fondo moral de muchos servidores públicos al observar en sus semblantes el disgusto que les causa la demanda de auxilio o de justicia de las gentes pobres. Entonces pienso más en la tragedia interminable de nuestro propio pueblo”.41

Más allá de la claridad de las ideas de Cárdenas, su decidida voluntad de ponerlas en práctica es lo más significativo de su actuación política. En su estrategia lo primero fue la atención de los problemas económicos y sociales de campesinos y obreros. El presidente sabía que la única manera de contar con el pueblo era actuando decididamente a favor de sus intereses. En este sentido, desde el inicio de su gobierno se puso en marcha el reparto agrario. Con el auspicio del régimen, los campesinos se movilizaron en todo el país, solicitando se les dotara de tierras mediante la expropiación de latifundios, la restitución de bienes comunales o por la vía de la titulación de terrenos nacionales. En poco tiempo, la entrega de la tierra a los campesinos transformó la estructura agraria existente. La trascendencia del reparto agrario cardenista se mide con sólo precisar que en los primeros tres años de gobierno, se entregaron 9 millones 764 mil 140 hectáreas a 565 mil 216 campesinos, superándose con mucho la cantidad de tierra repartida desde el inicio de la Revolución. Al finalizar el periodo cardenista, se habían constituido 10 mil 651 ejidos, con un total de 18 millones 352 mil hectáreas en beneficio de un millón de familias campesinas. Cuarenta por ciento de toda la tierra ejidal hasta nuestros días.

Al igual que los campesinos, durante el cardenismo, los obreros vieron garantizados sus derechos laborales. La acción en este campo consistió en avivar la letra del artículo 123 de la Constitución. Desde el inicio del gobierno, el movimiento obrero comenzó a desplegar una intensa actividad orientada a conquistar sus reivindicaciones fundamentales. El ambiente cardenista dio confianza a los trabajadores para utilizar la huelga como arma de lucha y lograr relaciones justas entre el capital y el trabajo.

Para mediados del sexenio, campesinos y obreros identificaban a Cárdenas como el defensor de sus intereses. La primera parte de la estrategia cardenista había producido los resultados esperados: el acercamiento y la solidaridad del presidente con los grupos sociales más desprotegidos dio lugar al apoyo popular que era indispensable para enfrentar a los poderosos intereses extranjeros y llevar a cabo la independencia económica de la nación.

En este marco se inscribe la decisión de recuperar el petróleo que estaba en manos de extranjeros. Además el general Cárdenas conocía muy bien el asunto. Había estado, como hemos visto, en dos ocasiones en la zona petrolera. Sabía de todas las calamidades que se padecían en el enclave petrolero: despojos, asesinatos, impunidad, corrupción, sobreexplotación de recursos naturales, saqueo y arrogancia extranjera.

El 23 de marzo de 1938, días después de la expropiación, recordaba en sus Apuntes, que en 1926 lo visitó en la zona petrolera el general Heriberto Jara, gobernador del estado de Veracruz, quien le había hablado de los problemas que con frecuencia ocasionaban las empresas petroleras, “que se negaban a cumplir las prestaciones a sus trabajadores estipuladas en la ley, haciendo alarde de contar con apoyos poderosos, sintiéndose en tierras de conquista; pero estamos avanzando, manifestó, en la organización sindical que sabrá defender sus derechos”.42

Como ya dijimos, desde el inicio de su gobierno, el general Cárdenas alentó la organización obrera para hacer valer los derechos laborales. Don Jesús Silva Herzog nos cuenta que en este contexto se fundó, el 15 de agosto de 1935, el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana (STPRM), el cual dio los primeros pasos para exigir a todas las compañías extranjeras un contrato colectivo de trabajo, con la finalidad de que pagaran los mismos salarios a sus trabajadores, y dieran las prestaciones de carácter social como vacaciones, indemnizaciones por accidentes de trabajo, servicio médico, hospitales, entre otras. El gobierno federal intervino y logró que se llevara a cabo una convención obrero-patronal. Sin embargo, no se llegó a ningún acuerdo y en mayo de 1937, los trabajadores iniciaron una huelga general en todas las empresas que explotaban el petróleo en México. En la ciudad de México “a cinco o seis días de iniciada la huelga, las calles se veían semidesiertas, comenzaron a pararse algunas fábricas, que no tenían suficientes reservas de combustibles. Empezaron a pararse las máquinas útiles para la explotación agrícola. De modo que se estaba hiriendo al país en el aspecto más vital de su actividad económica. Ante tan grave situación, el gobierno federal pidió a las gentes del sindicato que reanudaran sus labores y que plantearan ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje un conflicto de orden económico”.43

El tribunal laboral nombró una comisión de tres peritos para investigar las finanzas y las condiciones de trabajo de las empresas extranjeras: Efraín Buenrostro, subsecretario de Hacienda y Crédito Público; el ingeniero Mariano Moctezuma, secretario de Economía Nacional; y Jesús Silva Herzog. La Comisión pidió todos los informes que se juzgaron necesarios a las empresas y a los trabajadores. A medida que fue avanzando la investigación se descubrieron aspectos muy reveladores de la industria petrolera. Por ejemplo, la Comisión encontró que la compañía mexicana de petróleo El Águila, le vendía a su filial en Canadá a precios por debajo del mercado con el objeto de reducir el pago del impuesto sobre la renta y trasladar sus utilidades a otro país.

La investigación concluyó que las utilidades obtenidas por las petroleras en 1934, 1935 y 1936, alcanzaron los 150 millones de pesos, y que podían pagar más en salarios y prestaciones. De modo que, ante la demanda de los trabajadores que solicitaban 90 millones y de las empresas que sólo aceptaban pagar 14 millones, los peritos propusieron 26 millones de pesos.

Sin embargo, las empresas se rebelaron y se negaron a aceptar el dictamen de la Comisión. Acudieron a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para demandar la rectificación del laudo. No obstante, el 1o. de marzo de 1938, la Suprema Corte confirmó la decisión de las autoridades laborales.

Las petroleras alegaron no tener capacidad económica para cumplir la sentencia y desafiaron al más alto tribunal de la República. El general Cárdenas hizo esfuerzos para lograr un arreglo amistoso y buscó persuadir a las compañías de que acataran la sentencia. “En una de las reuniones, un abogado de las compañías le preguntó al general: ‘¿Y quién nos garantiza que el aumento será sólo de 26 millones?’ El general contestó: ‘Yo lo garantizo’. ‘¿Usted?’. ‘Sí. Lo garantiza el Presidente de la República’. Ante la sonrisa esbozada por el extranjero, el presidente Cárdenas se puso de pie y les dijo: ‘Señores, hemos terminado’.”44

El 9 de marzo, el propio general Cárdenas cuenta lo siguiente:


El día 8 a las 11:00 horas, celebré pláticas con el gabinete, informándole que en vista de que las empresas petroleras siguen en su actitud inconsecuente y se niegan a obedecer el fallo de la Suprema Corte, y las disposiciones de autoridades responsables que han intervenido en el problema, necesitaba conocer la opinión de cada uno y las medidas que debían tomarse en caso de que las empresas no den cumplimiento al laudo. Escuché sus impresiones que fueron diferentes, pero coincidieron todos en que las empresas estaban procediendo indebidamente.

Se acordó formular un programa que se pondría en ejecución si las empresas suspendían sus actividades, y fijamos fecha para una nueva reunión de gabinete.

Soy optimista sobre la actitud que asumirá la nación en caso de que el gobierno se vea obligado a obrar radicalmente. Considero que cualquier sacrificio que haya que hacer en el presente conflicto lo hará con agrado el pueblo.

México hoy tiene la gran oportunidad de liberarse de la presión política y económica que han ejercido en el país las empresas petroleras que explotan, para su provecho una de nuestras mayores riquezas, como es el petróleo, y cuyas empresas han estorbado la realización del programa social señalado en la Constitución Política; como también han causado daños las empresas que mantienen en su poder grandes latifundios a lo largo de nuestra frontera y en el corazón del territorio nacional, y que han ocasionado indebidos reclamos de los gobiernos de sus países de origen.

Varias administraciones del régimen de la Revolución han intentado intervenir en las concesiones del subsuelo, concedidas a empresas extranjeras, y las circunstancias no han sido propicias, por la presión internacional y por problemas internos. Pero hoy que las condiciones son diferentes, que el país no registra luchas armadas y que está en puerta una nueva guerra mundial, y que Inglaterra y Estados Unidos hablan frecuentemente a favor de las democracias y de respeto a la soberanía de los países, es oportuno ver si los gobiernos que así se manifiestan cumplen al hacer México uso de sus derechos de soberanía. El gobierno que presido, contando con el respaldo del pueblo, cumplirá con la responsabilidad de esta hora.45



El 18 de marzo de 1938 se lleva a cabo la expropiación petrolera. Ese día, a las 8 de la noche, comunica a su gabinete sobre esta decisión histórica, y dos horas después, da a conocer por radio a toda la nación “el paso dado por el gobierno en defensa de su soberanía, reintegrando a su dominio la riqueza petrolera que el capital imperialista ha venido aprovechando para mantener al país dentro de una situación humillante”. El Decreto Expropiatorio establece:


Artículo 1º. Se declaran expropiados por causa de utilidad pública y a favor de la Nación, la maquinaria, instalaciones, edificios, oleoductos, refinerías, tanques de almacenamiento, vías de comunicación, carros-tanque, estaciones de distribución, embarcaciones y todos los demás bienes muebles e inmuebles de propiedad de la Compañía Mexicana de Petróleo El Águila, S.A., Compañía Naviera de San Cristóbal, S.A., Compañía Naviera San Ricardo, S.A., Huasteca Petroleum Company, Sinclair Pierce Oil Company, Mexican Sinclair Petrolum Corporation, Stanford y Compañía, S. en C., Penn Mex Fuel Company, Richmond Petroleum Company de México, California Standard Oil Company of Mexico, Compañía Petrolera el Agwi, S.A., Compañía de Gas y Combustible Imperio, Consolidated Oil Company of Mexico, Compañía Mexicana de Vapores San Antonio, S.A., Sabalo Transportation Company, Clarita, S.A. y Cacalilao, S.A., en cuanto sean necesarios, a juicio de la Secretaría de Economía Nacional para el descubrimiento, captación, conducción, almacenamiento, refinación y distribución de los productos de la industria petrolera.

Artículo 2º. La Secretaría de Economía Nacional con intervención de la Secretaría de Hacienda como administradores de los bienes de la Nación, procederán a la inmediata ocupación de los bienes materia de la expropiación y a tramitar el expediente respectivo.

Artículo 3º. La Secretaría de Hacienda pagará la indemnización correspondiente a las compañías expropiadas de conformidad con lo que disponen los artículos 27 de la Constitución y 10 y 20 de la Ley de Expropiación, en efectivo y en un plazo que no excederá de 10 años. Los fondos para hacer el pago los tomará la Secretaría de Hacienda del tanto por ciento que se determinará posteriormente de la producción del petróleo y sus derivados, que provengan de los bienes expropiados cuyo producto será depositado mientras se siguen los trámites legales, en la Tesorería de la Federación.

Artículo 4º. Notifíquese personalmente a los representantes de las compañías expropiadas y publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Unión a los dieciocho días del mes de marzo de 1938.



La expropiación del petróleo fue apoyada por la mayoría del pueblo. En las fotos de la época se advierte sobre todo la presencia de gente humilde: indígenas, campesinos, obreros, maestros, empleados e integrantes de la clase media baja. Es el pueblo raso el que apoyó y cooperó con el gobierno para el pago de las indemnizaciones a las compañías petroleras extranjeras. Recientemente, en mis recorridos por el país me han entregado, en distintas partes, recibos de aportaciones de niñas y niños por cinco centavos, algunos de maestros por cuatro pesos y de empleados públicos que donaron un mes de salario. Por ejemplo, en Tultepec, estado de México, me dieron uno que dice: “El niño Martín Silva contribuyó con la cantidad de cinco centavos al pago de la deuda del petróleo para consolidar la independencia de México. Todo sacrificio por la Patria es pequeño”. Y se agrega: “Este comprobante será canjeado, oportunamente, por Bonos de la Redención Nacional”. Y en el reverso se lee: “La Patria, que es la Madre común, necesita del amor de los niños, que son sus hijos predilectos”.

Aunque el apoyo del pueblo fue fundamental debe subrayarse que el general Cárdenas supo actuar en el momento preciso. Como ya hemos dicho, el general era un gran estratega político que sabía de la importancia del manejo de los tiempos. Unos días antes de la expropiación, él mismo cuenta que sobre la carretera, en las cercanías de Cuernavaca, caminó y platicó con el general Múgica durante más de una hora: “Hicimos consideraciones de las circunstancias que podrían presentarse si gobiernos como los de Inglaterra y Estados Unidos, interesados en respaldar a las empresas petroleras, presionaban al gobierno de México con medidas violentas; pero tomamos también en cuenta que se presenta ya la amenaza de una nueva Guerra Mundial con las provocaciones que desarrolla el imperialismo nazi-fascista, y que esto los detendría de agredir a México, en el caso de decretar la expropiación”.46

Además de esta circunstancia, debe señalarse que en ese tiempo gobernaba en Estados Unidos, Franklin Delano Roosevelt, un gran estadista y uno de los mejores presidentes que ha tenido ese país en toda su historia. Recordemos que cuando Roosevelt llegó a la presidencia, el 4 de marzo de 1933, Estados Unidos padecía una de las peores crisis que ha tenido. Y al enfrentar con éxito esa emergencia, comienza a revelar cualidades que lo convertirían en uno de los más grandes políticos del siglo XX.

Los preceptos básicos de su política fueron, entre otros: construir obras públicas para reanimar el empleo; subsidiar los precios agrícolas para frenar la ruina de los granjeros; unificar y desarrollar las políticas asistenciales para reducir la pobreza; controlar los servicios y los transportes públicos para moderar sus precios; someter las instituciones financieras a un riguroso control público y reglamentar las relaciones entre capital y trabajo, para estimular la producción industrial y mejorar, al mismo tiempo, las condiciones de vida de los trabajadores. Con este programa o Nuevo Pacto (New Deal), Roosevelt frenó los efectos más nocivos de la crisis y, más que nada, generó la esperanza en su pueblo para las transformaciones futuras.

En cuanto a su política exterior, recordemos que en un discurso memorable, el 6 de enero de 1941, expuso al mundo cuatro libertades fundamentales: el derecho a la libertad de palabra; el derecho a la libertad de cultos; el derecho a vivir libres de miseria; y el derecho a vivir libres de temor.

Durante su Presidencia, Roosevelt aplicó la política de “buena vecindad” con los países del continente americano. En ese entonces se definieron los principios de cooperación económica y política; se reconoció la soberanía de Cuba y Panamá, y ordenó la retirada militar estadounidense de Nicaragua y Haití. No es casual que Pablo Neruda lo llamara “un titán de las luchas, de las libertades, un Presidente gigantesco”.

La autenticidad de su política de buena vecindad tuvo su mejor ejemplo en el respeto a la soberanía de nuestro país. Durante los tres periodos presidenciales de Roosevelt las relaciones entre México y Estados Unidos fueron excepcionalmente buenas. En los días posteriores a la expropiación petrolera, en una carta, el general Cárdenas le reconoce:


Mi gobierno considera que la actitud asumida por los Estados Unidos de Norteamérica, en el caso de la expropiación de las compañías petroleras, viene a afirmar una vez más, la soberanía de los pueblos de este continente, que con tanto empeño ha venido sosteniendo el estadista del país más poderoso de América, el excelentísimo señor Presidente Roosevelt.



Los buenos resultados de esta política tuvieron mucho que ver con el papel que jugó el embajador Josephus Daniels, quien actuó con sabiduría y habilidad en los años más difíciles de las relaciones entre los dos países. Su postura acerca del conflicto petrolero se resume cuando sostiene que el presidente Cárdenas tenía razón al promover que la riqueza del subsuelo se convirtiera en parte de la economía mexicana y que la crisis petrolera se debía a la negativa sistemática de las empresas extranjeras a modificar la visión con la que habían iniciado a principios de siglo. “Consideran que los mexicanos nacieron para enriquecer a extranjeros, y que Dios puso importantes recursos naturales en el subsuelo de México para aumentar las fortunas que se encuentran en los cofres de los explotadores y concesionarios”.47

Sin embargo, no todo fue miel sobre hojuelas. Las compañías petroleras durante todo este tiempo presionaron para que sus gobiernos intervinieran, organizaron un boicot internacional que impedía la venta del petróleo de México en el extranjero, pero, sobre todo, alentaron la sublevación interna en el país contra el gobierno del general Cárdenas.

La rebelión más importante fue la de Saturnino Cedillo, quien estaba vinculado al general Calles. Hay que recordar que para entonces ya se había dado el rompimiento entre Cárdenas y Calles; y este último había sido obligado a salir del país; sin embargo, seguía manteniendo una importante influencia. El general Cárdenas siempre pensó que detrás de Cedillo estaban Calles y las compañías petroleras extranjeras. Es más, él mismo sostiene que “distintas personas han traído datos de que el propio general Cedillo hace activos trabajos preparando un levantamiento. Aseguran que la compañía petrolera El Águila ha ofrecido por conducto del señor Alberto Branif, 500 mil dólares al general Cedillo para dicho movimiento y que está en inteligencia con el Arzobispo Leopoldo Ruiz y Flores que reside en Estados Unidos. No dudo de esta información”.48 Posteriormente, la rebelión cedillista fue sofocada, y el 11 de enero de 1939, Saturnino Cedillo pierde la vida en un enfrentamiento con tropas del gobierno.

En un ambiente de franca hostilidad se fue abriendo paso la industria petrolera nacionalizada. A pesar del boicot de las compañías extranjeras y de la oposición interna, el 7 de junio se creo Petróleos Mexicanos. El 29 de julio de 1939, a pesar de que sólo habían transcurrido 16 meses de la expropiación, el presidente Cárdenas, en una carta dirigida a Roosevelt le decía: “La vinculación sincera de los obreros con el porvenir de la industria, llega al punto en que ellos han concedido en postergar la aplicación del laudo, mientras dura el boicot organizado por las compañías e invertir una parte importante de sus ahorros en la misma industria. En la actualidad, la industria petrolera no requiere de fuertes inversiones; la experiencia ha convencido al gobierno de que, a pesar de las dificultades para vender a precio de mercado, los ingresos por ventas realizadas le han de permitir llevar adelante un programa de perforaciones, construcción de oleoductos, modernización y una ampliación de refinerías, cuyos resultados se advierten en el incremento cada vez más sensible de la producción y permiten asegurar que el programa mencionado puede desenvolverse con los recursos propios del Estado”.49

Es importante destacar que el general Cárdenas consideraba que México no debía volver a ser gran exportador de petróleo, que esa fuente no renovable de energía no debía estar surtiendo al mercado internacional, sobre todo estadounidense, sino conservarse para el desarrollo de un México que entonces tenía pocas fuentes de energías alternativas.

La expropiación petrolera causó un profundo malestar entre los ricos de la época, en sectores de clase media y en la mayoría de los medios de comunicación. Es interesante destacar que, históricamente, la derecha siempre se reagrupa cuando se pretende llevar a cabo un cambio democrático, y de plano se torna intolerante y hasta violenta cuando se trata de reivindicaciones sociales a favor del pueblo y del dominio de la nación.

Recordemos que el derrocamiento de Madero, además de la intervención del embajador estadounidense, fue llevado a cabo por grupos internos de la derecha, que incluso habían promovido, previamente, una campaña de desprestigio que consistía en ridiculizarlo en los periódicos, hasta el punto de tratarlo como loco y espiritista. Lo mismo sucede con la expropiación que, aunque no afectaba de manera directa a intereses privados nacionales, sirvió para aglutinar todo el descontento de los grupos contrarios a la política agraria, laboral y educativa del general Lázaro Cárdenas.

En este ambiente se funda, el 17 de septiembre de 1939, el Partido Acción Nacional, que nace criticando la expropiación petrolera. En 1940 toda esta reacción se manifestó con mucha fuerza en la elección presidencial. Era tal la oposición de derecha que el general Cárdenas tuvo que actuar con cautela y posiblemente eso influyó para apoyar la candidatura de Manuel Ávila Camacho y no la del general Francisco J. Múgica, con quien tenía más afinidad ideológica y representaba mayor garantía para continuar y profundizar la política social y nacionalista.

Siempre se ha hablado de que el general no optó por Múgica ante el riesgo de una intervención extranjera. Sin embargo, como hemos visto, en ese entonces gobernaba Roosevelt, que había demostrado actuar con respeto a la soberanía nacional y estaba por estallar la Segunda Guerra Mundial, que hubiese permitido alejar la amenaza de intervención estadounidense. Desde mi punto de vista, lo que más influyó a la hora de la decisión fue la circunstancia interna, la beligerancia de los grupos de derecha. Tomemos en cuenta que aun optando por la candidatura de Manuel Ávila Camacho que tenía más fuerza en el interior del Ejército y sostenía posturas moderadas, de todas maneras, la elección presidencial fue muy complicada y hasta violenta.

También esto puede explicar en parte la demora en la presentación, la aprobación y, sobre todo, en la publicación de la reforma del artículo 27 en el ramo del petróleo. Recordemos que el 1o. de septiembre de 1938, el general Cárdenas había anunciado, en su informe, que enviaría al Congreso una iniciativa para dejar completamente claro en la Constitución que no se darían concesiones a particulares en materia de petróleo. Según sus propias palabras: “Para evitar en lo posible que México se pueda ver en el futuro con problemas provocados por intereses particulares extraños a las necesidades interiores del país, se pondrá a consideración de vuestra soberanía que no vuelvan a darse concesiones del subsuelo en lo que se refiere al petróleo y que el Estado es el que tenga el control absoluto de la explotación petrolífera”. Sin embargo, la iniciativa la envió el 22 de diciembre de ese mismo año, se aprobó un año después –el 17 de noviembre de 1939– y fue publicada hasta el 9 de noviembre de 1940. Esa reforma estableció: “Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólido, líquidos o gaseosos, no se expedirán concesiones y la ley reglamentaria respectiva determinará la forma en que la nación llevará a cabo las explotaciones de esos productos”.

Cabe decir que al mismo tiempo entró en vigor la ley reglamentaria, que aunque enfatizó que “el petróleo sería explotado por la nación por conducto de las instituciones que se crearan o en forma directa por el gobierno federal”, también, en su artículo 7º permitía la celebración de contratos con particulares para realizar trabajos de exploración y explotación, ya fuera mediante compensación en efectivo o mediante un porcentaje de los productos que se obtuvieran. Y aunque en el artículo 8º establecía que sólo podrían celebrarse dichos contratos con nacionales o con sociedades íntegramente constituidas por mexicanos, este ordenamiento desvirtuó en gran parte la reforma constitucional y ha servido para interpretaciones sesgadas de quienes siempre han querido la intervención privada en la industria petrolera.

Para entonces ya había pasado el vendaval que produjo la elección presidencial y se había elegido como presidente a Manuel Ávila Camacho. El proceso electoral no fue un día de campo. De las mismas filas revolucionarias habían surgido, en oposición a Ávila Camacho, las candidaturas de Joaquín Amaro, de Rafael Sánchez Tapia y de Juan Andrew Almazán; el primero se retiró, el segundo no tenía mucha fuerza y participó disciplinado, pero Almazán sí contaba con el apoyo de importantes grupos de derecha y del Ejército. Incluso el PAN, que no presentó candidato a la Presidencia, lo apoyó abiertamente. Desde la campaña se desató la guerra sucia contra Almazán, autoridades locales reprimieron a sus partidarios y hubo muertos y heridos.

El 7 de julio de 1940 se llevaron a cabo las elecciones en una atmósfera muy cargada de odios y rencores. En diversos lugares, los simpatizantes del candidato oficial tomaron por asalto las casillas, porque entonces las mesas de votación se instalaban con un empleado de las autoridades y con los primeros cinco ciudadanos que se presentaran. “En toda la ciudad de México tuvieron lugar encuentros armados a lo largo del día. En la tarde, enormes muchedumbres almazanistas se congregaron en torno a El Caballito, esperaban la llegada de su líder para cargar contra Palacio que, por supuesto, ya estaba bien custodiado por el Ejército. Pero Almazán nunca llegó. Al final se reportaron 30 muertos y 127 heridos. Los enfrentamientos tuvieron lugar en casi todas partes, pero resultaron especialmente sangrientos en Ciudad Juárez, San Luis Potosí, Monterrey, Puebla, Saltillo, Toluca, Ciudad Madero y Coatepec... Oficialmente se dijo que en provincia hubo 17 muertos. Los disturbios, choques e irregularidades fueron tantos, que Juan Andrew Almazán alegaba abierta ilegalidad”.50

Días después de la elección, Almazán quiso entrevistarse en La Habana con el secretario de Estado del gobierno de Estados Unidos, Cordell Hull, sin embargo, éste no lo recibió porque ya habían tomado la decisión de apoyar a Ávila Camacho. Más tarde, Almazán, que ya había sido declarado por sus partidarios como presidente electo, se exilió en Estados Unidos y, en noviembre, renunció al cargo “como único medio de conseguir la tranquilidad a que tienen derecho mis partidarios”.

ÁVILA CAMACHO Y EL FRENO A LA POLÍTICA POPULAR

En estas circunstancias, en el gobierno de Ávila Camacho se comienzan a frenar las reformas sociales promovidas durante el cardenismo. El reparto agrario se limita a lo mínimo y se empieza a hablar del amparo agrario para proteger a los latifundios todavía existentes o a la pequeña propiedad simulada. También se reforma la Ley Federal del Trabajo para limitar el derecho de huelga. Y aunque no se derogó el artículo tercero constitucional que declaraba la educación socialista, se sustituyó al secretario de Educación Pública, Manuel Sánchez Pontón, del grupo del general Cárdenas, por Octavio Béjar Sánchez, quien desde el principio sostuvo que no permitiría que “ideas exóticas” predominasen en la enseñanza.

Además, Ávila Camacho llevó a la práctica una política de pleno apoyo al sector privado, y a ese propósito, destinó la mayor parte del presupuesto. El escritor José Agustín cuenta magistralmente este episodio:


Después de algunos titubeos, los empresarios decidieron aprovechar esta oportunidad. No tenía caso aferrarse a resentimientos ideológicos si el régimen ofrecía tan buenas condiciones. Atrás se quedó la pasión almazanista o las simpatías por el PAN. Muchos empeñosos y ambiciosos titanes de la industria habían surgido con los gobiernos de la revolución y se habían sabido mover muy bien en tan peculiares aguas. Otros pasaron de los altos puestos políticos a negocios jugosos que los enriquecieron en poco tiempo. Y otros más, los de raigambre porfirista que sobrevivieron a la revolución, también se integraron a la nueva política. Por ejemplo, los grandes jerarcas del Grupo Monterrey en enero de 1942 se reunieron con el presidente Ávila Camacho para manifestarle alegremente que abjuraban a sus aficiones oposicionistas pues habían comprobado que el nuevo gobierno en verdad “no caía en los errores del anterior”. En realidad todos los patrones obtuvieron facilidades enormes, que iban desde la exención de impuestos, subsidios, créditos, aligeramiento de trámites y hasta franca complicidad en algunos casos.51



Lo cierto es que si no se retrocedió aún más, fue porque todavía tenía mucha presencia el cardenismo, y con la entrada de Estados Unidos en la Segunda Guerra Mundial (1941) se eliminaron por completo las presiones del gobierno estadounidense. Incluso a finales de ese año, el general Cárdenas fue nombrado comandante en la región de la costa del Pacífico. Y más tarde, cuando los alemanes hundieron el buque-tanque mexicano Potrero del Llano, y nuestro país entró a la guerra contra las naciones del Eje, fue nombrado secretario de la Defensa Nacional.

En este contexto de buen entendimiento con el gobierno de Roosevelt y de moderación y equilibrio en lo interno, se llevan a cabo nuevas reformas a la Ley Reglamentaria del artículo 27 y se concluyen las negociaciones sobre el pago de indemnizaciones a las compañías petroleras estadounidenses.

Con la nueva reforma a la Ley Reglamentaria, publicada el 18 de junio de 1941, se evadió la prohibición constitucional de otorgar concesiones y se abrió la puerta a los llamados “contratos de riesgo” con particulares para la exploración y perforación de pozos petroleros.

Asimismo, en 1942, Ávila Camacho acordó pagar en un plazo de 10 años, una indemnización de 25 millones 500 mil dólares a las compañías estadounidenses expropiadas. Hay que agregar que en el último año del gobierno de Cárdenas se había llegado a un acuerdo con la compañía Sinclair por 8 millones 500 mil dólares pagaderos en cinco años. De modo que con Ávila Camacho se concluyó el conflicto con las empresas de Estados Unidos, quedando pendiente sólo el arreglo con los ingleses, principales accionistas de la empresa El Águila.

MIGUEL ALEMÁN Y LOS “CONTRATOS RIESGO”

El primero de diciembre de 1946 asume la Presidencia de la República Miguel Alemán. A principios de ese año, como parte de la nueva política que predominaba, se transformó el Partido de la Revolución Mexicana en Partido Revolucionario Institucional. El 7 de julio habían tenido lugar las elecciones presidenciales, y aunque la oposición postuló a Ezequiel Padilla y también se habló de fraude electoral, no se produjo la violencia de la elección anterior, salvo en Pachuca, donde hubo muertos y heridos cuando los opositores fueron reprimidos por el Ejército.

En este sexenio se derechiza por completo el gobierno, se detiene el reparto de tierras a campesinos y se establece el amparo agrario; hay una franca política antiobrerista, al grado de que se reprime de manera violenta una huelga del sindicato petrolero, y se empieza a controlar a los dirigentes sindicales desde el gobierno. Ya era presidente electo Alemán, antes de tomar posesión, cuando se modifica el artículo tercero constitucional, suprimiéndose la educación socialista que, a esas alturas, era lo único que se mantenía de las reformas cardenistas.

Pero lo distintivo de este gobierno fue la corrupción, aunque dicho mal ya venía padeciéndose desde los primeros gobiernos emanados de la Revolución Mexicana. En 1916, el general Francisco J. Múgica, desde Tabasco, donde gobernaba, en una carta dirigida a Salvador Alvarado, gobernador de Yucatán, le decía: “Moralíceme señor general”. Y denunciaba a las “funestas camarillas” que obtenían contratos cultivando la amistad de los hombres del jefe Carranza. En 1923, en los tiempos de los cañonazos obregonistas de 50 mil pesos, un revolucionario dijo que de los 28 gobernadores que tenía México, sólo dos eran honestos y razonaba de la siguiente manera: “Lo mejor que puede esperarse, en general, no es un gobernador que no se enriquezca con el puesto, pues casi todos lo hacen, sino uno que mientras roba haga algo por su estado. La mayoría toma todo lo que puede y no deja nada”.52 En 1943, don Jesús Silva Herzog sostuvo que “la política es la profesión más sencilla y más lucrativa de México. La inmoralidad –decía– es de lo más alarmante en la administración pública federal, en los estados y los municipios; la gangrena se ha extendido, no sabemos si de arriba hacia abajo o de abajo hacia arriba. Son muchos los funcionarios públicos que han hecho sus fortunas en unos cuantos meses, sin perder públicamente su respetabilidad. Y éste es el mayor de los males...”.53 Sobre el mismo tema, tres años después, don Daniel Cosío Villegas, en un extraordinario ensayo titulado La crisis de México, sostiene que “ha sido la deshonestidad de los gobernantes revolucionarios, más que ninguna otra causa la que ha tronchado la vida de la Revolución Mexicana”. En 1953, el ex presidente Emilio Portes Gil, admitió públicamente que “la corrupción administrativa ha producido un clima de virtual asfixia”, y que la política había degenerado hasta llegar a ser “una de las más lucrativas” para los políticos mexicanos.54 Poco más tarde, don Jesús Silva Herzog vuelve al tema y dibuja con precisión la ruta de la inmoralidad gubernamental partiendo de “una línea oscilante que permaneció más o menos estacionaria hasta 1940; se eleva con lentitud de 1941 a 1946; acelera su ascenso hasta 1952, para iniciar después el descenso a partir del 1953”. Un descenso, podríamos añadir, que lamentablemente duró poco tiempo.

Durante el gobierno de Miguel Alemán se llegó al arreglo en el pago de las indemnizaciones con la compañía petrolera inglesa, El Águila, subsidiaria de la Royal Dutch Shell. El 29 de agosto de 1947, se convino en pagarle por sus bienes 81 millones 250 mil dólares. Este acuerdo fue abiertamente criticado por don Jesús Silva Herzog, quien había participado como representante del gobierno del general Cárdenas en las negociaciones de este tipo con la empresa estadounidense Sinclair. Don Jesús sostuvo que el arreglo con El Águila era oneroso para el país, porque incluía 25 millones 594 mil dólares por intereses insolutos; 23 millones 496 mil dólares por intereses caídos del 17 de septiembre de 1948, cuando se haría el primer abono, hasta el 17 de septiembre de 1962, cuando se haría el último. Específicamente decía que aceptar pagar los intereses del 18 de marzo de 1938 al 17 de septiembre de 1948, equivalía a reconocer que la culpa de no haber llegado a un arreglo con anterioridad correspondía al gobierno de México, y no a El Águila, como era la verdad. Y sostuvo de manera contundente: “El Águila hizo un gran negocio; los negociadores mexicanos en esa ocasión fueron demasiado generosos. Creo que la historia será muy severa con ellos; ella dirá la última palabra”.55

La negociación entre el representante británico, Vincent Charles Illing y Antonio J. Bermúdez, director de Pemex, se llevó a cabo durante diez días, en la casa particular de este último. El acuerdo era mantener todo en estricto secreto y los resultados sólo serían hechos públicos si eran positivos; pero alguien “dentro del mundo petrolero” o del gobierno mexicano no resistió la tentación de aprovechar la oportunidad para obtener alguna ganancia y filtró a la prensa británica información sobre el tema, lo cual produjo que las acciones de El Águila se fueran al alza en el mercado londinense. Por esta maniobra, se denunció que altos funcionarios del régimen, enterados de la inminencia del arreglo habían comprado antes, a precios irrisorios, estas acciones que luego subieron de valor e hicieron un jugoso negocio.

Asimismo, entre los años de 1949 y 1951, Petróleos Mexicanos celebró 16 “contratos riesgo”, aunque sólo cinco de ellos, suscritos con empresas petroleras estadounidenses, se mantuvieron vigentes hasta 1970. Por medio de estos contratos se entregó a las empresas extranjeras una reserva territorial de 3 millones 858 mil hectáreas para la exploración y perforación de pozos petroleros. Dicha extensión comprendía las aguas someras del litoral del Golfo de México, desde Sontecomapan, Veracruz, hasta Puerto Real, Campeche, y prácticamente toda la tierra firme costera de los estados de Campeche, Tabasco y Veracruz, así como una parte del territorio de Nuevo León.

Los cinco contratos riesgo a que se alude fueron:

 

1. De “tierra sumergida”, con Edwin W. Pauley, Signal Oil and Gas Company y American Independent Oil Company, en una zona de 400 kilómetros de largo por 5 de ancho, o sea, un total de 2 mil kilómetros cuadrados, en el litoral comprendido entre la Barca de Sontecomapan, Veracruz, y Puerto Real, Campeche.

2. Con las mismas empresas y en la misma fecha, un contrato de “tierra firme”, abarcando un área con tres estructuras geológicas que, por sustituciones previstas contractualmente, llegaron a ocho, en los estados de Campeche, Tabasco, Veracruz y Nuevo León, con una superficie de 456 kilómetros cuadrados. Simultáneamente, se celebró un contrato de “ventas” con las compañías mencionadas.

3. Posteriormente, el primero de julio de 1950 se celebró con la empresa Sharmex un contrato similar en que se le asignaba áreas para exploración y perforación entre Poza Rica y Tamiahua, que alcanzaron una superficie de 318 kilómetros cuadrados.

4. El 8 de julio de 1950 se celebró otro contrato en términos análogos con la empresa Edwin W. Pauley en la zona noroeste, comprendiendo 923 kilómetros cuadrados para exploración y perforación.

5. Por último, el 17 de marzo de 1951, otro contrato en términos semejantes con la empresa Isthmus Development Company, para explorar y perforar un área de 161 kilómetros cuadrados en el sur de Veracruz. Estos contratos concedían un plazo para exploración y perforación de diez a quince años, reembolso del total de cantidades invertidas, sin límite de tiempo y compensación de 15 a 18 por ciento de la producción por un plazo de 25 años.

 

Además de estos contratos, se celebraron otros cinco de “ventas”, mediante los cuales la institución se comprometía, en los términos y condiciones que en cada caso se fijaran, a la venta del total o de una parte de la producción del porcentaje que le correspondía a Petróleos Mexicanos.

Como es lógico, estas decisiones contravenían el espíritu y la letra del artículo 27 constitucional y se enajenaba parte considerable de la renta petrolera del pueblo y de la nación. Miguel Alemán lo justificaba diciendo:


[...] fueron contratos de obras, iguales a los que tienen por objeto la construcción de una refinería o de un oleoducto, aun cuando en su remuneración tuvieron una variante favorable a Petróleos Mexicanos; estipulaban un pago aleatorio, en lugar de basarse en precio alzado o en precios unitarios. En efecto, si las perforaciones resultaban improductivas, Petróleos Mexicanos no hacía pago alguno al contratista. De ahí que se llamaran contrato-riesgo; si no encontraban petróleo, los costos de la perforación corrían a cargo de las empresas perforadoras, y si el pozo resultaba productivo, Petróleos Mexicanos le reembolsaba los gastos al contratista y le reconocía un pago extra que le redituaba entre 18 y 25 por ciento para compensarle los riesgos asumidos, que se calculaba de la producción del pozo.56



Pero la verdad es que la colaboración era tan estrecha que las compañías extranjeras siempre contaban con estudios de exploración entregados por Pemex que les permitían perforar en donde no corrían prácticamente ningún riesgo. Por ejemplo, en 1950, se perforaron 133 pozos que resultaron productivos, de los cuales 118 correspondían a las empresas extranjeras y sólo 15 a Pemex. En ese año, las compañías extranjeras extraían 16 por ciento de la producción nacional. También hay que decir que aunque estos contratos incrementaron la producción en el sexenio alemanista en 25 por ciento, de 60 millones 900 mil barriles en 1949 a 77 millones 270 mil barriles en 1952, todo este excedente se destinó a la exportación que aumentó en este periodo en 45 por ciento.

ADOLFO RUIZ CORTINES Y LA REFORMA A LA LEY REGLAMENTARIA DEL 27

En las elecciones presidenciales de mediados de 1952 participaron Adolfo Ruiz Cortines por el PRI, el general Miguel Henríquez Guzmán por la Federación de Partidos del Pueblo, Efraín González Luna por el PAN, y Vicente Lombardo Toledano por el Partido Popular.

La campaña opositora que más simpatía generó fue la de Henríquez Guzmán. Su partido se había constituido con disidentes del PRI en los que se encontraban militares como Francisco J. Múgica y Marcelino García Barragán, dirigentes campesinos como Rubén Jaramillo y políticos contrarios al alemanismo. Los henriquistas “iniciaron su campaña política planeando que ellos eran los verdaderos representantes de la Revolución y de sus ideales, y acusaban al gobierno de inmoralidad, de antidemocracia y de la formación de grupos excesivamente privilegiados”.57 Al final de la jornada, como venía siendo costumbre, el PRI proclamó su victoria absoluta, y la oposición denunció el fraude electoral. Al día siguiente, hubo un gran mitin de la oposición henriquista en la Alameda Central y también represión, con un saldo de varios muertos, heridos y 500 manifestantes arrestados. La prensa, como ha sido siempre hasta nuestros días, con honrosas excepciones, no informó nada de lo sucedido. Los organismos electorales en ese entonces, dependientes de la Secretaría de Gobernación, dieron a Adolfo Ruiz Cortines 74.1 por ciento de los votos; a Henríquez Guzmán le otorgaron 15.87 por ciento, a González Luna 7.82 por ciento, y a Lombardo Toledano 1.98 por ciento.

Durante el gobierno de Adolfo Ruiz Cortines, se cuestionó mucho la corrupción del alemanismo y se hizo el compromiso de actuar con honestidad. Aunque no se puede decir lo mismo de sus funcionarios, es un hecho que Ruiz Cortines sí cumplió su promesa, pues desde que dejó la presidencia hasta su muerte, vivió con austeridad. En este sexenio se inicia el llamado desarrollo estabilizador. La economía crece a más de 7 por ciento anual, y se llevan a cabo importantes obras de infraestructura en todo el país. Sin embargo, no hubo desarrollo social y fue reprimido el Movimiento Revolucionario del Magisterio, encabezado por Othón Salazar, quien fue cesado y encarcelado. Es justo y necesario decir que el maestro Othón sigue siendo congruente, en la actualidad vive de manera humilde, pero con mucha dignidad.

En materia petrolera, al final del gobierno de Ruiz Cortines, ya siendo presidente electo Adolfo López Mateos, se reformó la Ley Reglamentaria del artículo 27 constitucional en el ramo del petróleo. Con esta modificación se inició el proceso legal de cancelación de los llamados “contratos riesgo”. En este ordenamiento legal, actualmente en vigor, se establece en el artículo 2º que “sólo la Nación podrá llevar acabo las distintas explotaciones que constituyen la industria petrolera, en los términos del artículo siguiente”, el cual define que “la industria petrolera abarca la exploración, la explotación, la refinación, el transporte, el almacenamiento, la distribución y las ventas de primera mano del petróleo, así como los productos que se obtengan de su refinación; la exploración, la explotación, la elaboración y ventas de primera mano del gas, así como el transporte y el almacenamiento indispensables y necesarios para interconectar su explotación y elaboración; y, en fin, la elaboración, el transporte, el almacenamiento, la distribución y las ventas de primera mano de aquellos derivados del petróleo y del gas que sean susceptibles de servir como materias primas industriales básicas, los cuales constituyen petroquímicos básicos y se enumeran en el mismo precepto legal”.

ADOLFO LÓPEZ MATEOS Y LA REFORMA AL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL

La elección presidencial de 1958 fue de las más tranquilas de la historia reciente. En ese entonces, el PRI se había consolidado como “aplanadora del carro completo”. No hubo disidencias al interior de ese partido. Adolfo López Mateos obtuvo oficialmente 90.43 por ciento de los votos; y su adversario, Luis H. Álvarez, del PAN, 9.42 por ciento.

El gobierno de López Mateos es de claroscuros. En su haber está, desde luego, el crecimiento económico alcanzado de 7 por ciento anual en promedio, logrado además sin devaluación ni inflación. También se construyeron importantes obras de infraestructura (presas, caminos, hospitales, escuelas); impulsó el desarrollo rural; creó la Conasupo, el ISSSTE, los libros de texto gratuitos y los desayunos escolares; nacionalizó la industria eléctrica; impulsó la industria petroquímica; se opuso al bloqueo a Cuba, y México fue el único país que votó en contra de su expulsión en la OEA, reafirmando los principios de no intervención y autodeterminación de los pueblos.

También, desde el principio de su gobierno, se llevó a cabo la reforma a los párrafos cuarto, quinto y sexto del artículo 27 constitucional para cerrarle el paso, en definitiva, a los “contratos-riesgo” otorgados por Miguel Alemán. Al párrafo sexto se le agregaron tan sólo 12 palabras que no dejan lugar a ninguna mala interpretación. Originalmente decía: “Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos, no se expedirán concesiones y la ley reglamentaria respectiva determinará la forma en que la nación llevará a cabo las explotaciones de esos productos”. Con la reforma se agregó: “no se otorgarán concesiones ni contratos ni subsistirán los que se hayan otorgado”.

Sin embargo, el llamado “milagro mexicano” y el hecho de que López Mateos llegara a considerarse “de extrema izquierda dentro de la Constitución”, contrastó mucho con su política autoritaria frente a los movimientos sociales. En su sexenio se reprime a disidentes magisteriales, ferrocarrileros, médicos, petroleros y campesinos. Durante su mandato permanecen en la cárcel de Lecumberri, acusados de disolución social y otros delitos, Othón Salazar, Demetrio Vallejo, Valentín Campa, Filomeno Mata hijo y el muralista David Alfaro Siqueiros, entre otros muchos. Y por si fuera poco, se cometió uno de los crímenes políticos más infames de nuestra historia: fue asesinado en Morelos, de manera despiadada, el dirigente campesino Rubén Jaramillo junto con su esposa embarazada y sus hijos.

EL GOBIERNO DE GUSTAVO DÍAZ ORDAZ: REPRESIÓN Y CANCELACIÓN DE LOS “CONTRATOS RIESGO”

Tampoco en la elección presidencial de julio de 1964 hubo problemas mayores. Gustavo Díaz Ordaz gana, según cifras oficiales, con 88 por ciento de los votos, y el candidato del PAN, Pedro González Torres, alcanza 10.97 por ciento. Como todos sabemos, la principal característica de este gobierno fue el autoritarismo. En ese entonces, se empezaron a expresar con mayor fuerza las inconformidades generadas por la mala distribución del ingreso y por la intolerancia del sistema político mexicano que asfixiaba a la sociedad, negando libertades políticas y democráticas.

En medio de este ambiente, surgió el movimiento estudiantil de 1968 que fue reprimido de manera brutal, y con ello dio inicio la crisis política que terminaría por suprimir el régimen de partido único. Mucho de lo poco que se ha logrado en el terreno democrático se lo debemos a los jóvenes sacrificados en ese movimiento. A ellos y a quienes fueron perseguidos y encarcelados como el ingeniero Heberto Castillo, José Revueltas, Raúl Álvarez Garín, Gilberto Guevara Niebla, Pablo Gómez Álvarez, Tomás Cabeza de Vaca... y muchos otros.

Al final del gobierno de Díaz Ordaz se tomó la decisión de cancelar en definitiva los contratos-riesgo que se suscribieron desde la época de Alemán con compañías petroleras extranjeras. En ese entonces, era director de Petróleos Mexicanos don Jesús Reyes Heroles y el 18 de marzo de 1970 informa que esa decisión representaba “el último eslabón que se requería para que la riqueza petrolera pasara a ser propiedad íntegra del pueblo de México”. Asimismo, en su discurso justificaba: “Ningún disimulo, ninguna simulación jurídica, ninguna interpretación dudosa de la ley: su cumplimiento claro y cabal, que siente las bases para que la política petrolera de México tenga un futuro siempre a la altura de las luchas que el pueblo de México llevó a cabo al consumarse la expropiación petrolera”. Sólo habría que agregar que en este sexenio se creó el Instituto Mexicano del Petróleo. Esta institución surgió con el propósito de desarrollar investigación científica y reducir los altos costos en la importación de tecnología.

LUIS ECHEVERRÍA: DEMAGOGIA Y DESCUBRIMIENTO DE NUEVOS YACIMIENTOS PETROLEROS

El primero de diciembre de 1970, toma posesión como presidente de la República Luis Echeverría Álvarez, quien había obtenido como siempre una alta votación frente al candidato del PAN, Efraín González Morfín. Desde la campaña, Echeverría empezó a manejar un discurso aparentemente progresista y habló mucho de “la política del diálogo”.

Durante este sexenio hay avances en política social y se reitera mucho la necesidad de una justa distribución del ingreso y el desarrollo compartido. Sin embargo, la demagogia y la irresponsabilidad administrativa, condujeron a una grave crisis financiera que se expresó con la devaluación en 1976, la primera en 22 años: el dólar pasó de 12.50 a 23 pesos, casi al doble.

Además, se desata la Guerra Sucia contra las guerrillas en todo el país. Hay desaparecidos y crímenes de Estado, incluida la matanza estudiantil del 10 de junio de 1971 y el golpe al periódico Excélsior, en 1976, que dirigía Julio Scherer y que había sido emblema de la apertura democrática.

En cuanto al petróleo, en este sexenio por primera vez la producción petrolera supera la alcanzada en 1921. Este hecho tiene que ver con una mayor inversión en exploración de pozos petroleros y en la necesidad de garantizar zar la autosuficiencia nacional, que estaba a punto de perderse a fines de la década de los setenta. Debe señalarse que después de la sobreexplotación irracional de la Faja de Oro, la inversión en exploración fue realmente inexistente. Después de la expropiación, Pemex mantenía cuatro zonas petroleras: la región Pánuco-Ébano (San Luis Potosí y Veracruz); la Faja de Oro, muy disminuida (Tamaulipas y Veracruz); la región del Istmo; y Poza Rica. A partir de 1948, se empezaron a descubrir nuevos yacimientos y se desarrollaron nuevos campos petroleros en Reynosa; en Macuspana, Tabasco; en la nueva Faja de Oro, situada al sureste de la antigua. Estos descubrimientos permitieron incrementar la producción y el volumen de reservas. En 1945, la producción había sido de 43.5 millones de barriles y las reservas totales de hidrocarburos, que incluían crudo y gas natural, representaban mil 276 millones de barriles. En 1946, estas cifras se habían elevado a 49.2 y mil 437 millones de barriles para cada categoría. Para 1958, la producción ya era de 93.5 millones y las reservas superaban los 4 mil millones.

Sin embargo, entre 1959 y 1970, se dejó de invertir en perforaciones exploratorias y se dio preferencia a la extracción de crudo, lo cual provocó la caída de las reservas probadas. Esta disminución de las actividades exploratorias se advierte con mayor claridad en el sexenio de López Mateos: de los 3 mil 744 pozos perforados durante su gestión, 85 por ciento fueron pozos de desarrollo, lo cual aumentó la producción de crudo y gas natural, pero se postergó el descubrimiento de nuevos yacimientos. Esto empezó a corregirse en el sexenio de Díaz Ordaz, dándose un mayor impulso a la perforación exploratoria y dejando en segundo término la de desarrollo, que siguió dependiendo de los campos existentes. Pero durante esta administración se descubrieron los ricos yacimientos de Chiapas y Tabasco, que iban a requerir perforaciones a 6 mil metros de profundidad, pero con producción de hasta 3 mil barriles diarios por pozo y de aceite ligero (Olmeca), con mayor valor en el mercado internacional. La expansión de las reservas probadas de esta región coincidió con la crisis petrolera mundial y el alza inusitada en los precios internacionales del crudo. En el área de Chiapas y Tabasco la producción de crudo, en 1971, era de 13 por ciento; y en 1976, fue de 56 por ciento del total nacional. Al final del sexenio de Echeverría, se contaba con las refinerías de Azcapotzalco, Minatitlán, Salamanca, Reynosa, Ciudad Madero, Poza Rica y Tula, y se había iniciado la construcción de Cadereyta en Nuevo León, con lo cual éramos autosuficientes en producción de gasolina.

JOSÉ LÓPEZ PORTILLO: DE LA CRISIS AL “BOOM PETROLERO”

En julio de 1976 resultó electo José López Portillo como presidente de México. Oficialmente no hubo ningún candidato opositor, pero Valentín Campa, que participó como candidato independiente del Partido Comunista, sin registro, obtuvo un millón de votos. Al tomar posesión de su cargo, López Portillo tuvo que enfrentar la crisis económica y financiera dejada por Echeverría. La economía estaba estancada, había desempleo, devaluación, inflación y la deuda pública era de 10 mil 400 millones de dólares, seis veces mayor que la heredada por Díaz Ordaz.

Desde su campaña, López Portillo fincó toda su estrategia de gobierno en la producción petrolera con fines de exportación. Los precios del petróleo en el mercado internacional eran altos y se pensaba que con los ingresos obtenidos por la venta de hidrocarburos, se enfrentaría la crisis económica y se llevaría a cabo el desarrollo del país. Para esta estrategia contaba con el apoyo de su amigo Jorge Díaz Serrano, quien era contratista de Pemex y dueño de la empresa Perforadora Marítima del Golfo (Pemargo), de la cual era socio George Bush padre, quien poco después llegaría a ser presidente de Estados Unidos.

El ingeniero Heberto Castillo, principal opositor de la política petrolera del gobierno de López Portillo, sostenía que lo más inteligente era volver al espíritu cardenista de dedicar la producción nacional al consumo interno. Una y otra vez, insistió que era inaceptable y equivocado pensar que exportando petróleo se podría sacar al país del subdesarrollo. Sin embargo, Díaz Serrano defendió tercamente su postura de sacar todo el petróleo que se pudiera y venderlo afuera. En ese tiempo, el gran caricaturista Naranjo, dibujaba al director de Pemex con un barreno en las manos, abriendo hoyos por todo el país. Desde que era candidato, López Portillo nombró a Díaz Serrano como su asesor en materia petrolera. Éste en su primera aparición pública como director de Pemex, en diciembre de 1976, anunció que las reservas no eran de 6 mil 300 millones de barriles, sino de 11 mil 200 millones; y dos meses después informó que podrían ser de 60 mil millones de barriles, lo que nos convertiría en uno de los países más ricos en petróleo.

En este sexenio se inicia el auge petrolero. En 1977, el gobierno federal adoptó una política que vinculó, en forma directa, la explotación del petróleo y del gas al mercado internacional. La entrada de divisas por este concepto, se decía, iba a ser la palanca fundamental para el desarrollo del país. Todo este auge coincidió, también, con precios internacionales altos. A principios de los setenta, el precio por barril de petróleo estaba en cuatro dólares y a fines de 1979 subió a 38 dólares el barril. En 1976, la producción nacional de petróleo fue de 293 millones 117 mil barriles; para el siguiente año pasó a 358 millones 091 mil barriles; y en 1982, era de mil millones 3 mil barriles. Es decir, en el sexenio la producción creció cuatro veces más y el petróleo extraído en este periodo superó todo lo producido desde la expropiación hasta 1976.

Veamos: antes de la nacionalización, de 1901 a 1937, la producción acumulada fue de mil 865 millones 543 mil 649 barriles; después de la nacionalización, de 1938 a 1976, llegó a 4 mil 065 millones 725 mil 947 barriles; y sólo en el sexenio de López Portillo-Díaz Serrano, fue de 4 mil 443 millones 300 mil barriles.58

En 1982, la producción promedio fue de 2 millones 746 mil barriles diarios. Este incremento en la producción se sostuvo con los campos petroleros de Chiapas y Tabasco que aportaron, en los primeros cuatro años del sexenio, un promedio de 67 por ciento de la producción nacional; sin embargo, en 1982, de la Sonda de Campeche, ya se extraía 59 por ciento de la producción nacional. Conviene señalar que en 1976, se comenzó a perforar en aguas someras de la Sonda de Campeche, primero en el campo Marino, llamado Chac; posteriormente, en 1979, en el campo de Akal, y se formó el complejo Cantarell, que desde ese año empezó a producir grandes cantidades de petróleo pesado, tipo Maya y con menor proporción de gas asociado. En 1982, los pozos petroleros de Chiapas, Tabasco y Cantarell aportaron 93 por ciento de la producción nacional.

Desde 1974, cuando se incrementó la producción nacional, se iniciaron las exportaciones, suspendidas ocho años atrás. En ese año, 2.8 por ciento del crudo producido se destinó al comercio exterior. Sin embargo, en 1982, las exportaciones habían crecido hasta alcanzar 58 por ciento de la producción nacional; o sea, ese año se destinaron a las refinerías nacionales un millón 620 mil 500 barriles diarios en promedio y se exportaron 554 mil 614 barriles diarios. También y, sobre todo, por la importancia del complejo Cantarell, las reservas probadas pasaron de 6 mil 338 millones de barriles en 1976, a 72 mil millones en 1982.59

En este sexenio se construyó la refinería de Salina Cruz, inaugurada en 1979, y desde entonces, no se ha vuelto a construir ninguna otra. También en ese tiempo, era importante el desarrollo de la industria petroquímica, se contaba con 92 plantas, agrupadas en 17 complejos petroquímicos. Entre las plantas más importantes estaban las de Cosoleacaque (amoniaco), Pajaritos (etileno y derivados), Poza Rica (etileno, polietileno y azufre), Minatitlán (aromáticos), Salamanca (amoniaco y azufre) y Cactus (azufre). Además, el complejo petroquímico de La Cangrejera, un proyecto diseñado por Pemex desde 1974 con el propósito de atender economías de escala, que para entonces ya contaba con 12 plantas terminadas. La producción de petroquímicos registró un incremento importante. En 1976, la capacidad de este sector era de 4.5 millones de toneladas, y para 1982, se había elevado a más de 14.5 millones de toneladas. La producción de gas también creció considerablemente. En este mismo periodo pasó de 2 mil 107.9 mmpcd (millones de pies cúbicos diarios) a 4 mil 246 mmpcd. Además se contaba con una red de ductos de 42 mil 213 kilómetros, de los cuales 52 por ciento eran gasoductos, 28 por ciento oleoductos y 6 por ciento ductos petroquímicos.60

En cuanto al transporte, desde 1976 Pemex contaba con 27 buques-tanques y 187 embarcaciones de distintos tipos. La red integrada de transporte (ductos, transporte marítimo y terrestre), trasladó, en 1982, 23.7 millones de toneladas de diferentes productos petrolíferos y petroquímicos.

Sin embargo, toda esta expansión en la industria petrolera sirvió muy poco para los fines que originalmente se habían propuesto. El valor de las exportaciones petroleras creció en forma acelerada, pero al mismo tiempo, aumentaron las importaciones de otros bienes y servicios. “Entre 1976 y 1981, el valor del petróleo exportado creció 32 veces, de 560 a 14 mil 600 millones de dólares. Pero el total de las importaciones de bienes y servicios, aunque sólo creció 3 veces, pasó de 9 mil 400 millones a 32 mil millones de dólares, un incremento absoluto mucho mayor que el de los ingresos petroleros”.61 A este dato, hay que añadir la inflación, el incremento de la deuda pública, la fuga de capitales, las alzas en las tasas de interés, y una devaluación del peso de 70 por ciento. Aunado a este desastre económico y financiero, en 1981 se cayó el precio internacional del petróleo en cinco dólares. El artífice del “boom petrolero”, Jorge Díaz Serrano, sostuvo que había que bajarlo aún más y aumentar la producción para compensar la pérdida de divisas. Sin embargo, tuvo que renunciar y más tarde terminaría en la cárcel, acusado de corrupción, como corolario del fracaso de la política económica y de la apuesta a la exportación de petróleo crudo del sexenio de López Portillo.





 

SEGUNDA PARTE

LA POLÍTICA ECONÓMICA
EN LA ÉPOCA DEL PILLAJE NEOLIBERAL





EL SOMETIMIENTO

El fracaso económico del gobierno de López Portillo abrió las puertas a los gobiernos y organismos financieros extranjeros para influir y decidir sobre la política económica de México. Ante la grave crisis desatada a finales de ese sexenio, tanto el presidente saliente, como el entrante Miguel de la Madrid, tuvieron que recurrir al crédito externo y aceptar las condiciones impuestas por el gobierno estadounidense y por organismos financieros internacionales.

Cuentan que en 1982, cuando el secretario de Hacienda, Jesús Silva Herzog, hijo, va a Washington en busca de auxilio, lo recibe Paul Volcker, presidente del Banco de la Reserva Federal y, durante todo el tiempo, lo escucha sentado, echado para atrás y con los pies cruzados encima del escritorio. De esas y otras conversaciones que siguieron con el secretario del Tesoro, Donald Reagan, se obtiene un crédito por mil millones de dólares con tasas de interés muy altas y a cambio de vender petróleo a precios más bajos que los del mercado. El interés llegó a representar más de 30 por ciento del préstamo y el barril de crudo se vendió a 27.40 dólares cuando se cotizaba en 32. El secretario del Tesoro comentó que cuando informó al presidente Ronald Reagan de ese acuerdo, éste le dijo: “Tú eres un duro de corazón hijo de la chingada”, y que él ufano le respondió: “No, señor presidente, solamente quiero dar al contribuyente estadounidense el mismo tipo de servicio que le di a los accionistas de Merril Lynch” (Donald Reagan, antes de ser secretario del Tesoro, había sido presidente de la correduría Merril Lynch).1

A partir del sexenio de Miguel de la Madrid, se abandona la política económica que se había mantenido a lo largo de cerca de 50 años, y los gobiernos neoliberales dejan de guiarse por un modelo de desarrollo propio. Los organismos financieros internacionales comienzan a imponer sus recetas: reducir la inversión y el gasto social, aumentar los precios de los bienes y las tarifas del sector público, así como congelar el salario; y, en 1985, el Fondo Monetario Internacional introduce la demanda de apertura del comercio exterior y la privatización de empresas estatales. De ese modo se inicia la política entreguista que ha llevado al remate de más de mil empresas públicas y al vandalismo con bienes nacionales que desgraciadamente aún no termina.

Este cambio de política económica se instrumenta mediante convenios o cartas de intención que deben cumplirse para pertenecer al “nuevo orden mundial”, cuyo paradigma consiste en que el Estado abandone su responsabilidad social y deje la economía a cargo de “la mano invisible del mercado”.

Como es lógico, estas políticas se fueron profundizando, y desde el extranjero se llegó a definir la agenda para todos los gobiernos y países dependientes, en la que se incluyen las llamadas “reformas estructurales”: laboral, de seguridad social, educativa, fiscal y energética, las cuales llevan implícito el compromiso de modificar el marco jurídico y hacer cambios constitucionales.

En el caso de México, todo este proceso ha sido operado por un grupo de tecnócratas formados en escuelas del extranjero, donde se elaboran los sofismas o falsedades para justificar el predominio del interés económico de una minoría y su apropiación de los recursos naturales de las naciones, por encima del bienestar de los pueblos.

Parece como si se hubiese cumplido al pie de la letra la profecía de Richard Lansing, secretario de Estado del presidente Woodrow Wilson, que en 1924 recomendó:


México es un país extraordinariamente fácil de dominar porque basta con controlar a un solo hombre: el presidente. Tenemos que abandonar la idea de poner en la presidencia mexicana a un ciudadano estadounidense, ya que esto nos llevaría otra vez a la guerra. La solución necesita de más tiempo: debemos abrirle a los jóvenes mexicanos ambiciosos las puertas de nuestras universidades y hacer el esfuerzo de educarlos en el modo de vida americano, en nuestros valores y en el respeto al liderazgo de los Estados Unidos. México necesitará de administradores competentes. Con el tiempo, esos jóvenes llegarán a ocupar cargos importantes y eventualmente se adueñarán de la presidencia. Sin necesidad de que Estados Unidos gaste un centavo o dispare un tiro, harán lo que queremos. Y lo harán mejor y más radicalmente que nosotros.2



El resultado de esta política impuesta desde hace 26 años, ha sido desastroso para el pueblo de México; no así para un grupo muy selecto de traficantes de influencias, especuladores, banqueros, grandes empresarios y políticos corruptos, quienes se han enriquecido obscena e impunemente al amparo del poder público. Este grupo, con el beneplácito de los financieros internacionales y de sus gobiernos, que cuando menos se han hecho de la vista gorda, no ha desaparecido al Estado, como es lógico, si no que lo ha puesto a su servicio para garantizar sus negocios. Claro está que de manera hipócrita lo consideran una carga cuando se trata de promover el bienestar del pueblo, pero lo utilizan para defender sus intereses particulares o cuando lo necesitan, por ejemplo, para rescatar con presupuesto público sus empresas o instituciones financieras en quiebra.

El saldo de esta política de pillaje, llamada neoliberal, ha sido devastador. México, hoy, es un país en ruinas, cuyo extraordinario pueblo ha sido condenado a la sobrevivencia. Ya no hay movilidad social y ahora para salir adelante sólo han dejado el camino de la migración. Si antes todo iba mal, ahora todo ha empeorado. Millones de familias están padeciendo por falta de empleo o porque sus ingresos no les alcanzan ni siquiera para lo más indispensable. A los jóvenes se les ha cancelado el futuro, pues son rechazados en las universidades públicas y no tienen para pagar las cuotas de las universidades privadas; tampoco tienen trabajo por lo que se les orilla a emigrar o a tomar el camino de las conductas antisociales. Muchos mexicanos viven hacinados, enfermos y sin seguridad social. Las colonias exclusivas donde viven los potentados, los centros turísticos, las plazas comerciales y un corto etcétera, no son más que islotes en un océano de marginación y pobreza.

Los escasos resultados cuantitativos

La política económica que se ha venido aplicando no ha funcionado ni siquiera en términos cuantitativos. El fracaso más rotundo se advierte, precisamente, en la falta de crecimiento económico: en más de dos décadas, de 1982 a 2008, la tasa de crecimiento del producto interno bruto (PIB) ha sido de sólo 2.5 por ciento anual. Pero si consideramos el aumento de la población, el producto per cápita (PPC) creció en apenas 0.7 por ciento al año. Además, como es lógico, este resultado es el promedio nacional y por ello no significa que en todo el país haya pasado lo mismo. Se llega a esta media porque ha habido mayor crecimiento en lugares bien delimitados: en las zonas turísticas del Caribe y del Pacífico; en la franja fronteriza donde hay industria maquiladora; y en ciertas ciudades del centro y del norte del país. Pero durante todo este periodo, en la mayor parte del territorio nacional, la economía no sólo se ha estancado sino que ha decrecido. En suma, la política económica aplicada en los últimos 25 años –que no considera, entre otros factores, ni la distribución del ingreso, ni el desarrollo, ni el bienestar– ha resultado ineficaz y no ha representado ningún progreso para el país.

Ahora bien, para ubicar correctamente este fracaso, conviene explicar cómo se ha comportado históricamente la economía nacional, y qué le sucedió a otros países que aplicaron una política económica similar durante el periodo 1982-2008.

Veamos: en México, antes del periodo neoliberal, hubo dos etapas bien diferenciadas: una, la del Desarrollo Estabilizador (1954-1970) y otra, la del Desarrollo Compartido (1970-1982). En la primera, la economía creció a una tasa anual promedio de 6.7 por ciento y el PPC creció en 3.3 por ciento anual; en la segunda, el crecimiento de la economía fue de 6.2 por ciento al año y el PPC creció en 3.1 por ciento anual.

Los defensores del modelo neoliberal aseguran que este crecimiento se logró con malos resultados macroeconómicos que, a la postre, provocaron las crisis económicas recientes.

En efecto, durante los gobiernos de Echeverría y López Portillo hubo excesos en gasto público, déficit fiscal, desequilibrio en la balanza comercial, devaluaciones, inflación y crecimiento excesivo de la deuda externa. Sin embargo, en el periodo anterior, conocido como del Desarrollo Estabilizador, aunque se padeció del mal endémico de la desigualdad, México creció a una tasa de casi 7 por ciento anual en forma constante, y con estabilidad macroeconómica en precios y finanzas públicas.

Lo cierto es que la conducción de la política económica, a partir de 1983, ha sido un rotundo fracaso. Aun admitiendo que el periodo del llamado Desarrollo Compartido produjo graves desequilibrios, es inaceptable que, luego de más de dos décadas del llamado “cambio estructural”, estemos todavía padeciendo el estancamiento de la economía.

Incluso, podría justificarse la “década perdida” de los ochenta, pero no la crisis de 1995, cuando el PIB cayó en 6.2 por ciento y, menos aún, el estancamiento del periodo 2001-2008 (durante los gobiernos panistas), cuando el PIB apenas ha crecido a una tasa de 2.4 por ciento anual y el PPC ha crecido en apenas 0.9 por ciento al año.

Los resultados en otros países

Tampoco es válido argumentar que el mal desempeño de la política económica del país se debe a factores externos, ya que otros países, aun enfrentándose a las mismas circunstancias internacionales, han podido crecer mucho más rápido que México. Por ejemplo, en el periodo 1982-2007 el PIB de España aumentó a una tasa promedio anual de 3.2 por ciento y su producto por habitante (PPC) creció 2.5 por ciento; el PIB de Portugal creció 2.6 por ciento al año y su PPC 2.3 por ciento; Irlanda creció 5.6 por ciento en términos de PIB y 4.7 por ciento en PPC; Chile creció 5.6 por ciento en términos de PIB y 4 por ciento por habitante; Corea del Sur creció 6.8 por ciento en su PIB y en 5.8 por ciento en su PPC; el PIB de Tailandia creció 5.9 por ciento y su PPC 4.7 por ciento; la India creció 6 por ciento y su PPC 4.1 por ciento; y, finalmente, el PIB de China creció 10.1 por ciento anual y su PPC en 8.9 por ciento.

Es decir, el desempeño de la economía mexicana en este periodo ha sido notoriamente inferior al de todos estos países. Es más, en términos de producto per cápita México se ha quedado rezagado en comparación con naciones que hace algunas décadas tenían un menor grado de desarrollo y que ahora son países industrializados, como Corea del Sur, Portugal, España e Irlanda.

En 2007 México tuvo uno de los peores desempeños (3.3%) en América Latina en materia de crecimiento económico y sólo pudo superar a Belice (3%), Nicaragua (3%) y Ecuador (2.7%); así quedó muy lejos del crecimiento económico observado en países como Argentina (8.6%), Venezuela (8.5%), Uruguay (7.5%), Costa Rica (7%), Brasil (5.3%) o Chile (5.3%). Peor aún, este año, según la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) de la ONU, sostiene que México tendrá el crecimiento económico más bajo de toda América Latina.

 

América Latina y el Caribe: Producto Interno Bruto



	País
	2008
	2009



	 
	(actual)
	(proyección)



	Argentina
	7.0
	5.0



	Bolivia
	4.7
	4.5



	Brasil
	4.8
	4.0



	Chile
	4.2
	5.0



	Colombia
	5.3
	4.5



	Costa Rica
	4.3
	4.0



	Cuba
	7.0
	6.0



	Ecuador
	3.0
	3.0



	El Salvador
	3.7
	3.5



	Guatemala
	4.3
	4.0



	Haití
	3.0
	3.0



	Honduras
	4.5
	4.0



	México
	2.5
	2.5



	Nicaragua
	3.0
	2.5



	Panamá
	8.0
	7.0



	Paraguay
	5.0
	4.0



	Perú
	8.3
	7.0



	Rep. Dominicana
	5.5
	5.0



	Uruguay
	7.5
	6.0



	Venezuela
	6.0
	4.0



	El Caribe
	4.0
	4.2



	América Latina
	4.7
	4.0



	Total América
	4.7
	4.0



	Latina y el Caribe




Fuente: CEPAL, 2008.

Las razones principales del fracaso

Ahora bien, si la economía de estos países ha crecido, ¿por qué en México el modelo neoliberal ha sido inviable? ¿Cómo se explica la diferencia?

La clave radica, precisamente, en los estilos distintos de inserción en la globalidad. En otros países, este proceso se dio con un diseño propio, a partir de sus realidades, con gradualismo y aprovechando los márgenes de negociación para proteger sus intereses estratégicos. En México, por el contrario, los tecnócratas se adhirieron a la globalización sin ninguna reserva o condición.

Por eso, más allá de los defectos estructurales del modelo neoliberal, el escaso crecimiento de la economía en el país debe localizarse en el mal manejo de la política económica y en la corrupción gubernamental.

Los tecnócratas han actuado como fundamentalistas. No sólo acataron la ortodoxia de los organismos financieros internacionales, sino que convirtieron en ideología sus recomendaciones.

Sólo así se explica que hayan optado por una estrategia extremista en todos sentidos: una apertura comercial unilateral, abrupta y prácticamente indiscriminada; la supresión de las políticas de fomento económico; la drástica reducción de la inversión pública (de 10% del PIB, en 1981, a 2.3 por ciento en 2008); la desaforada venta de activos o privatizaciones del orden de 25 mil millones de dólares; y la pérdida de 70 por ciento del poder adquisitivo del salario mínimo. Todo ello sin que esta absurda política se tradujera en crecimiento económico ni, mucho menos, en bienestar para la población; es decir, más de dos décadas perdidas para el país.

Pero no sólo eso ha hecho la diferencia. También la inviabilidad del modelo neoliberal aplicado en México tiene que ver con la exorbitante corrupción gubernamental, que se ha producido durante este periodo.

Siempre se ha padecido de corrupción en México. En la Colonia, los puestos públicos deparaban jugosas ganancias ilícitas. En el siglo XIX, con las excepciones respetables de algunos liberales, la política era el sendero más corto hacia la riqueza. Porfirio Díaz basó gran parte de su política en la eliminación o compra de sus potenciales adversarios y, en los llamados gobiernos revolucionarios, muchos políticos se dedicaron al saqueo del erario para hacerse grandes con la riqueza mal habida. El profesor Carlos Hank González decía que “un político pobre es un pobre político”.

Pero, aunque parezca increíble, lo sucedido en materia de deshonestidad durante el actual periodo neoliberal no tiene comparación. Los tecnócratas convirtieron al gobierno en un comité al servicio de un puñado de especuladores y traficantes de influencias. Más allá del discurso neoliberal e incluso del fundamentalismo tecnocrático, la política económica sólo ha servido de parapeto para beneficiar a unos cuantos, sin interés alguno en el destino del país y en el bienestar de su pueblo.

En este marco de complicidades y componendas entre el poder económico y el poder político, se llevaron a cabo las privatizaciones y, en ese contexto, debe verse también el asunto del Fobaproa: un rescate financiero de 102 mil millones de dólares que se produjo no sólo por el agravamiento de la crisis económica a partir de 1995 sino también y, fundamentalmente, por el uso patrimonial del poder público que derivó en la realización de operaciones fraudulentas, cometidas por funcionarios públicos, banqueros y un grupo muy selecto de hombres de negocios. También con esta lógica deben observarse los grandes negocios que se han llevado a cabo en el sector energético y a eso obedece, en esencia, la actual embestida para terminar de privatizarlo.

LA POLÍTICA IRRESPONSABLE EN CUANTO AL SECTOR ENERGÉTICO

Como es lógico, a partir de la adopción de la política neoliberal se vinculó estrechamente al sector energético con los intereses externos. En este periodo se alejó más la posibilidad de integrarlo y utilizarlo como palanca del desarrollo nacional y todos los gobiernos neoliberales han mantenido la idea y han avanzado en el propósito de privatizar tanto la industria eléctrica como la industria petrolera.

Con esta intención, en 1992, en el gobierno de Carlos Salinas, se desintegró Pemex y se formaron cuatro empresas: Pemex Exploración y Producción, Pemex Petroquímica, Pemex Refinación y Pemex Gas y Petroquímica Básica. Asimismo, en ese año, se llevó a cabo la reforma a una ley secundaria a fin de otorgar permisos a empresas extranjeras para instalar plantas de generación de energía eléctrica en nuestro territorio. Con ello se viola el artículo 27 de la Constitución que establece que sólo la nación puede generar y distribuir la energía eléctrica. No obstante, actualmente, la Comisión Federal de Electricidad (CFE) les compra a estas empresas extranjeras, a precios elevadísimos, 40 por ciento de toda la energía eléctrica que consumimos en el país. Habría que añadir que para garantizar la expansión de estas empresas extranjeras, se ha llegado al extremo de cerrar o disminuir la producción de las plantas del sector público.

A partir de 1983 los tecnócratas del gobierno dejaron de considerar como prioritario al sector energético. La política petrolera en particular ha sido manejada con perversidad, de manera irresponsable y con una sorprendente falta de visión y de sentido común. Lo único que les ha importado es vender petróleo crudo al extranjero, haciendo a un lado la exploración de nuevos yacimientos y, sobre todo, dejando en el abandono la refinación y la industria petroquímica. Todo esto nos ha llevado a una gravísima situación de dependencia. Estamos comprando en el exterior más de 40 por ciento de la gasolina que consumimos y la cuarta parte del gas que necesitamos en el país; la importación de productos petroquímicos ha llegado a ser superior al valor de las exportaciones de crudo. A consecuencia de esta absurda política, los altos precios de los energéticos en México afectan a los consumidores y no permiten generar empleos con el fomento a la industria nacional.

Desde 1983 se reafirmó el criterio de producir lo más que se pudiera para vender en el exterior. Además, en todo este periodo, el petróleo ha sido utilizado como garantía para obtener préstamos de gobiernos y de organismos financieros internacionales. Por eso, a pesar de las crisis económicas recurrentes, la producción se ha venido incrementando de manera constante. Por ejemplo, en 1983, a partir de que se firman los acuerdos con el gobierno estadounidense, la producción alcanza 974 millones de barriles y se registra el nivel de exportación más alto hasta entonces. Es decir, se venden al extranjero 561 millones de barriles, 58 por ciento del total. Lo mismo sucede a raíz de la crisis económica de 1995, cuando al año siguiente se logró una producción de crudo de mil 043 millones de barriles, “el volumen más alto en la historia de Petróleos Mexicanos”, y se exportaron 563 millones, 53 por ciento.

Hay que recordar que en ese entonces, Ernesto Zedillo volvió a utilizar el petróleo como garantía del crédito por 20 mil millones de dólares, otorgado por el Fondo de Estabilización Cambiaria del Departamento del Tesoro de Estados Unidos. En esta ocasión, los ingresos por exportaciones de petróleo se depositaron en una cuenta en Nueva York, que el gobierno no podía tocar y que era para el exclusivo fin del pago de ese crédito, una especie de pignoración del petróleo.

A partir de 1996, la producción de petróleo siguió en aumento hasta llegar en 2004 a la cifra récord de mil 231 millones 145 mil barriles. Entre 1996 y 2004, las exportaciones de crudo se elevaron de 563 a 683 millones de barriles al año. Este incremento coincide con la sobreexplotación que se llevó a cabo del complejo Cantarell, que de 2000 a 2004 incrementó su producción de 47 a 61 por ciento del total nacional, convirtiéndose en el campo petrolero de mayor producción en la historia del mundo.

En tanto la extracción de petróleo ha ido en aumento, las reservas probadas han registrado una estrepitosa disminución: en 1982 eran de 48 mil 300 millones de barriles y para 2007 cayeron a 11 mil 047 millones de barriles. Sólo durante el gobierno de Fox se consumió una tercera parte de las reservas probadas. Durante más de dos décadas, la exploración de nuevos yacimientos se redujo prácticamente a nada. En todo este tiempo la inversión pública en exploración se limitó a un promedio de 350 millones de dólares anuales. Toda la producción ha dependido de los yacimientos descubiertos en la década de los setenta en Chiapas y Tabasco, y sobre todo, del complejo Cantarell.

Baste señalar que si durante los sexenios de Díaz Ordaz, Echeverría y López Portillo, se perforaron mil 944 pozos exploratorios, en la época neoliberal de 1983 a 2007, se perforaron mil 135 pozos de este tipo; es decir, con siete años más, 42 por ciento menos de pozos exploratorios. Además, en este último periodo se extrajo cuatro veces más petróleo en comparación con el anterior.

Lo distintivo de este periodo ha sido la sobreexplotación del petróleo y del gas. Se repitió la historia de la Faja de Oro pero con mayor irracionalidad. Por abrir las válvulas más de la cuenta y extraer petróleo a toda prisa, se perdió prematuramente la presión natural en los yacimientos, con todo el desperdicio que ello implica y con mayores costos por la inyección de agua, gas o nitrógeno para la recuperación secundaria de hidrocarburos.

En el caso de Cantarell, desde finales de los años noventa se sabía que estaba en su fase de maduración, y que era necesario actuar con prudencia para evitar su declinación acelerada. Sin embargo, Fox decidió en forma irresponsable sobreexplotarlo para incrementar la plataforma de producción, destinada básicamente a la exportación.

Es necesario aclarar que durante el gobierno de Zedillo, y con el empeño del director de Pemex, Adrián Lajous, se tomó la decisión controvertida de construir en Atasta, Campeche, una planta de nitrógeno para inyectarlo a los yacimientos, restituirles energía y poder extraer más petróleo crudo. No obstante, el resultado fue que la producción aumentó sólo durante cuatro años y el nitrógeno terminó por contaminar el aceite y el gas. Actualmente, por esta causa permanecen cerrados más de 80 pozos, se han dejado de producir alrededor de 400 mil barriles diarios de petróleo y se están quemando 750 millones de pies cúbicos diarios de gas a la atmósfera.

Aunque este problema podría resolverse con relativa facilidad, mediante plantas de separación que no implican grandes inversiones ni tecnología muy sofisticada, a los anteriores y actuales directivos de Pemex y a los altos funcionarios del sector energético, no les ha interesado atender este asunto porque lo único que les importa son los negocios donde puedan sacar el mayor provecho personal posible. No han resuelto el problema de la quema del gas en Cantarell, pero eso sí, al mismo tiempo, la Comisión Federal de Electricidad le compra a Shell en Altamira y a Sempra en Baja California 750 millones de pies cúbicos de gas –lo mismo que se quema en el mar de Campeche–, a un costo de 42 mil millones de dólares. Adicionalmente, se ha contratado con la empresa española Repsol el suministro de 500 millones de pies cúbicos de gas importado del Perú.

También esta absurda política tecnocrática produjo estragos en la refinación, el gas y la petroquímica. A las empresas vinculadas a estas actividades se les privó de recursos para su expansión y modernización. Por ejemplo, en el periodo de 1997 a 2007, 70 por ciento de la inversión se destinó a la extracción de petróleo crudo, 10 por ciento a la refinación, y menos de uno por ciento a la petroquímica.

La poca importancia que se le ha dado a la refinación, también se advierte en el volumen y la calidad del petróleo que se ha destinado a este propósito. No sólo se envía más petróleo crudo al extranjero, sino que se ha optado por exportar el crudo superligero, de mejor calidad, y se ha dejado a las refinerías nacionales el petróleo pesado que contiene más azufre y cuya transformación requiere de procesos tecnológicos más costosos. En 1992 la producción promedio de crudo superligero (Olmeca) fue de 582 mil barriles diarios y sólo se exportó 27 por ciento; en 2003, la producción fue de 497 mil barriles diarios y se exportó 54 por ciento.

Desde 1979 no se construye una nueva refinería en el país. En 1992, durante el gobierno de Carlos Salinas se prefirió firmar un contrato con Shell para hacer una refinería en Deer Park, Texas. Un testigo de aquellos tiempos narra que “a mediados del sexenio de Salinas de Gortari, recién creada la filial Pemex-Refinación se iniciaron los trabajos de planeación para instalar un nuevo tren de refinación en la planta de Salina Cruz. Los estudios técnico-económicos se concluyeron y todo estaba listo para iniciar las fases de licitación de licencias de proceso y de diseño y construcción”.3 Sin embargo, de última hora, el gobierno de Salinas prefirió invertir en el extranjero.

También a partir de 1994, comenzaron los procesos de reconfiguración de las refinerías existentes para procesar grandes cantidades de crudo pesado, aumentar la producción de gasolina y restituir la pérdida de producción ocasionada por el cierre de la planta de Azcapotzalco. No obstante, estos programas han resultado ineficaces, sobre todo, por la corrupción. Desde 1993 empezamos a importar gasolinas hasta llegar en 2007 a la cifra de 307 millones 563 mil barriles diarios que representan más de 40 por ciento del consumo nacional.

Hace unos días, el 22 de agosto de 2008, Jesús Reyes Heroles hijo, director general de Pemex, declaró, con la desfachatez que lo caracteriza, que “hagamos lo que hagamos, lo más probable es que vayamos a llegar a un 50 por ciento de importación de gasolina durante los próximos años”. Fuentes de Pemex Refinación aseguran que el aumento en la importación de gasolina se debe básicamente a dos causas: se elevó el consumo total derivado del incremento del parque vehicular y se ha reducido el ritmo de producción de las refinerías, porque las plantas han tenido paros no programados por fallas en sus equipos a causa de su obsolescencia, y se menciona el caso en particular de la refinería de Cadereyta que, como veremos, fue reconfigurada con una inversión de miles de millones de pesos, aunque la corrupción ha sido escandalosa.

En cuanto al gas, a los tecnócratas nunca les ha importado realmente ni producirlo ni evitar que se desperdicie. Lo único que han hecho son jugosos negocios con su comercialización, sobre todo, a partir de las importaciones.

Como ya dijimos, desde 1992, se reformó una ley secundaria con el propósito de otorgar permisos a empresas extranjeras para producir energía eléctrica en nuestro país. A partir de entonces, se tomó la decisión de sustituir el combustóleo por el gas natural para la generación de energía eléctrica. Al mismo tiempo, se estableció como precio de referencia el asignado en Estados Unidos, que es el más caro del mundo. Por esta causa, nos hemos convertido en importadores de gas. En 2007 compramos en el exterior mil 588 millones de pies cúbicos diarios. Cabe mencionar que sólo en tres años, de 2005 a 2007, el sector eléctrico aumentó su consumo de gas natural de 2 mil millones 163 mil pies cúbicos diarios a 2 mil 620 millones, es decir, un incremento de 21 por ciento

En el caso de la petroquímica, ante la falta de inversión y el abandono, lo único que se ha hecho es reducir “las pérdidas” de los complejos petroquímicos mediante la suspensión de líneas de producción. El desmantelamiento ha sido bárbaro: 18 plantas fueron cerradas y cuatro están fuera de operación, informa Pemex, “por falta de materia prima, de mercado o de competitividad”. Entre las plantas que se han cerrado está la de amoniaco de Cosoleacaque, que junto con la privatización de Fertimex, en 1993, nos llevó de exportadores a importadores de fertilizantes. En 2007 se destinaron mil 200 millones de dólares para comprar fertilizante en el extranjero, en 2008 la cantidad va a ser mayor por el aumento de precio que han tenido los hidrocarburos en el mercado mundial, en particular el amoniaco, que es la materia prima que se usa para elaborar este insumo básico para la producción agrícola.

El proceso de desmantelamiento de la petroquímica se profundizó con la crisis económica y los acuerdos firmados con el Fondo Monetario Internacional en 1995. En ese entonces, cuando quisieron vender las plantas petroquímicas, hubo muchas protestas, incluida la que nosotros llevamos a cabo desde Tabasco, donde el movimiento de resistencia civil pacífica contribuyó a detener este intento privatizador.

En octubre de 1996, José Ángel Conchello, senador panista, publicó un artículo en el cual fijó su postura ante la intención del gobierno de Zedillo de privatizar la industria petroquímica nacional. De manera inteligente y patriota Conchello decía que la decisión de vender las plantas petroquímicas la estaba tomando el grupo de Zedillo por compromisos adquiridos con el gobierno estadounidense:


No quiero discrepar de mis amigos sabios en tales cosas y por eso me preocupé por averiguar: ¿quién tomó la decisión de vender? Algunos dirán que fue Salinas de Gortari, otros que fue el actual Gobierno, otros más que fueron los tecnócratas vende patrias. Pero a la luz de la historia y de la realidad, fue la Casa Blanca, fue Washington a través del Fondo Monetario y del Banco Mundial, en este plan siniestro del ajuste estructural: Carlos Salinas y los salinistas del actual sexenio no han hecho otra cosa que obedecer y tratar de convencernos de que, si lo propuso Washington, es bueno para México.4



También explicó que a partir de la crisis económica de 1982, “A México comenzaron a atornillarlo durante el sexenio de Miguel de la Madrid, quien sin entusiasmo se resignó a ser albacea de un sistema que había durado 50 años”. Y señaló que los programas de ajuste estructural, impuestos por “los norteamericanos a toda América Latina”, estaban provocando “en todos lados [...] un colapso económico, un mayor desempleo, un grave empobrecimiento de las mayorías y un engordamiento de los ricos provocando una tirantez social que, en algunos países, está al borde de la ruptura. Igualito que en México”. Mencionó también que en diciembre de 1995, Miguel Mancera Aguayo, director del Banco de México y Guillermo Ortiz, secretario de Hacienda, suscribieron una carta de intención con el Fondo Monetario Internacional en la cual se comprometieron, entre otras cosas, a que “el Gobierno acelerará reformas reglamentarias y legales pendientes y los procedimientos administrativos necesarios para completar la desregulación de las frecuencias de los satélites, la generación de electricidad y la privatización del sector petroquímico”. Y enfrentó al senador Jesse Helms –que en ese entonces era presidente del Comité de Relaciones Exteriores del Senado de Estados Unidos, y uno de los más amenazantes y duros intervencionistas– al terminar su artículo afirmando: “A mí, en lo personal, me gustaría encontrarme alguna vez con Mister Helms y decirle que, después de todos los insultos a nuestro país, ¿ahora se preocupa por la escasez de petróleo? Hacerle un ademán que usted puede imaginarse y decirle: Tenga usted sus petroquímicas”.

Conchello murió dos años después. Descansa en paz, pero desgraciadamente, la política a la que se opuso sigue siendo la misma, con el agravante de que ahora, quienes la están aplicando con mayor descaro, son los actuales jefes del que fue su partido. Por eso tal vez valdría la pena preguntarse: ¿Qué diría Conchello con lo que está pasando ahora?, ¿seguiría en el PAN?

Como resumen de lo funesto que ha sido el manejo de la política petrolera durante la época neoliberal, considero conveniente reproducir la síntesis que presenta el ingeniero José Felipe Ocampo Torrea en su reciente libro Pemex: Mitos, realidades, testimonios y propuestas. El autor es ingeniero químico por la Universidad Nacional Autónoma de México, laboró 32 años en Pemex, fue subdirector de Tecnologías de Refinación y Petroquímica en el Instituto Mexicano del Petróleo, es miembro del Grupo de Ingenieros Pemex Constitución del 17 y, sobre todo, es un mexicano ejemplar. El cuadro es el siguiente:

 

Comparación histórica del nacionalismo al entreguismo Exploración y producción de crudo



	Compañías privadas hasta 1938
	De la expropiación al neoliberalismo (1982)
	De 1982 a 2006 Época neoliberal



	Producción máxima posible destinada casi en su totalidad a la exportación.
	La producción de crudo tenía como meta principal satisfacer las necesidades de energéticos del país.
	La meta es maximizar la producción de crudo para exportación. Las necesidades de producción nacional y de energéticos para el país son secundarias.



	 
	 
	 



	Las grandes reservas descubiertas por las compañías privadas fueron decreciendo hasta 1938.
	Decrecieron los primeros años y al final del periodo se incrementaron. Los trabajos de exploración y desarrollo de campos fueron privilegiados.
	Constantemente han decrecido. Se privilegia la explotación sobre la exploración y restitución de reservas.



	 
	 
	 



	Personal directivo, técnico y calificado extranjero en casi su totalidad.
	Personal mexicano ocupa las posiciones directivas, técnicas y especializadas.
	Se destruyen, eliminan o minimizan los cuadros técnicos. Crece la dependencia en “asesorías” extranjeras.



	 
	 
	 



	Los equipos son importados. Los trabajos de exploración y producción los ejecutan compañías extranjeras.
	Pemex cuenta con equipos propios con alto contenido de fabricación nacional y opera con técnicos mexicanos.
	Se “rematan” los equipos de perforación se disminuyen las cuadrillas de exploración y se contratan crecientemente servicios con compañías extranjeras.



	 
	 
	 



	No se promueve la industria nacional (ni se toma en cuenta).
	Se promueve la industria nacional, sobre todo la de bienes de capital. Se fabrican compresoras, bombas, barrenas, etcétera.
	Se desmantelan las industrias nacionales y se importan los equipos necesarios para estas actividades.



	 
	 
	 



	Los estudios de técnicos se realizan fuera del país. No se capacita, ni se permite injerencia mexicana en estas actividades.
	Se forman cuadros técnicos mexicanos y se efectúan los estudios en México, capacitando personal nacional. Se apoya a las universidades del país.
	Se contrata la mayoría de los “estudios integrales” en el extranjero. En los últimos tres años sólo dos de 52 fueron realizados en México (uno en el IMP).




 

Petrolíferos (refinación)



	Compañías privadas hasta 1938
	De la expropiación al neoliberalismo (1982)
	De 1982 a 2006 Época neoliberal



	Prácticamente se surtía la demanda nacional, aunque su distribución fuera limitada y circunscrita a ciertas áreas de la República.
	Se surtió la demanda nacional, con productos elaborados en México. Se construyeron y modernizaron las refinerías, logrando un grado de avance tecnológico de los mejores del mundo.
	Con la “invención” de los “precios de transferencia” y “de oportunidad”, se maximizó la producción de crudo para exportación. Las necesidades del país son secundarias. La demanda nacional de petrolíferos se surte en gran proporción con importaciones.



	 
	 
	 



	Los precios nacionales de los productos eran superiores a los de otros países y la calidad menor.
	Los precios de los productos nacionales fueron inferiores a los de los otros países y de buena calidad.
	Los precios de los productos son superiores a los de otros países. Se dejó de invertir en refinerías y se surte en gran parte el mercado interno con importaciones. La capacidad de refinación (de proceso de crudo) no ha aumentado.



	Las refinerías se diseñaban, construían, mantenían y operaban con personal directivo, técnico y especializado casi exclusivamente extranjero. Sólo los obreros no especializados eran mexicanos.
	Las refinerías se diseñaban, construían, mantenían y operaban con personal mexicano en los puestos directivos, técnicos y especializados.
	Con los “contratos llave en mano” en sus diversas modalidades, las plantas de refinación se diseñan casi en su totalidad en el extranjero, se emplean ingenieros y técnicos extranjeros. El mantenimiento se realiza cada vez en mayor proporción por empresas privadas y cada vez con mayor participación extranjera.



	 
	 
	 



	Los cuadros técnicos de soporte eran extranjeros.
	Se construyeron cuadros técnicos de soporte (ingenieros) de alto nivel, que prestaron asistencia técnica a diversos países: España, Argentina, Perú y Cuba, entre otros.
	Con el pretexto de reducir el personal, se destruyen los cuadros técnicos, especialmente los de proceso y proyectos. Se liquida o jubila prematuramente al personal capacitado de Pemex.



	 
	 
	 



	La investigación y desarrollo de tecnologías se efectúa en el extranjero totalmente.
	Se crea el IMP. Se desarrolla tecnología propia, se asimila y adecua la tecnología disponible en el mundo. Se promueven grupos y entidades para la investigación y desarrollo de procesos y tecnologías, en las empresas estatales como Pemex, CFE y siderurgia (IMP, IIE y Comimsa respectivamente). Se logra desarrollar tecnologías de fabricación de productos químicos y de procesos industriales que se utilizan en México y se exportan inclusive a países desarrollados, como el proceso Demex.
	Se privilegia la compra de tecnología, sobre el desarrollo de la misma en México. Se depende cada vez más de los extranjeros. Se disminuyen los apoyos a los centros de investigación en sus funciones sustantivas: desarrollo de tecnologías. En el caso del IMP, lo convierten en “escuelita” de posgrado. El desarrollo de tecnologías tiende a desaparecer. Se privilegia la asesoría técnica extranjera sobre la nacional.



	 
	 
	 



	Los servicios de ingeniería y soporte eran extranjeros.
	Se logró tener una plantilla de ingeniería de proyecto de alto nivel, de alrededor de veinte millones de horas-hombre, para plantas de proceso, entre empresas privadas y gubernamentales. Se exportaron servicios de ingeniería a varios países y en general, el país era autosuficiente en este renglón.
	Se desmantelaron los cuadros de ingeniería de proyecto gubernamentales y a los privados se les impusieron reglas que terminaron por hacerlos desaparecer o convertirse en subcontratistas de empresas extranjeras. Se estima que la planta de ingeniería de industrias de proceso actual es del orden de tres millones de horas hombre. Parece que se decide recientemente volver a formar estos cuadros.



	 
	 
	 



	Los equipos eran manufacturados en el extranjero.
	Se promovió una industria nacional de bienes de capital (privada y mayoritariamente mexicana), que llegó a surtir hasta el 80% de equipos en algunas plantas. La integración de cadenas productivas se consolidó notablemente.
	Se destruyeron las cadenas productivas de bienes de capital en México y se sustituyeron por proveedores de equipo fabricados en el extranjero. Se estima que los equipos nacionales en algunas plantas escasamente llegan al 10 por ciento.



	 
	 
	 



	Prácticamente no existía la industria petroquímica en el mundo.
	Desde finales de los 50 se inició la construcción de petroquímicas, con capacidades y tecnologías a nivel mundial.
	No se construyeron más plantas petroquímicas. Se terminaron algunas que se encontraban en proceso de instalación. Criminalmente, no se instalaron equipos de plantas ya adquiridas, que se convirtieron en chatarra y se vendieron como tal.



	
	Se logró la autosuficiencia nacional en la producción de la mayoría de los productos petroquímicos. Se exportaban cantidades crecientes de sobrantes.
	La producción disminuye continuamente. Se desmantelan y/o operan a baja capacidad las plantas existentes.



	
	Se exporta amoniaco y fertilizantes, después de cubrir la demanda nacional.
	Somos importadores netos de fertilizantes.



	
	Somos autosuficientes y exportamos bases para detergentes (alquil, benceno).
	Se desmantelan o cierran las plantas productoras. Importamos la totalidad de estas bases.



	 
	 
	 



	Prácticamente no existía la industria petroquímica en el mundo.
	Somos autosuficientes y exportadores fuertes de paraxileno (base para fibras sintéticas poliéster). Se instala una capacidad de producción por 283 000 toneladas por año.
	Se cierran las plantas productoras e importamos la totalidad. Cínicamente, en la memoria de labores 2001, Pemex dice que suspende la producción “por falta de mercado”. (Se importan 770 000 toneladas por IP).



	
	Diseñan e instalan plantas para una capacidad de producción de aproximadamente 20 millones de toneladas.
	La producción nacional decrece cada año y las importaciones se elevan a 9 mil 373 millones de dólares en 2001. (81% de las exportaciones de crudo: 11 592 millones de dólares).



	
	Pemex se convierte en un motor del desarrollo de la industria y un proveedor confiable de materias primas. Se desarrolla una industria petroquímica privada fuerte y mayoritariamente mexicana.
	Pemex deja de invertir y los privados también.



	 
	 
	 



	
	La industria privada invierte en plantas petroquímicas que utilizan y transforman la producción de Pemex en artículos de mayor valor agregado.
	La iniciativa privada deja de invertir y muchas compañías privadas se convierten en importadoras.



	 
	 
	 



	
	El país se perfila como un fuerte productor y exportador de petroquímicos a nivel mundial.
	Las importaciones de petroquímicos, gas natural y petrolíferos, superan el valor del crudo exportado. (9373+424+3760=13 467 importación vs.11 592 exportación. Déficit= 1875 millones de dólares).



	 
	 
	 



	
	Se respeta la Constitución, y solamente Pemex transforma los hidrocarburos como lo establece el artículo 27 constitucional.
	Se modifica la Ley Reglamentaria del 27 constitucional; se clasifican como “petroquímicos primarios” a hidrocarburos, con lo que se abre el sector petroquímico a la inversión privada (que no se materializó a pesar de las promesas gubernamentales), y se violenta la Constitución y las leyes de nomenclatura de la química.



 
 

• Como mexicano: ¿cuál época crees que es la mejor?

• Como mexicano: ¿cuál política económica en energéticos es la mejor?

• Como mexicano: ¿debemos apoyar las pretensiones privatizadoras en materia energética de los últimos gobiernos?5

Finanzas públicas y sector energético

Al mismo tiempo que los tecnócratas abrían las válvulas para explotar al máximo los pozos petroleros existentes, cerraban la llave del presupuesto a Pemex. Por eso insisto: todos los gobiernos neoliberales siempre han querido arruinar a la industria petrolera nacional para privatizarla. De hecho han avanzando en su desmantelamiento y prácticamente la han dejado como simple abastecedora de petróleo crudo. Son las empresas extranjeras las que se ocupan de darle valor agregado a nuestra materia prima y se benefician con los procesos de refinación y petroquímica, y con la producción y venta de gas.

Sólo así se explica que de 1982 a 2007, la inversión pública en esta industria se haya reducido al mínimo: pasó de 2.9 por ciento del PIB, a 0.57 por ciento. También la inversión en electricidad disminuyó de 1.2 por ciento del PIB en 1982 a 0.31 por ciento en 2007. Es decir en ese periodo, la totalidad de la inversión pública federal en el sector energético cayó de 4.12 a 0.88 por ciento del PIB.

Conviene aclarar que desde 1997 y, de manera consistente, cuando se optó por rescatar a los bancos con el Fondo Bancario de Protección al Ahorro (Fobaproa), el sector energético ha recurrido a los Proyectos de Inversión Diferidos en el Registro del Gasto (Pidiregas), un mecanismo de deuda disfrazada que permite posponer el impacto presupuestal de los gastos de capital y amortizarlo en varios años. Se trata de un financiamiento privado a costos muy altos y poco transparente.

En la actualidad, los Pidiregas representan un componente importante del presupuesto de las empresas del sector energético. En 1998 el financiamiento vía esta deuda significaba 63 por ciento del gasto de inversión pública directa de Pemex, y para 2008 representará 449 por ciento, es decir, en 10 años se incrementó más de ocho veces. (Véase cuadro 2).
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En términos presupuestales, tal procedimiento ha permitido financiar los planes de inversión del sector, básicamente en la extracción de crudo y la expansión de generación eléctrica, pero ha aumentado en forma desmedida la deuda de Pemex, de la CFE y del gobierno federal.

De todas formas, si descontamos los Pidiregas y las amortizaciones que el gobierno ha venido realizando, se puede observar que ahora la inversión es inferior a la que se realizaba antes del auge petrolero de los años setenta. Más aún, desde 2005 la inversión pública es inferior a las amortizaciones de los Pidiregas.

En el cuadro 3 se muestra lo que ha ocurrido con la inversión pública.

 

Cuadro 3 PEMEX: Inversión total 1980-2008 (Miles de millones de dólares)
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Fuente: Secretaría de la Hacienda Pública del Gobierno Legítimo de México.

En cuanto a la CFE, para 2008, 55 por ciento de su gasto de inversión proviene de Pidiregas, mientras que 45 por ciento corresponde a su propio presupuesto.

En suma, la deuda de Pidiregas de Pemex es de 48 mil millones de dólares y la de la Comisión Federal de Electricidad, de 12 mil millones de dólares. En el caso de esta última empresa se puede decir que se encuentra técnicamente quebrada; en pocas palabras, la arruinaron con la política de privatización y, sobre todo, con la corrupción imperante.

 

Los gobiernos neoliberales le han confiscado a Pemex todos sus ingresos. Tan sólo de 2000 a la fecha, mientras esta empresa ha registrado ventas acumuladas por 6 billones 442 mil millones de pesos, ha pagado impuestos por 4 billones 467 mil millones de pesos, cifra que significa 75.8 por ciento de sus ventas. En contraste, en este mismo periodo la inversión pública directa en Pemex (sin incluir deuda) fue de 162 mil millones de pesos, cifra que representa apenas 2.5 por ciento de sus ventas totales.

Los ingresos obtenidos por petróleo han sido utilizados para financiar el presupuesto público, al grado que de cada peso del presupuesto, cuarenta centavos provienen del petróleo. Esta política fiscal que sangra a Pemex, ha sido utilizada para compensar el déficit que registra la recaudación, debido a que en nuestro país las grandes empresas prácticamente no pagan impuestos.

Por ejemplo, en 2007 Pemex tuvo ventas por un billón 134 mil 980 millones de pesos y sus aportaciones a las finanzas públicas fueron de 846 mil 200 millones de pesos, es decir, 74.6 por ciento de sus ventas. Mientras, en ese mismo año, según cifras de la Bolsa Mexicana de Valores, nueve grandes empresas registraron ventas por 1 billón 209 mil 316 millones de pesos y pagaron impuestos por 51 mil 325 millones: cinco por ciento de sus ventas. O sea, Pemex aportó dieciséis veces más. Habría que agregar que estas empresas presentaron impuestos diferidos en sus balances por 106 mil 296 millones de pesos; es decir, obtuvieron créditos fiscales por el doble de lo que pagaron de impuestos. Además, no sabemos cuánto al final terminaron pagando porque suele pasar que se beneficien con la devolución de impuestos.

Ventas y pago de impuestos de nueve empresas seleccionadas (Datos en millones de pesos de 2007)
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Fuente: Bolsa Mexicana de Valores.

La gran corrupción que se da entre las cúpulas del poder económico y del poder político en México, puede describirse señalando que un trabajador, un integrante de la clase media o un pequeño o mediano comerciante o empresario, están obligados a pagar de 15 a 28 por ciento de impuesto sobre la renta (ISR); sin embargo, los grandes monopolios vinculados al poder, por los privilegios que se les otorgan, reducen al mínimo el pago de impuestos y, en algunos casos, no pagan nada.

Las reformas fiscales realizadas desde el gobierno de Fox y hasta la fecha han agravado este problema. Así lo confirma el reciente informe de la Auditoría Superior de la Federación. Según este organismo, en 2005 “se detectaron cincuenta grandes contribuyentes cuyos pagos individuales de impuestos sobre la renta, deducidas las devoluciones, fueron menores a 74 pesos”. Asimismo, se asegura que “las devoluciones efectuadas en el periodo 2001-2005, alcanzaron la cantidad de 604 mil 300 millones de pesos. Por ello se genera una situación de privilegio para unos cuantos contribuyentes que contraviene el principio de equidad fiscal”. Esta situación ha continuado, y durante el primer semestre de 2008, las devoluciones de impuestos efectuadas ascendieron a 93 mil 613 millones de pesos.

Por último, habría que agregar que a los gobiernos panistas les ha tocado la época de precios más altos del petróleo en toda la historia del mundo. Fox recibió durante su sexenio recursos presupuestales del petróleo del orden de 335 mil millones de dólares y tan sólo de excedentes por los precios altos, obtuvo 10 mil millones de dólares por año en el trienio de 2004 a 2006. Y la desgracia fue y sigue siendo, que todo ese dinero, en vez de destinarse a modernizar a Pemex, a promover el desarrollo de México y a garantizar el bienestar del pueblo, se derrochó en beneficio de la alta burocracia o se fue por el caño de la corrupción.

Asimismo, en 2007, el gobierno de facto recibió 12 mil millones de dólares de excedentes por precios altos del petróleo de exportación, y en 2008, serán 20 mil millones más. Tengamos en cuenta que la Cámara de Diputados fijó en la Ley de Ingresos de la Federación un precio estimado por barril de 49 dólares y se ha vendido a 100 dólares en promedio. Desde 1901 que comenzó la explotación petrolera en México hasta nuestros días, ningún presidente de la República había obtenido tanto dinero por concepto del petróleo, como el que está recibiendo en este año el usurpador Felipe Calderón. Sin embargo, todos estos recursos, al igual que cuando Fox, se han utilizado para subsidiar fiscalmente a sus aliados de las grandes corporaciones empresariales, se han dilapidado con la corrupción o se han orientado para mantener los privilegios de los altos funcionarios públicos. En suma: ineptitud, corrupción y derroche a manos llenas.

La gangrena de la corrupción

Todo el desastre en el sector energético nacional ha sido alimentado por la corrupción que predomina en el gobierno, en Pemex y en la Comisión Federal de Electricidad. Este es el mal que más aqueja a Pemex y atormenta a la nación. Aunque son inagotables los casos de corrupción, aquí sólo trataré de manera puntual algunos de los más actuales que considero relevantes.

 

1. El primer contrato de servicios múltiples que se otorgó, violando la Constitución, a una empresa extranjera, se suscribió cuando Felipe Calderón fue secretario de Energía y presidente del Consejo de Administración de Pemex. El 14 de noviembre de 2003, sin que hubiera participado en la licitación ninguna otra empresa, se entregó a Repsol de España un contrato por 2 mil 437 millones de dólares, para explotar yacimientos de gas en la Cuenca de Burgos.

Este contrato de servicios múltiples, celebrado con Repsol, en su anexo “Catálogo de Precios Máximos” muestra cómo se integran los costos de los servicios contratados y sus elevadísimos sobreprecios: para la adquisición de infraestructura se paga 120 por ciento adicional del costo directo; y en el caso de los servicios de mantenimiento, hasta 320 por ciento sobre el costo directo diario. Además, el precio unitario original se aplica independientemente de que la empresa contratista utilice materiales nuevos o usados; es el contratista quien tiene la “responsabilidad absoluta” de inspeccionar, probar y certificar todos los materiales, y por si fuese poco, se incluyen cargos adicionales no previstos como tasas y tarifas de importación, impuestos laborales, impuestos por adquisición de inmuebles y permisos, licencias y registros públicos.

Pero lo peor es que estos contratos han resultado benéficos sólo para las empresas extranjeras, pero improductivos y perjudiciales para el interés nacional. Por estos contratos leoninos que han sido otorgados a Repsol, Tecpetrol, Petrobras, Teikoku, Schlumberger y Halliburton, entre otras, Pemex convino pagar más de 5 mil millones de dólares, con la justificación de que la producción de gas iba a aumentar en 50 por ciento en la Cuenca de Burgos, lo que hubiera significado 500 millones de pies cúbicos diarios. Sin embargo, en cinco años las empresas aumentaron la producción sólo en 63 millones de pies cúbicos, pasando de 126 millones, que era la producción que Pemex obtenía al entregar los campos, a 189 millones de pies cúbicos; es decir, el incremento equivale a cuatro por ciento de la producción estimada en Burgos. Es más, en el mismo periodo, Pemex aumentó la producción en los campos operados por la paraestatal, de mil a mil 347 millones de pies cúbicos. En suma, los contratos de servicios múltiples han sido un fracaso: elevaron muy marginalmente la producción a costos muy elevados.

 

2. Recientemente, la Auditoría Superior de la Federación denunció un daño patrimonial a Pemex cuando Calderón era secretario de Energía y presidente del Consejo de Administración de Pemex, por haber vendido a bajo precio, en 2003, bonos de las acciones que la paraestatal posee en Repsol de España. En ese entonces, se manejaron dos argumentos como supuesta justificación: que el precio de las acciones bajaría y que había necesidad de recursos para financiar a Pemex. Recordemos que en octubre de ese mismo año, se había dado a Repsol el contrato para producir gas en la Cuenca de Burgos, por 2 mil 437 millones de dólares y como es obvio, esta operación elevó el precio de sus acciones. En cuanto a la necesidad de financiamiento, Pemex nunca proporcionó a la Auditoría Superior de la Federación ningún estudio que probara que la venta de las acciones era la mejor opción de financiamiento. No obstante, para vender estas acciones, Pemex emitió un bono con vencimiento en 2011, convertible a acciones, y lo colocó en el paraíso fiscal de Luxemburgo. Meses después de venderse, las acciones aumentaron su valor por lo que se registró una pérdida patrimonial para Pemex por 655 millones de dólares.

 

3. En 2005 la Comisión Federal de Electricidad estaba trabajando internamente en la elaboración de un proyecto para el suministro de gas natural y de otro proyecto ejecutivo para la construcción de una planta de regasificación en Manzanillo.

De manera inexplicable la empresa Repsol de España se entera de que la CFE llevaría a cabo estos proyectos. Con esta información privilegiada, el 12 de diciembre de 2005 Repsol se suma al consorcio de empresas que originalmente (en 2000) habían obtenido la concesión para la explotación del gas en la región de Camisea, en el Perú, con las siguientes participaciones: 10 por ciento en explotación, 10 por ciento en transporte por gasoductos y 20 por ciento en la planta de licuefacción, pero sobre todo, obteniendo la comercialización exclusiva del gas que será extraído.

Para lograr esta participación y la autorización del Gobierno de Perú, mediante Decreto firmado por el presidente Alejandro Toledo, de fecha 12 de diciembre de 2005, Repsol informó que el gas de Camisea sería vendido en México y en la costa oeste de Estados Unidos.

Este contrato, el que suscribe Repsol en Perú, es por 18 años: tres para la construcción de una planta de licuefacción de gas natural, con sus respectivos ductos, y 15 años para la comercialización del gas natural. Es decir, en 2011, una vez terminada la planta de licuefacción, Repsol estaría en condiciones de suministrar el gas a México.

Cabe aclarar que en ese entonces, legalmente, Repsol no tenía ningún contrato para suministrar gas natural a México. Conviene preguntarse, ¿cómo sabía Repsol en 2005 que iba a vender gas a la CFE, un año y medio antes de que se publicara la licitación para el suministro en Manzanillo?

Fue hasta el 6 de junio de 2006 cuando la CFE publicó las licitaciones en el Diario Oficial de la Federación para el suministro de gas natural y la construcción de la planta de regasificación en Manzanillo. En esta publicación se establece que el suministro de gas se contrataría por un período de 25 años. También se estipuló que la junta de aclaraciones se llevaría a cabo el 25 de septiembre de 2006.

A partir de que toma posesión el gobierno usurpador, en diciembre de 2006, Repsol negoció directamente con Felipe Calderón y, al margen de los procedimientos legales establecidos, se operó desde las oficinas de Juan Camilo Mouriño, entonces secretario particular y coordinador de la Oficina de la Presidencia.

El 18 de septiembre de 2007, la CFE asignó a Repsol el contrato de suministro de gas natural por 500 millones de pies cúbicos diarios, sin que se presentara ninguna otra oferta.

Con el añadido de que para entonces el contrato de suministro ya sólo era por 15 años; es decir, se ajustaba perfectamente a la vigencia del contrato de la petrolera española para la comercialización del gas de Camisea, Perú.

Es importante decir, que Repsol anunció la construcción de la planta de licuefacción en la región de Pampa Melchorita, Perú, misma que concluirá a fines del año 2010, justo antes de iniciar las entregas de gas a México.

El contrato de suministro de gas de Repsol a la CFE fue estimado en 15 mil millones de dólares. Sin embargo, como el precio de compra de gas se pactó con base en el índice Henry Hub de Estados Unidos (el más caro del mundo), aquel continuará incrementándose año con año, según las previsiones del mercado.

Es indudable que esta sospechosa operación entre Repsol y el gobierno de Calderón afecta gravemente la economía del pueblo de México y constituye un daño patrimonial al erario público, por las razones siguientes:

De acuerdo con un análisis que realizamos con información pública y fidedigna, el costo máximo del gas que Repsol suministra en Manzanillo, sería de 2.45 dólares por millón de BTU (unidades térmicas británicas). Y este costo se conforma de la siguiente manera:

 

a. Producción: 60 centavos de dólar por millón de BTU;

b. Transporte por gasoducto a la planta de licuefacción: 40 centavos de dólar por millón de BTU;

c. Licuefacción: 1.00 dólar por millón de BTU;

d. Transporte por barco a Manzanillo: 45 centavos de dólar por millón de BTU.

 

Este cálculo incluye las utilidades correspondientes.

En suma, los 500 millones de pies cúbicos diarios durante 15 años, representan un costo real de apenas 6 mil 26 millones de dólares. Sin embargo, la Comisión Federal de Electricidad aceptó pagar a Repsol, a precios actuales, 21 mil millones de dólares. Eso significa que la “utilidad extraordinaria” de Repsol sería de unos 15 mil millones de dólares.

Es pertinente señalar que mientras el gobierno usurpador de Calderón contrató con Repsol al precio de referencia más caro del mundo, fluctuante y con tendencia al alza, Repsol tuvo “la oportunidad” de firmar con el gobierno del Perú un tope al precio del gas que asegura que el incremento acumulado anual no será superior al 5 por ciento durante los primeros seis años y de 7 por ciento durante los siguientes 5 años.

No sabemos en qué términos se dieron las negociaciones de Repsol con el gobierno de Alejandro Toledo, en Perú. Lo que sí sabemos es que desde 2006 existe una investigación de la Contraloría del actual gobierno peruano en la cual se cuestionan las condiciones pactadas en el contrato porque se afirma lo siguiente: “...las decisiones adoptadas, redundaron en contra de los intereses del Estado; constituyendo estos hechos indicios razonables que hacen presumir la comisión de los delitos de abuso de autoridad y omisión, rehusamiento o demora de actos funcionales previstos y penados... en el código penal.”

Y el Equipo Investigador de la Contraloría peruana concluyó que: “Esta variación [en pago de las regalías] permitió al consorcio ganador [Repsol y otros] ahorrarse una fuerte suma de dinero, pues el pago al Estado hubiera sido mayor con un pago de regalía oscilante. Más aún si se toma en cuenta la subida del precio internacional de petróleo....”.

Además del daño patrimonial que implica esta operación de dudosa legalidad, ha de tomarse en cuenta que por este tipo de contratos, los consumidores mexicanos están obligados a pagar más por el servicio de energía eléctrica, en detrimento de su economía. Este precio elevadísimo se traslada al consumidor en razón de que más de 35 por ciento de la energía eléctrica que se produce en México se genera con gas, sobre todo por el consumo de las plantas generadoras de empresas extranjeras. Dicho sea de paso, la mayoría de éstas son españolas, entre ellas Repsol, que acaba de adquirir cinco plantas de ciclo combinado y un gasoducto en México. Como es evidente, Repsol se ha convertido en la empresa extranjera favorita de Felipe Calderón.

 

4. Está plenamente demostrado que Juan Camilo Mouriño, actual secretario de Gobernación, es un traficante de influencias confeso: aceptó de manera cínica haber firmado contratos con Pemex para beneficio de su empresa familiar cuando fue diputado federal, presidente de la Comisión de Energía de esa cámara y funcionario de la Secretaría de Energía. Y ante este evidente caso de impunidad, nuestros detractores de la televisión y de la radio que siempre gritan contra nosotros, se han quedado callados como momias.

 

5. Una de las empresas más favorecidas con contratos durante el sexenio de Fox, fue la compañía Oceanografía, S.A. de C.V. A esta empresa siempre se le ha vinculado con los hermanos Bribiesca, hijos de Martha Sahagún, esposa de Vicente Fox. El 24 de julio de 2008, en respuesta a una solicitud presentada ante el Instituto Federal de Acceso a la Información, Pemex entregó un resumen de contratos celebrados con dicha compañía. Las fechas y los montos de estos contratos hablan por sí solos.

[image: ]

 

6. Jesús Reyes Heroles hijo era director de la empresa StructurA, filial del Grupo GEA, este último –asociado con ISA– se dedicó en la campaña de 2006 a trabajar encuestas de opinión para Felipe Calderón. Dichos sondeos eran alterados y formaron parte de la campaña para preparar el ambiente y consumar el fraude electoral. El entonces presidente de la encuestadora GEA-ISA, Guillermo Valdés, es actualmente el director del Cisen, el organismo de espionaje del gobierno espurio. Pero retomemos el asunto que ahora nos importa. Reyes Heroles se dedicaba en ese entonces, entre otras cosas, a gestionar la participación de empresas extranjeras en Pemex. El 30 de septiembre de 2005 entregó el siguiente memorándum al entonces director de Pemex:


Estimado Ing. Ramírez Corzo: me refiero a las actividades para definir el esquema para el mantenimiento integral [...] de ductos de Petróleos Mexicanos [...] conforme a sus indicaciones, se han sostenido diversas reuniones de trabajo [...]:

1. En Julio pasado se concretó la asociación estratégica ente Mexssub y la empresa canadiense Enbridge [...] un equipo integrado por ambas empresas ha venido trabajando para integrar un planteamiento que responda a las necesidades de Pemex.

2. Se han realizado dos reuniones con el Ing. Carlos Morales, Director General de Pemex Exploración y Producción.

3. [...] reuniones de trabajo [...] con ejecutivos de las áreas involucradas en la operación de ductos de Pemex. En dichas reuniones ... Mexssub-Enbridge ha presentado avances [...] de un proyecto integral [...].

4. [...] me permito solicitar una reunión [...] con usted, con el propósito de informarle con mayor detalle y recibir sus indicaciones [...] podría acudir su servidor solo o acompañado [...] de los principales ejecutivos de Mexssub-Enbridge. [...] dicha reunión resulta indispensable para precisar aspectos importantes del proyecto [...].



 

Este negocio no llegó a concretarse en el sexenio pasado. Sin embargo, al asumir Reyes Heroles hijo, la dirección de Pemex, emitió la licitación para el mantenimiento de ductos, la rehabilitación de la infraestructura y equipos de transporte, ingeniería para la automatización y asistencia técnica para el personal de Pemex. La empresa Mexssub y Enbridge (cliente de Reyes Heroles) participó en todo el proceso, pero un mes antes del fallo, el periódico La Jornada dio a conocer el memorándum de Reyes Heroles a Luis Ramírez Corzo, entonces director de Pemex. La denuncia no fue desmentida y Reyes Heroles sólo se limitó a decir que su labor de cabildeo se debió “a los beneficios que se brindarían” y que su participación fue “a título gratuito”. Tras el escándalo, el contrato de cerca de mil millones de dólares, fue adjudicado a otra empresa extranjera que, curiosamente, al igual que Mexssub, tiene su sede en Houston, Texas. Dicha empresa fue constituida en 2003 y no reunía los requisitos de antigüedad y experiencia establecidos en las bases de licitación. Por cierto, esta actividad de mantenimiento de ductos siempre se había realizado de manera directa con trabajadores de Pemex a bajo costo y con eficiencia.

 

7. Para la reconfiguración de la refinería de Cadereyta se contrató en 1997 a Sunkion Limited, Siemmens e ICA. La obra debió terminarse en julio de 2000, pero tardó más del doble del plazo pactado. Se entregaron los trabajos inconclusos, con irregularidades y los precios unitarios se pagaron muy por encima de lo contratado. En noviembre de 2001, la auditoría cuantificó pérdidas, hasta ese entonces, por más de mil millones de dólares. Pemex, que había renunciado a la jurisdicción nacional, fue demandado por el consorcio en tribunales internacionales. Ante la falta de una defensa adecuada, fue obligado a pagar 630 millones de dólares adicionales. A ningún funcionario se le fincó responsabilidad alguna ni mucho menos sanción hasta el día de hoy. Se generó un daño patrimonial de cuando menos mil 630 millones de dólares.

 

8. En el caso de la reconfiguración de la refinería de Minatitlán, el contrato fue otorgado a la empresa española Dragados. A la fecha tiene más de dos años de retraso y los costos pactados se han duplicado. Y tampoco se han fincado responsabilidades.

 

9. Los contratos con empresas extranjeras en Chicontepec, Veracruz, también demuestran, cuando menos, lo absurdo de la política privatizadora. En esta zona, con amplias reservas de petróleo, pero cuya extracción supone gran dificultad técnica, entre 2004 y 2007 se incrementó la inversión de dos mil 905 millones a cuatro mil 871 millones de pesos, cerca de 70 por ciento. Las fechas coinciden con la contratación de las empresas Schlumberger y Halliburton para la perforación de 300 pozos. Sin embargo, en ese periodo la producción pasó de 25 mil 223 barriles de petróleo crudo equivalente a 26 mil 625 barriles diarios (pce), es decir, únicamente se incrementó seis por ciento. En suma, Burgos y Chicontepec resultaron un magnifico negocio para los contratistas pero un pésimo negocio para la nación.

Cabe agregar que el contratismo y los negocios con empresas extranjeras han llevado a que la inversión de Pemex se oriente sin fundamento económico a la Región Norte. De 2002 a 2007 de la inversión total en Pidiregas, Pemex destinó 37.3 por ciento a dicha región, decisión que no corresponde ni a la rentabilidad ni al potencial de cada región del país. Por ejemplo, en la región Marina, Noreste, Suroeste y Sur, por cada peso invertido se recuperan nueve. En cambio, en el Norte sólo se recuperan dos pesos. Lo anterior sólo tiene una explicación: el gobierno ha privilegiado la producción de gas en la Región Norte para dar seguridad a la inversión privada en la generación de electricidad. Eso explica, aunque no justifica de ninguna manera, los jugosos contratos otorgados en Burgos y Chicontepec a empresas extranjeras.

 

10. En 2007 la proveedora de servicios estadounidense, Noble Corporation rentó tres plataformas semisumergibles, casi simultáneamente y para el mismo plazo, de 2008 a 2011. La de mayor capacidad, reconstruida en 2006, la rentó a Petrobras en 429 mil dólares diarios. La mediana la rentó a la empresa Anadarko, reconstruida en 1999, con un costo de 436 mil dólares al día. Y la más pequeña a Pemex, que fue reconstruida en 1990, y la rentó en 485 mil dólares diarios, es decir, se aceptó un sobreprecio de 59 mil dólares diarios, por la plataforma más pequeña y más antigua.

 

11. La empresa noruega PetroMena, poseedora de plataformas de perforación para aguas profundas, rentó casi al mismo tiempo, y durante cinco años, tres plataformas: la más grande para 3 mil metros de profundidad a Petrobras America Inc., en 750 millones de dólares. La de capacidad media, para 2 mil 500 metros de profundidad, a Petrobras Brasil, en 645 millones de dólares. Y la de menor capacidad, para 2 mil metros de profundidad, a Pemex a un costo de 940 millones de dólares. En pocas palabras, Pemex rentó la plataforma más pequeña 300 millones de dólares más cara.

 

12. En diciembre de 2004, Pemex solicitó a la Secretaría de Hacienda una autorización por 207 millones de dólares para la adquisición de un buque-tanque petrolero. Meses después pidió una ampliación presupuestal para la misma operación por un total de 507 millones de dólares, 300 más de lo presupuestado originalmente.

Como la Secretaría de Hacienda tardó en autorizar la operación, y no obstante que no se contaba con suficientes recursos presupuestales, indebidamente los funcionarios de Pemex publicaron la licitación tomando recursos de un fideicomiso de Pemex en Nueva York, que contiene dinero destinado al pago de Pidiregas, de las deudas de Pemex.

En un principio la licitación era para la operación y el mantenimiento de un buque-tanque, pero Pemex terminó adquiriendo un barco usado con 28 años de antigüedad. Este barco (japonés) fue llamado El Señor de los Mares y había sido reconfigurado para transportar hidrocarburos, pero no cumple con las normas internacionales de seguridad.

En los informes financieros de la empresa que vendió el barco, la noruega Bergensen, El Señor de los Mares aparece con un valor nominal y en libros de 227 millones de dólares. La Auditoría Superior de la Federación cotizó el valor de diversos barcos con características similares al buque en cuestión y encontraron precios de alrededor de 230 millones de dólares.

Sin embargo, Pemex acabó pagando mil 135 millones de dólares por toda la operación: 758 millones de dólares por la compra del barco y 377 millones más para su mantenimiento. Pero lo más escandaloso del caso es que del dinero destinado al barco, 346 millones 500 mil dólares fueron para “gastos administrativos”. O sea que erogaron más en los trámites que en el barco mismo que tuvo un costo neto de 266 millones 600 mil dólares, según la propia información de Pemex.

Para colmo, los auditores encontraron que China vendió en 2007 un buque-tanque nuevo a la empresa Conoco-Phillips, definido como “el más grande construido en China y uno de los más grandes del mundo”, a un precio de 230 millones de dólares. Por El Señor de los Mares” Pemex pagó 527 millones de dólares por encima de su precio. Este es el tamaño de los negocios inmorales que hacen los panistas y sus socios en Pemex.

Después de este rosario de hechos fraudulentos, queda claro que detrás del actual afán privatizador de la derecha, está la ambición del mismo grupo que ha venido haciendo negocios privados al amparo del poder público y a costa del patrimonio nacional. Más allá de consideraciones técnicas, financieras o administrativas, la intención de privatizar Pemex se basa en el interés de las minorías rapaces y de funcionarios corruptos que quieren seguir montados en el negocio del petróleo.

En síntesis, es un hecho innegable que durante la época del pillaje neoliberal, han tratado de destruir a la industria petrolera nacional. Es cuando más ha padecido de intervencionismo y la han saqueado a mansalva, como a ninguna otra empresa en el mundo. Y sin embargo, sigue siendo imprescindible defenderla ante la actual embestida que busca aniquilarla por completo, porque de la salvación de esta industria depende, en mucho, el destino del país y de nuestro pueblo.

LA PROPUESTA DE CALDERÓN

Por varias razones Felipe Calderón se ha propuesto consumar el desmantelamiento de la industria petrolera nacional y entregar la mayor parte de la renta petrolera a particulares, nacionales y extranjeros.

En primer término, Calderón está formado en la ideología de la derecha y su inspiración política proviene de quienes en el pasado han sostenido posiciones reaccionarias a lo largo de la historia nacional; hasta hace poco participaba en homenajes públicos que rendían los conservadores a Agustín de Iturbide, quien estableció la monarquía durante el movimiento de Independencia, aunque pronto tuvo que abdicar a la corona y al trono. Desde luego, Calderón es antijuarista y anticardenista de corazón. Además, ha declarado su simpatía por Francisco Franco. Pero ante todo, forma parte del grupo del PAN que aceptó con beneplácito continuar con la misma política económica que se ha venido imponiendo desde 1983, cuyo principal promotor ha sido Carlos Salinas de Gortari. También recordemos que cuando Calderón fue presidente del PAN, pactó con Zedillo el Fobaproa, gracias al cual las deudas privadas de unos cuantos banqueros y traficantes de influencias se convirtieron en deuda pública.

Y por si fuese poco, desde la campaña presidencial de 2006, estableció acuerdos con quienes siempre se han beneficiado de los negocios en el sector energético y quieren seguir medrando con la industria eléctrica y, sobre todo, con el petróleo. Ellos ayudaron a imponerlo con el fraude electoral y ahora les tiene que corresponder. Lo demás ha sido un simple asunto de procedimiento. Se ha guiado y está llevando a la práctica, la agenda de los organismos financieros internacionales. Ya impuso la reforma a la Ley del ISSSTE; la reforma fiscal y ahora pretende llevar a cabo la llamada reforma energética.

No es casual que el 12 de abril de 2007, Rodrigo Rato presidente del Fondo Monetario Internacional y ex ministro de finanzas del gobierno derechista de España, durante la presidencia de José María Aznar, haya declarado eufórico que felicitaba al gobierno usurpador por la reforma a la Ley del ISSSTE, y le recomendara que hiciera lo mismo con la llamada reforma fiscal y, posteriormente, con la energética.

Por eso, como era predecible, con mucha anticipación empezamos a hacer público que Calderón presentaría iniciativas de reforma a leyes secundarias para privatizar la industria petrolera. Al mismo tiempo, llamamos a debatir a los que consideramos son los principales promotores: Felipe Calderón, Juan Camilo Mouriño, Manlio Fabio Beltrones, Santiago Creel, Emilio Gamboa Patrón, Francisco Labastida y Jesús Reyes Heroles, hijo. Ninguno de ellos respondió abiertamente: como siempre, mandaron a sus incondicionales y lanzaron otra más de sus campañas mediáticas contra nosotros. Nos acusaron de que alucinábamos, que veíamos fantasmas, que luchábamos contra molinos de viento, que queríamos notoriedad para nuestros fines políticos y se dedicaron a exclamar: ¿Cuál privatización? ¿Cuál reforma? ¿Cuál iniciativa?

Cuando dimos a conocer que preparaban el video del llamado “tesoro escondido en las aguas profundas”, primero lo negaron y luego, cínicamente, lo lanzaron al aire, pretendiendo engañar al pueblo de México.

A partir de entonces, empezaron a manejar eufemismos para tratar de ocultar la privatización que estaban fraguando. Usaron todos los términos y frases, habidas y por haber: asociación, alianzas, acompañamiento, apertura, maquila, permisos, contratos de riesgo, contratos de servicios múltiples, contratos incentivados, contratos con terceros, contratos de servicios ampliados, autonomía de gestión; en fin, todo lo que les ayudara a disimular sus verdaderas intenciones.

Luego ya de plano, se arrancaron la máscara y se exhibieron sin tapujos: el miércoles 8 de abril el presidente usurpador mandó sus iniciativas de reforma energética al Senado, y ya era innegable su deseo de privatizar la totalidad de la industria petrolera nacional. Lo que estaba claro, quedó clarísimo: quieren consumar una de las más grandes afrentas que haya padecido el pueblo de México en toda su historia. Esto explica el nerviosismo que mostró Calderón cuando apareció en cadena nacional, informando sobre su propuesta. Sudaba y se mostraba inseguro. En su interior sabía que está muy cerca del papel que jugó, en su tiempo, Antonio López de Santa Anna.

Las iniciativas de reforma a leyes secundarias propuestas por Calderón violan y contravienen los artículos 6º. 25, 27, 28, 49, 73, 108, 109, 113, 126, 127 y 134 de la Constitución. En esencia, con este atropello se pretende entregar a particulares, nacionales y extranjeros, la exploración, la perforación, la refinación, la petroquímica, el transporte, los ductos y el almacenamiento de petrolíferos.

Por ejemplo, en la Iniciativa de Ley para la Creación de la Comisión del Petróleo, en el artículo 3º, se dice que corresponde a dicha comisión: “Otorgar y revocar los permisos para la ejecución, funcionamiento y desmantelamiento de obras y trabajos relacionados con la exploración y explotación de hidrocarburos”.

Asimismo, en la Iniciativa de Ley Orgánica de Pemex propuesta por Calderón, en su artículo 46 se establece:


Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios podrán celebrar contratos en los que se pacte una remuneración fija o variable, determinada o determinable, con base en las obras y servicios especificados al momento de la contratación o que el desarrollo del proyecto exija con posteridad. Petróleos Mexicanos podrá condicionar a que el proyecto genere ingresos para cubrir los costos correspondientes, y podrá pactar incentivos pendientes a maximizar la eficacia o éxito de la obra o servicio, los cuales serán pagaderos únicamente en efectivo.



También, en las reformas a la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo se plantea la apertura a la inversión privada de actividades de la industria petrolera, hasta ahora reservadas en exclusiva al Estado mexicano. Las iniciativas de reforma y adiciones a esta ley dejan fuera de la exclusividad del Estado “el transporte y el almacenamiento [del gas], indispensables y necesarios para interconectar su explotación y elaboración”, también excluyen la distribución y ventas de primera mano “de aquellos derivados del petróleo y del gas que sean susceptibles de servir como materias primas industriales básicas y que constituyen petroquímicos básicos”. De igual manera, la propuesta del nuevo artículo 4º de esta ley establece que “Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios y los sectores social y privado, previo permiso, podrán realizar las actividades de transporte, almacenamiento y distribución de gas, de los productos que se obtengan de la refinación del petróleo y de petroquímicos básicos”.

Además se propone que “Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, podrán contratar con terceros los servicios de refinación de petróleo...”, y también se consigna que las personas “que pretendan realizar o prestar los servicios a los que se refieren los dos párrafos anteriores, podrán construir, operar y ser propietarios de ductos, instalaciones y equipos”.

En suma, es evidente que las iniciativas de ley propuestas por Felipe Calderón, son violatorias de la Constitución y obedecen a los mismos intereses creados, que desde la expropiación del petróleo han estado al acecho para consumar el gran atraco de la privatización de la industria petrolera nacional.

Al respecto, sólo agrego que es lamentable, por inmoral, la actitud que han asumido los defensores de dichas reformas, al estar sosteniendo de manera cínica que estas modificaciones legales no pretenden violar la Constitución, ni privatizar la industria petrolera. Es más, toda su costosa campaña publicitaria la han fincado en la mentira: empezaron con el engaño del tesoro de las aguas profundas y, actualmente, están transmitiendo un comercial por televisión, en el que se afirma que en México la ley prohíbe hacer refinerías, lo cual es absolutamente falso. El marco legal no prohíbe que se construyan refinerías, se impide que esto lo haga el sector privado y los extranjeros. Calderón no las construye, no porque no pueda legalmente o porque no haya dinero, sino porque tiene compromisos inconfesables con organismos y empresas internacionales para privatizar la refinación del petróleo.

 

También es necesario señalar que al otorgarse permisos a extranjeros y privatizar la exploración, la perforación, la refinación, la petroquímica, el transporte, los ductos y el almacenamiento de petrolíferos, se dejaría a Pemex como simple administradora de contratos y abastecedora de petróleo crudo.

Nos quieren quitar la posibilidad de utilizar todo el potencial del sector energético para llevar a cabo el desarrollo económico independiente que necesita nuestro país. Nos quieren condenar a que sólo vendamos materia prima y nunca podamos utilizarla para producir nosotros mismos la gasolina, los productos petroquímicos y la energía eléctrica, y con ello, industrializar a México, crear empleos, fortalecer nuestro mercado interno, reducir los precios al consumidor del gas, la luz y las gasolinas, y sobre todo, elevar los niveles de bienestar de nuestro pueblo.

 

Por si fuese poco, con el nuevo marco legal propuesto por Calderón, se compromete gravemente la soberanía nacional, al aceptarse la obligación de acudir a tribunales internacionales, en caso de controversias con empresas extranjeras. Por ejemplo, en la Iniciativa de Ley Orgánica de Pemex, en el artículo 44 se estipula: “Cualquier controversia relacionada con la licitación, adjudicación o ejecución de los contratos, deberá resolverse conforme a las leyes de los Estados Unidos Mexicanos y someterse a la jurisdicción de los tribunales competentes de México o a tribunales arbitrales nacionales o internacionales”. Asimismo, en el artículo 49 se establece: “Tratándose de actos jurídicos de carácter internacional, Petróleos Mexicanos o sus organismos subsidiarios podrán convenir la aplicación de derecho extranjero, la jurisdicción de tribunales extranjeros en asuntos mercantiles y celebrar acuerdos arbitrales cuando así convenga al mejor cumplimiento de su objeto”.

Como es obvio, de aprobarse esta propuesta se estaría violando flagrantemente el artículo 27 de la Constitución, que prohíbe, tratándose del petróleo, otorgar concesiones o celebrar contratos con particulares. Además, la doctrina Calvo, la doctrina Carranza, la misma Constitución, y otros ordenamientos legales, exigen que los extranjeros se subordinen a los tribunales y a las leyes de nuestro país.

Y una última reflexión: si perdemos la soberanía, como sueñan los entreguistas, será muy difícil, por razones geopolíticas, recuperar el dominio de la nación sobre nuestros recursos energéticos. ¿Cuánto faltaría entonces para dejar de ser un país y convertirnos en colonia? ¿Acaso queremos que los gobernantes sean una burocracia al servicio de los intereses externos? De estas dimensiones es el riesgo actual de volver a abrir las puertas a compañías extranjeras.

 

Aunque todos sabemos que el principal problema de Pemex es la corrupción, Felipe Calderón, en vez de llevar a cabo acciones para enfrentarla, plantea en sus iniciativas la creación de un régimen de excepción para alentarla y legalizarla. Cabe decir, que ni en los diagnósticos, ni en las exposiciones de motivos o en el articulado de las propuestas de Calderón y del PRI, aparece mencionada la palabra corrupción.

En la Iniciativa de Ley Orgánica de Pemex, de manera abierta y descarada, se propone que Calderón nombraría a los integrantes del Consejo de Administración de Pemex, y estos incondicionales o prestanombres tendrían facultades para no llevar a cabo licitaciones públicas y entregar contratos de obras y servicios por asignación directa a sus empresas favoritas.

Además, podrían actuar sin informar a la sociedad, sin rendir cuentas a nadie, sin estar sujetos al régimen de responsabilidades como cualquier otro servidor público. También podrían conceder a su arbitrio, sueldos fuera del presupuesto, autorizar incentivos adicionales a funcionarios y empresas, y contratar deuda pública sin la autorización del Congreso.

Por ejemplo, en el artículo 8º se proponen como miembros del Consejo de Administración, a cinco representantes del cuestionado sindicato de trabajadores petroleros, y tanto ellos como los diez restantes y el director general de Pemex tendrían el privilegio de la impunidad, porque según el artículo 37 de dicha iniciativa: “Petróleos Mexicanos contratará en favor de los miembros del Consejo de Administración y del director general, los seguros, fianzas o cauciones, que cubran el monto de las posibles indemnizaciones por los daños o perjuicios que llegaren a causar a dicho organismo y sus organismos subsidiarios”. Se trata ni más ni menos de legalizar la impunidad, de algo así como un blindaje jurídico para futuros atracos a Pemex y a la nación.

Habría que agregar que el 23 de julio, el PRI presentó su propuesta y copió de una de las iniciativas de Calderón 24 de 49 artículos, y uno de ellos es el comentado anteriormente. Y en días posteriores cambiaron sus documentos básicos para permitir la reforma privatizadora de manera disfrazada.

 

En las cinco iniciativas que propone Calderón, al igual que en las del PRI, es notoria la creación de consejos, comisiones y comités que engrosarán aún más la alta burocracia existente en todo el sector energético. No hay nada en las iniciativas de Calderón para dotar a Pemex de geólogos, ingenieros petroleros o técnicos especializados para labores operativas, sino que sólo se habla de la contratación de financieros y administradores.

Simplemente se propone una superestructura tecnocrática. Las funciones importantes dependerán del consejo, de comités y de la Comisión del Petróleo. Incluso, el director general de Pemex se quedaría como un simple adorno, como un florero.

Al mismo tiempo, se trata de un aparato centralizado, donde todo dependería de Calderón y de la secretaria de Energía. Como ya dijimos, él nombra a los consejeros, la presidenta del Consejo es la secretaria de Energía, que tiene voto de calidad en caso de empate y propone al secretario del Consejo. Además, se crean tres comités con tres consejeros cada uno: el Comité de Transparencia, el Comité de Estrategia e Inversiones y el Comité de Remuneraciones. A estos consejeros los propone la secretaria de Energía. A su vez, el Comité de Transparencia designa al auditor externo y decide sobre la contratación de otros auditores. El comisario de Pemex será nombrado también por el Ejecutivo federal y dependerá de la secretaria de Energía.

Todos estos órganos, tanto el Consejo de Administración como los tres comités y el director general, tendrán por ley estructuras burocráticas y los sueldos de estos funcionarios públicos serán fijados de acuerdo con el “mercado laboral”.

Además, se propone crear la Comisión del Petróleo, integrada por cinco comisionados, quienes serán propuestos también por la secretaria de Energía y en la misma iniciativa de ley se establece, en el artículo 4º transitorio, que “la Cámara de Diputados, a propuesta del Ejecutivo federal, asignará a la Secretaría de Energía, los recursos presupuestarios necesarios para la debida consecución del objetivo de la Comisión del Petróleo y, en su caso, se establecerán los derechos correspondientes para su financiamiento en la ley respectiva”.

En fin, una maraña burocrática, discrecional, onerosa, que hará aún más ineficiente y corrupta, toda la operación de Pemex. Por último, en cuanto a la iniciativa propuesta por el PRI lo único que cambia en relación con la de Calderón es que ya no habla de “contratos incentivados” sino de “contratos de éxito”, que a final de cuentas significa lo mismo.

También se busca agrandar el aparato burocrático y se reafirma la política de Salinas en el sentido de desmembrar a Pemex creando nuevas subsidiarias, en vez de integrar a esta empresa para utilizar toda su cadena de valor y convertirla en palanca del desarrollo nacional.





 

TERCERA PARTE

EL MOVIMIENTO EN DEFENSA DEL PETRÓLEO





LAS RAZONES DE NUESTRO MOVIMIENTO

Aunque siempre el tema del petróleo ha sido fundamental en nuestro movimiento por la transformación de México, desde finales de 2007 empezamos a advertir y a prepararnos ante el inminente propósito de privatización de la industria petrolera. Al principio incluso algunos de nuestros compañeros pensaron que exagerábamos; sin embargo, con el paso del tiempo y ante los hechos, se fueron convenciendo y cerramos filas en la defensa del petróleo. Esta causa ha sumado muchas voluntades, y se han adherido por su cuenta hasta quienes no comparten nuestras estrategias de lucha, porque va más allá de simpatías o diferencias de personas, grupos o partidos. Es anhelo de justicia, de independencia económica y de soberanía.

El petróleo despierta muchos sentimientos. La expropiación petrolera es un logro de la pasada generación, de nuestros padres y abuelos, y es algo que permanece vivo en la conciencia de los mexicanos. Tengo como testimonio que en una reunión en 2007 del Frente Amplio Progresista, cuando expuse que debíamos unirnos y actuar sin titubeos en la defensa del petróleo, me sorprendió gratamente que Luis Maldonado Venegas, presidente nacional del partido Convergencia, dijera que su organización política estaría dispuesta a cualquier esfuerzo en este sentido. En su intervención relató conmovido que su abuelo Serapio Venegas Cortés, había sido el primer líder del sindicato de trabajadores de la compañía El Águila, con sede en Tampico y había sido asesinado en 1918 por las guardias blancas de esa petrolera extranjera. También recientemente un simpatizante nuestro en Tabasco, el doctor Manuel Soto Hernández, me platicó lleno de orgullo, que su padre, Eduardo Soto Inés, había sido elegido, el 15 de agosto de 1935, como el primer secretario general del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana. Y como ya lo expresé en mis giras por el país, he recogido testimonios de campesinos, obreros, maestros, y de quienes eran niños en ese entonces y contribuyeron al pago de las indemnizaciones por la expropiación.

 

El 18 de noviembre de 2007, en una asamblea en el zócalo de la ciudad de México, se creó la Comisión Coordinadora Nacional en Defensa del Petróleo, integrada por Claudia Sheinbaum, Ifigenia Martínez, Bertha Maldonado, Jesusa Rodríguez, Layda Sansores, Rosalinda López y Alfredo Jalife. El 9 de enero de 2008, en el Centro Cultural Estación Indianilla, se constituyó el Movimiento Nacional en Defensa del Petróleo y se dieron a conocer las primeras acciones. Allí mencioné por primera vez la frase del general Cárdenas que les molestó mucho a nuestros adversarios y generó polémica: “Gobierno o individuo que entrega los recursos naturales a empresas extranjeras, traiciona a la patria”.

A partir de entonces, la defensa del petróleo se convirtió en el tema central de nuestro movimiento. Aprovechamos el tiempo y no sólo denunciamos el despojo que se pretende efectuar, sino que nos organizamos y movilizamos para impedirlo. El 24 de febrero nos reunimos frente a la Torre de Pemex. En esa ocasión se llamó a la formación de brigadas en todo el país y se dio a conocer el plan de acción para la resistencia civil pacífica.

 

En ese acto entregué a los legisladores del Frente Amplio Progresista, un expediente con la denuncia en contra de Juan Camilo Mouriño, por firmar contratos con Pemex en beneficio de sus empresas familiares. Aunque este asunto de corrupción se difundió ampliamente, se creó en la Cámara de Diputados una comisión a modo para investigar y Mouriño terminó por aceptar su responsabilidad, pero no pasó absolutamente nada. Hace unos días, Felipe Calderón declaró de manera cínica que había puesto a Mouriño en Gobernación porque “la propia reforma energética requería una interlocución que estuviera mucho mayor fundada en conocimiento técnico del tema”.

 

El 18 de marzo conmemoramos el 70 aniversario de la expropiación petrolera con el zócalo lleno. En este marco se dio a conocer la integración de los 32 comités estatales en defensa del petróleo. Claudia Sheinbaum anunció que se constituirían brigadas de mujeres con ese propósito. Y se convocó a una nueva asamblea en el zócalo a celebrarse siete días después, en plena Semana Santa. Para entonces teníamos información sobre el hecho de que estaban por presentar las reformas privatizadoras, por lo cual el trabajo de organización del movimiento se intensificó.

A pesar de que todavía no se conocían las propuestas de reforma de Calderón, en ese acto expusimos nuestros argumentos para oponernos a la privatización de la industria petrolera. Dimos cinco razones:

La primera es la defensa de nuestra soberanía nacional. Como hemos expuesto, durante el porfiriato se otorgaron concesiones a compañías extranjeras para explotar el petróleo en nuestro territorio. Dichas compañías no sólo dominaban en este ramo de la economía, sino que eran dueñas de grandes extensiones de tierra en donde se imponían de manera absoluta, cometiendo graves abusos e injusticias.

Uno de los logros más importantes de la Revolución Mexicana fue que en el artículo 27 de la Constitución se estableció el principio de que a la nación le corresponde el dominio directo de todos los recursos naturales, entre ellos “el petróleo y todos los carburos de hidrógeno, sólidos, líquidos o gaseosos”. A pesar de este ordenamiento legal, las presiones y amenazas de los gobiernos extranjeros impidieron, por dos décadas, que se hiciera valer este mandato constitucional. No pudo hacer más Carranza, tampoco Obregón, ni Calles. Fue hasta 1938 cuando se recuperó el petróleo que estaba en manos de extranjeros. De modo que no resultó nada sencillo hacer valer el dominio de nuestra nación sobre el petróleo. Para lograrlo se entrelazaron tres condiciones inmejorables: tuvimos la fortuna de contar con un presidente popular, con sensibilidad política y, sobre todo, patriota, el general Lázaro Cárdenas del Río. Desde entonces, no hemos tenido a un hombre público de esas dimensiones. También fue decisivo que en Estados Unidos gobernaba el presidente Franklin Delano Roosevelt, uno de los más grandes políticos del siglo XX. Y desde luego, también influyó el hecho que el 12 de marzo de 1938, Hitler invadía con sus tropas Austria y, con ello, estallaba la Segunda Guerra Mundial. Esta circunstancia político militar hizo entender al gobierno estadounidense que era preferible la vía de la negociación y contar con un gobierno antifascista en su frontera sur, que el uso de la fuerza contra nuestro país.

Así fue como se llevó a cabo la expropiación de 17 compañías extranjeras que se negaban a respetar el laudo judicial a favor de los trabajadores y se hizo valer la soberanía nacional. Con esta histórica decisión se alejó el riesgo de la subordinación del poder público a empresas extranjeras. Desde entonces, quedó de manifiesto que no se puede permitir que ningún interés económico o entidad superior extranjera esté por encima del Estado mexicano. Y en esto radica el riesgo actual de volver a abrir la puerta a las compañías extranjeras, las cuales, como sabemos, se constituyen en poderes reales que, con la fuerza de sus gobiernos, tienden a subordinar los intereses y sentimientos de los pueblos y de las naciones.

La segunda razón por la que no aceptamos la privatización del petróleo es que sería una alevosa violación a nuestra Constitución Política. Como es sabido, la intención de las cúpulas del PRI y del PAN es llevar a cabo la privatización del petróleo mediante la reforma a la Ley Reglamentaria del artículo 27 y a otros ordenamientos secundarios, para permitir la celebración de los llamados “contratos riesgo”, contratos de servicios múltiples, y la asociación con empresas extranjeras, todo lo cual es rotundamente inconstitucional.

Cuando don Jesús Reyes Heroles fue director de Pemex –y esto lo debería saber su hijo, actual director de ese organismo público–, eliminó los llamados contratos riesgo que, como él mismo decía, son “contratos riesgo para Petróleos Mexicanos, y de seguridad y beneficio para los extranjeros”.

La tercera razón es que detrás de la privatización está el interés de lucro de un grupo de traficantes de influencias y de políticos corruptos para hacer jugosos negocios privados al amparo del poder público. En vez de la privatización para seguir haciendo negocios privados en el sector energético, lo que realmente hace falta es combatir la corrupción, empezando por hacer una auditoría en la cual, entre otras cosas, se aclare puntualmente la relación que existe entre Felipe Calderón, Juan Camilo Mouriño, César Nava, Alfredo Elías Ayub y Dionisio Pérez Jácome hijo, con empresas extranjeras y contratistas nacionales. Nunca como ahora es tan aplicable la frase de Bertold Brecht, según la cual, “el peor de todos los ladrones es el político corrupto, lacayo de las empresas nacionales y multinacionales”.

Es indignante que, cuando lo que quieren es montarse en el negocio del petróleo, estén tratando de manipular a la opinión pública con campañas publicitarias, llenas de mentiras, como la del famoso “tesoro escondido en las aguas profundas del Golfo de México”. Las reservas más grandes de petróleo no están en las aguas profundas, sino en tierra y en aguas someras del Golfo de México. Usan el pretexto de la extracción petrolera del fondo del mar, junto con la vacilada del “efecto popote” en los yacimientos transfronterizos, para justificar la pretendida reforma a las leyes y permitir la asociación con empresas extranjeras.

Aquí reitero que es falso el argumento de la falta de dinero o de tecnología para modernizar la industria petrolera. Debe saberse que Pemex, a pesar de la corrupción y de su mal manejo, es la empresa más rentable del país (extraer un barril de petróleo nos cuesta cuatro dólares y se está vendiendo ahora a 95 dólares). Si realmente se quiere fortalecer a Pemex, no hace falta modificar el marco legal, es cosa de reducir el gasto burocrático y terminar con los privilegios de los altos funcionarios públicos, para destinarle más recursos económicos; o cuando menos, entregarle los excedentes que se obtienen por los altos precios del petróleo, que en 2008 serán de 200 mil millones de pesos, lo cual significaría aumentar al doble la inversión actual de este organismo sin endeudamiento de ninguna índole.

En cuanto a la tecnología es mentira que ésta no se pueda contratar en el mercado, y que por ello, irremediablemente, tengamos que asociarnos con empresas extranjeras. Incluso Pemex ya ha firmado tres contratos para perforar en tirantes de agua de más de 3 mil metros. Además, hay trabajadores, técnicos, geólogos e ingenieros petroleros mexicanos con mucha experiencia. Recordemos que, apenas había transcurrido un año de la expropiación, cuando, a pesar de la sentencia de los dueños de las compañías extranjeras de que no podríamos salir adelante sin su tecnología, los trabajadores y técnicos mexicanos sacaron a flote a la industria petrolera. Sólo los políticos y tecnócratas corruptos, acomplejados y vendepatrias pueden argumentar hoy que Pemex no puede solo y que su entrega al sector privado, nacional y extranjero, es la única salvación.

Otra razón fundamental para impedir la privatización de la industria petrolera, es que nos quedaríamos sin la posibilidad de desarrollar al país en beneficio de la mayoría de los mexicanos. Como lo hemos propuesto en otras ocasiones, con el petróleo podemos industrializar a México, crear empleos, abaratar los precios del gas, la gasolina y la electricidad, fortalecer nuestro mercado interno y garantizar el bienestar de la población. Si se privatiza el petróleo o se comparte la renta petrolera con empresas extranjeras, no tendríamos realmente cómo sacar adelante al país. Se cancelaría el futuro para millones de mexicanos, se estaría condenando al pueblo sólo a sobrevivir, a seguir padeciendo por el desempleo, y continuaría creciendo, cada vez más, la migración a Estados Unidos.

Y por último, nos oponemos a la privatización porque queremos vivir en paz, y sabemos que la paz es fruto de la justicia. Lo afirmamos con absoluta responsabilidad: si se entrega la renta petrolera a particulares, nacionales y extranjeros, no habrá forma de mejorar las condiciones de vida y de trabajo del pueblo y se estará cancelando la posibilidad de transformar a México por la vía pacífica.

El despojo del petróleo dejaría latente el riesgo de una confrontación violenta, lo cual nos llevaría a más sufrimiento, inestabilidad política y social, al predominio del uso de la fuerza y no necesariamente a la emancipación del pueblo. Recordemos que desde la expropiación hasta nuestros días, el petróleo ha sido un instrumento de paz y de estabilidad política, precisamente porque ha estado en manos de la nación. Por eso es preferible actuar ahora y no permitir que la derecha termine por desestabilizar al país. Insisto: son ellos los más tenaces violadores de la Constitución y las leyes. Nuestro movimiento no quiere la violencia. Vamos a transformar a México por la vía pacífica y a seguir actuando de manera responsable, pero con firmeza y patriotismo.

 

El 25 de marzo se llenó de nuevo el zócalo. Allí se presentaron por primera vez las brigadas en defensa del petróleo de la ciudad de México: 20 grupos de 10 mil mujeres y 36 con 18 mil hombres. Fue realmente impresionante ver a estos contingentes ordenados, perfectamente organizados, con sus coordinadoras y coordinadores. Conmovía, sobre todo, su convicción y su entusiasmo.

Allí sostuvimos que para lograr que la resistencia civil pase de ser un acto de protesta meramente testimonial y pueda ser una opción renovadora de nuestra vida pública, debemos organizarnos, darle forma cotidiana a la disciplina y comprometernos a estar informados y tener presencia activa, sin lo cual no hay una auténtica y profunda movilización popular y ciudadana.

Entre más organización y más disciplina, mejores serán los resultados y más seguridad tendremos de no caer en ninguna provocación y de mantener todas nuestras acciones en el marco de la no violencia. Por esa razón, decidimos no reconocer a ninguna brigada que no esté registrada y encauzada en nuestro esquema de organización. Es lógico que se han constituido muchas más brigadas, pero a través de un proceso ordenado y cuidadoso.

No queremos que el Centro de Investigación y Seguridad Nacional, los espías del gobierno usurpador, o cualquier otra organización del régimen o de la derecha, formen sus brigadas o nos infiltren para provocar violencia y afectar a nuestro movimiento.

Ese día también dimos a conocer que se había constituido, por iniciativa propia, el Comité de Intelectuales en Defensa del Petróleo. El Comité lo integraban originalmente, Sergio Pitol, José Emilio Pacheco, Carlos Monsiváis, Elenita Poniatowska, Fernando del Paso, Margo Glantz, Enrique González Pedrero, José María Pérez Gay, Lorenzo Meyer y Arnaldo Córdova. Actualmente, forman parte de este grupo más de 30 grandes escritores, artistas y académicos.

 

Como ya se mencionó, el 8 de abril Calderón presentó sus iniciativas de reforma a leyes secundarias para privatizar la industria petrolera, violando el espíritu y la letra de la Constitución. Dos días después, en forma coordinada y simultánea, comenzaron las acciones de resistencia civil pacífica.

La primera medida la tomaron los senadores del Frente Amplio Progresista al ocupar la tribuna de ese recinto legislativo. De inmediato hicieron lo propio, en apoyo a sus compañeros, los diputados del PRD, PT y Convergencia. Todo esto fue acompañado por la acción extraordinaria y ejemplar de las mujeres brigadistas que participan activamente en la defensa del petróleo; quienes a su vez fueron respaldadas por los hombres que forman parte de las brigadas de la ciudad de México y del municipio de Ecatepec, estado de México.

 

El día 13 de abril se llevó a cabo una marcha en la capital del país, del Ángel de la Independencia al zócalo; allí fijamos una vez más nuestra postura y dejamos en claro cuál era nuestra principal demanda en esos momentos. Exigimos algo totalmente racional, pacífico y posible: que se convocara a un debate nacional plural y democrático, con toda la sociedad, tal como lo había propuesto el Comité de Intelectuales días antes. Un debate sin prisas, frente a la nación, abierto a todas y a todos los que tuvieran algo que decir, en el entendido de que el petróleo es de todos los mexicanos y todos tenemos derecho a opinar. Allí dijimos que aunque los senadores y diputados podrían tener la última palabra, el pueblo de México siempre tendrá la primera palabra.

Como lo habíamos previsto, a partir del 10 de abril, cuando comenzaron las acciones de resistencia civil pacífica, se intensificó la campaña en contra de nosotros en la mayoría de los medios de comunicación. Se nos echaron encima con todo. Con gran hipocresía se dedicaron a rasgarse las vestiduras y a atacarnos y a ofendernos de manera vulgar. Pero, en medio del griterío, ¿qué es lo que se alcanzaba a escuchar, qué es lo que alegaban? Acusaban a nuestros legisladores de haber secuestrado al Congreso. Además de que ellos forman parte del Congreso, ¿acaso un senador o diputado puede permitir con los brazos cruzados que se viole la Constitución, cuando ha jurado respetarla y hacerla cumplir? ¿Acaso no son realmente los potentados de este país los que tienen tomadas las instituciones para su beneficio personal? ¿Acaso no han convertido al gobierno de la República en un comité al servicio de unos cuantos? ¿Con qué autoridad moral hablan de democracia, cuando ellos mismos han venido reconociendo públicamente que se robaron la Presidencia de la República al afirmar “haiga sido como haiga sido”?

Dicen que hay que apegarse a los procedimientos legales, pero deliberadamente olvidan que la mayoría de los ministros de la Suprema Corte de Justicia no son más que encubridores de políticos corruptos y de delincuentes de cuello blanco. Claro que conocemos los procedimientos legales ante una violación a la Constitución. Claro que podemos acudir a la Corte y presentar un recurso de inconstitucionalidad. Pero no somos ingenuos. Desgraciadamente, esa institución, como es de dominio público, sólo sirve para legalizar los despojos que cometen los poderosos.

En la mayoría de los medios de comunicación, en la radio y la televisión, los conductores también vociferaban que teníamos secuestrado al Congreso. ¿Acaso no son ellos los acaparadores de la palabra, de la información, y los más tenaces manipuladores de la opinión pública?

Desde el zócalo les volvimos a advertir que no nos detendrán sus campañas de odio y de linchamiento político. Debe saberse que nada nos llevará a convertirnos en cómplices del atraco al pueblo y a la nación. Este movimiento está integrado por mujeres y hombres dignos que no se miden con el rasero de la política tradicional, sino con el de la historia.

En la vieja política todos los intereses cuentan, menos el interés del pueblo; la mujer y el hombre público deben ajustarse a las reglas del juego: no pueden ejercer a plenitud su libertad, les está prohibido reflexionar en voz alta, están obligados a cuidar su imagen para no afectar su carrera y a someterse al código que exigen los intereses creados. El caso de nuestro movimiento es distinto. Para nosotros lo más importante es mantener nuestra dignidad y nuestros principios. Nos mueven ideas y convicciones, no meros intereses políticos. No importa que al final de esta jornada patriótica resultemos desgastados políticamente si logramos mantener, bajo el dominio de la nación, la explotación y el aprovechamiento de nuestro petróleo.

A pesar de que Calderón afirmó, en una entrevista con Joaquín López-Dóriga el día que presentó sus iniciativas, que quería su aprobación antes del 30 de abril, cuando concluía el periodo ordinario de sesiones del Congreso; y que entre los suyos manejó que se aprobarían en 15 días, e incluso que ya se había llegado al acuerdo con Manlio Fabio Beltrones; las acciones de resistencia civil, y en particular la toma de las tribunas, impidieron que se llevara a cabo este madruguete legislativo.

 

El 27 de abril se celebró una nueva asamblea en el zócalo. En esa ocasión dimos por hecho que ya estaba por finalizar el periodo ordinario y que no podrían en los próximos tres meses consumar, como lo tenían planeado, el gran pillaje de la privatización del petróleo. Y en efecto, una vez que el PRI y el PAN aceptaron el debate nacional sobre la reforma energética, se dejaron las tribunas del Congreso.

Con esa reunión iniciamos la segunda etapa de la resistencia civil pacífica, con el objetivo de romper el cerco informativo, y bajo la premisa de que cada uno de nosotros sería un medio de comunicación. Asimismo me comprometí a recorrer en dos meses todas las regiones del país. En ese tiempo visité todas las capitales de los estados de la República y 97 cabeceras municipales de casi todas las regiones del país.

En esa asamblea también me referí a la furia de nuestros adversarios que, como es comprensible, defienden la rapiña y sus privilegios. Dije que aunque no valía la pena detenerse tanto en sus motivos, sí era importante clarificar en qué se basan los potentados para tratar de imponerse. Desde mi punto de vista, ellos se apoyan, fundamentalmente, en el control que ejercen sobre los medios de comunicación, lo cual les permite ocultar la verdad, engañar y tratar de manipular a la población. Es más, este es un fenómeno mundial. El politólogo Giovanni Sartori comentó, con motivo de las elecciones en Italia, que el triunfo de Berlusconi se debió al dominio que tiene de los medios de comunicación; y llegó a decir que así, hasta él ganaría.

Algo parecido sucede en nuestro país, donde los dueños de los principales medios de comunicación son de los hombres más ricos de México. Por intereses, afinidad o conveniencia, se ponen a las órdenes del régimen y ofrecen sus servicios para llevar a cabo cualquier campaña de desprestigio contra quienes son considerados una amenaza por resistir ante las injusticias o por intentar un cambio verdadero. No vale la pena pelearse o enojarse cuando articulistas, conductores de radio o de televisión nos atacan, porque al final de cuentas, ellos son únicamente instrumentos, empleados de las grandes corporaciones de comunicación que están de modo indisoluble ligadas al poder económico y al poder político.

Esto explica también por qué están cerrados los medios para la sociedad, por qué nos difaman, por qué no nos permiten expresarnos y por qué en vez de informar se erigen en jueces y sólo sus opiniones son escuchadas. Por ejemplo, en el caso de las tomas de tribuna en las cámaras del Congreso, nunca hablaron de las causas. Nunca dijeron que se pretendía violar la Constitución, privatizar Pemex y fomentar la corrupción. Sólo se dedicaron a gritar y a repetir, una y mil veces, la palabra secuestro. En mi caso, una asociación de derecha, con la anuencia de Calderón, elaboró un mensaje de televisión en el que me comparaban con Hitler, Mussolini y Stalin. Por eso en el zócalo le pregunté a la gente: “¿Ustedes creen, por ejemplo, que ese burdo espot que difundió Televisa en mi contra y de los legisladores del FAP, lo hubiesen transmitido si fuera en contra de Felipe Calderón?”. La respuesta fue un no generalizado. Aquí abro un paréntesis para reconocer a los medios de comunicación libres e independientes. Hay pocas, pero honrosas y dignas excepciones. ¡Qué gran aliada de todo movimiento honesto es la prensa honesta!

 

El 29 de junio nos volvimos a reunir en el zócalo de la ciudad de México y se informó sobre los resultados obtenidos hasta entonces. Ya se había consolidado la organización: ya éramos 200 mil brigadistas que nos dedicamos, con mucho convencimiento, a transmitir información casa por casa, barrio por barrio, colonia por colonia y pueblo por pueblo, para dar a conocer nuestras razones y las gravísimas consecuencias que tendría la privatización de la industria petrolera. En sólo dos meses se distribuyeron 370 mil copias de videos, 3 millones de volantes, 18 millones 500 mil folletos con artículos de análisis y reflexión y 19 millones 560 mil historietas. Todo el contenido de estos materiales y su elaboración estuvo a cargo de escritores, artistas y técnicos que ayudaron de manera voluntaria, con inteligencia y entusiasmo. Vale la pena mencionar a los integrantes de los Círculos de Estudio, que se han ido creando a instancias de Rafael Barajas “El Fisgón”, y que como brigadistas han tenido un papel destacado en la tarea de informar a los ciudadanos en pueblos, colonias y escuelas.

 

Al mismo tiempo, expertos de distintas disciplinas, muchos de ellos como ciudadanos, con un definido patriotismo, participaron en los 21 foros de debate que se realizaron en el Senado. En las discusiones quedó de manifiesto, con suficientes argumentos, que las reformas de Calderón y sus socios son violatorias de la Constitución, buscan privatizar la industria petrolera y profundizar la corrupción en Pemex.

A pesar del cerco informativo, el debate sobre el petróleo se extendió a todo el país. Los ciudadanos, las organizaciones sociales y las universidades públicas organizaron foros de discusión y análisis acerca de esta cuestión. Mención especial merece la iniciativa que tomó el rector de la Universidad Nacional Autónoma de México, José Narro Robles, de auspiciar una discusión amplia y plural de investigadores y académicos en la más prestigiada universidad de América Latina.

 

También en este periodo, por iniciativa del jefe de Gobierno de la ciudad de México, Marcelo Ebrard, se llevó a cabo en todo el país una consulta para recoger la opinión de la gente sobre la reforma energética. Es necesario mencionar que aunque se hicieron todos los trámites en la Junta de Coordinación Política del Senado, ante el IFE y los gobiernos de los estados para que la impulsaran, la derecha del PRI y del PAN rechazaron y descalificaron la consulta nacional.

La postura de la clase gobernante se puede resumir en lo expresado por el director general de Pemex, Jesús Reyes Heroles, quien sostuvo que la reforma petrolera es un asunto demasiado complejo para someterlo a una consulta popular, que los ciudadanos no están preparados para opinar del tema. Lo que está claro es que quien no está preparada para la democracia es la clase gobernante. Con su actitud, lo que exhiben es su escaso poder de convencimiento y el miedo que le tienen al pueblo. De todas maneras, la consulta se llevó a cabo en todo el país.

En este ejercicio democrático participaron alrededor de 2 millones 800 mil ciudadanos y más de 90 por ciento votó en contra, en general, de la intervención de la iniciativa privada en la industria petrolera y, en particular, de las reformas propuestas por Calderón al Congreso.

 

De igual forma, el Movimiento Nacional en Defensa del Petróleo, el Gobierno Legítimo de México y el Frente Amplio Progresista solicitamos a un grupo muy amplio de profesionales, expertos, intelectuales y académicos, la elaboración con toda libertad de una propuesta ciudadana de reforma energética que tuviera como único propósito, la salvaguarda, del interés nacional y el beneficio del pueblo.

Cuando se nos dio a conocer esta propuesta, hubo consenso y fue aceptada por todos. Cuenta con el respaldo de más de 100 personalidades, intelectuales y académicos, un grupo plural de diversas ideologías y disciplinas, de lo mejor que hay en el país. La propuesta se presentó formalmente al Senado el 27 de agosto y tiene como objetivo establecer una política energética de Estado que dé sustento a la soberanía y la seguridad nacional, con base en el respeto a la Constitución y en el fortalecimiento de Pemex.

La presentación pública, en nombre de todos los participantes, la hicieron Rolando Cordera, Javier Jiménez Espriú y el embajador Jorge Eduardo Navarrete. Ante los brigadistas de la ciudad de México, reunidos el 31 de agosto en el monumento a la Revolución, el embajador Navarrete hizo una síntesis de esta propuesta alternativa:


Hablo en nombre de alrededor de un centenar de mexicanos que intervenimos en la elaboración de la iniciativa ciudadana de reforma energética. Constituimos un grupo muy diverso, de personas de diferentes ideologías.

Hubo militantes de varios partidos y otros que no militamos en ninguno.

Hubo ingenieros de diversas especialidades, abogados, economistas, científicos y también, desde luego, escritores, artistas, periodistas.

Muchos de nosotros habíamos participado en los foros del Senado, o en el debate de la Universidad Nacional, o en el de la Academia Mexicana de Ciencias, como expertos, ex funcionarios y especialistas.

Mujeres y hombres unidos por una convicción común: después de nosotros mismos –los mexicanos todos–, el petróleo es el principal recurso natural del que dispone México. Unidos también por la preocupación ante el peligro de que la explotación y manejo de ese recurso, que la Constitución reserva en exclusiva al Estado mexicano, se entregue a empresarios, contratistas o permisionarios privados, del país y, sobre todo, del extranjero.

Respondimos al llamado del Movimiento Nacional en Defensa del Petróleo y de los partidos del Frente Amplio Progresista para preparar una iniciativa ciudadana, anclada con firmeza en el mandato constitucional. Una iniciativa con sólidas bases técnicas, que se nutriera de firmes contenidos nacionalistas y que respondiera a las necesidades de México.

Sobre todo, una iniciativa que restaurara a la industria petrolera como pilar del desarrollo nacional. Una iniciativa para fortalecer a Pemex, que ha sido debilitado y expoliado, que ha sido víctima de la ineficiencia y la corrupción.

En este momento, el petróleo encierra la más importante oportunidad para potenciar el crecimiento de la economía y dar base a un desarrollo diferente, que combata la miseria y reduzca la desigualdad; que vea por el bien de todos y, primero, por el de los pobres.

El petróleo y el gas natural, los hidrocarburos, constituyen la base material más importante del proyecto alternativo de nación que México reclama.

En poco menos de un mes, ese grupo ciudadano preparó cuatro documentos, que fueron entregados a Andrés Manuel López Obrador y a los grupos parlamentarios del Frente Amplio Progresista:

Primero: Una propuesta de los lineamientos básicos de una política energética de Estado que comprende al conjunto del sector de la energía, no sólo al petróleo.

Propone una política de energía integral y de largo plazo, que responda al cuidado y restauración del medio ambiente. Una política que, sin desconocer la importancia de los hidrocarburos, privilegie el desarrollo de otras fuentes de energía, para lo que propone establecer el Instituto Nacional de Energías Renovables.

Una política que aliente la investigación y desarrollo tecnológico nacionales, en el Instituto Mexicano del Petróleo y en las universidades e instituciones públicas de enseñanza superior y de investigación.

Una política que promueva la proveeduría por parte de empresas mexicanas y el desarrollo de la ingeniería nacional, en los grandes proyectos de construcción.

En suma, una política que se traduzca en una industria petrolera y una industria eléctrica, eficientes, diversificadas, responsables con el ambiente y que satisfagan las necesidades del desarrollo nacional.

Segundo: Un conjunto de iniciativas de reforma de diversas leyes, orientadas a fortalecer a Pemex, atendiendo a su desarrollo a largo plazo.

Me referiré sólo a los dos más importantes de los siete proyectos de reforma legal que constituyen la iniciativa ciudadana:

Se propone reformar la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo para: Reestablecer el carácter de Pemex como organismo público descentralizado, plenamente integrado.

Superar su fragmentación en subsidiarias, que ha convertido a México en exportador de crudo e importador de refinados y petroquímicos y corregir el sesgo exportador, que ha llevado al país a dilapidar sus reservas.

Dotarlo de autonomía de gestión y presupuestaria, con procedimientos efectivos y transparentes de rendición de cuentas al Congreso y al pueblo de México.

Garantizar la seguridad energética de la nación y la sustentabilidad de la plataforma de extracción. Diversificar sus mercados y sus proveedores e incorporar mayor valor agregado a sus productos.

Excluir en definitiva los contratos de riesgo, bajo todas sus formas y disfraces, y proscribir el sometimiento del organismo a tribunales del extranjero, en controversias relativas a actos realizados en el territorio de la nación. Que sean las leyes mexicanas las que rijan en México.

También se propone una nueva Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos que define las características organizativas, formas de gobierno, dirección y control de Pemex, haciéndolas más eficaces, democráticas y transparentes.

Otorga especial importancia a nuevas disposiciones en materia de planeación y programación, para que Pemex deje de responder a las emergencias de gasto del gobierno y atienda su propio desarrollo a largo plazo.

Regula la contratación de adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras públicas para evitar el contratismo exacerbado, que ha traído ineficiencia y corrupción.

Las reformas a otras cinco leyes complementan la orientación nacionalista, a favor de la eficiencia, la transparencia y la responsabilidad ambiental de Pemex.

El tercer componente de la iniciativa ciudadana es un Programa de Acción Inmediata para el Fortalecimiento de Petróleos Mexicanos, que atienda la urgencia de rescatar al organismo de la postración en que lo han sumido las políticas de los últimos gobiernos.

Con este programa se asignarán mayores recursos al organismo para que los destine a actividades que se han rezagado: exploración, refinación, conservación y mantenimiento de equipos y plantas, petroquímica, ductos y almacenamiento, e investigación y desarrollo.

Estos mayores recursos provendrían de una reducción de la tasa del derecho ordinario de hidrocarburos, entre otras acciones que darían fin a la confiscación de los recursos de Pemex por parte del gobierno.

Con este programa demostramos que, incluso sin ninguna reforma, existen recursos suficientes para garantizar el sano crecimiento y diversificación de las actividades de Pemex y para comenzar a fortalecer su infraestructura e iniciar nuevas plantas de refinación e instalaciones de transporte y almacenamiento. Demostramos que no se requiere invitar a inversionistas del exterior para fortalecer a Pemex.

El cuarto documento es un análisis crítico pormenorizado de las otras dos iniciativas de reforma petrolera que se han presentado al Congreso. Este análisis podrá ser usado por los legisladores del Frente Amplio Progresista en el debate legislativo que se avecina.

Todos estos documentos han sido ya entregados formalmente por los partidos del FAP a la Comisión Permanente, que los ha turnado, según corresponde, al Senado de la República y a la Cámara de Diputados.

Mañana, cuando comience el nuevo periodo de sesiones del Congreso, junto a las iniciativas de intención privatizadora y con rasgos de inconstitucionalidad, se podrá discutir también esta iniciativa ciudadana: apegada a la Constitución, de gran solidez técnica, moderna y eficaz.

Comprometamos nuestro esfuerzo para sacar adelante la iniciativa ciudadana, convertida en la iniciativa del Frente Amplio Progresista. Asegurémonos que el petróleo siga siendo de todos los mexicanos.



Con la propuesta elaborada por los técnicos, expertos e intelectuales se comprueba que no se requieren grandes cambios legales para reforzar las actividades de Pemex y reducir la importación de gasolinas, gas y petroquímicos. Queda claro que existen recursos humanos y económicos en el país para fortalecer a Pemex, sin ceder a la iniciativa privada la renta petrolera ni el manejo de sus áreas estratégicas exclusivas. En suma, la propuesta ciudadana asumida por el Frente Amplio Progresista evidencia que sí hay una alternativa, que sí hay otro camino.

 

En todo este proceso se ha demostrado que la resistencia civil pacífica es un instrumento muy poderoso de transformación, cuando logra la organización y la movilización ciudadana, y ésta se combina con la acción decidida de los legisladores en el parlamento. Este movimiento ha comprobado que el debate, la consulta, la propuesta y la resistencia son herramientas esenciales, inteligentes e imaginativas para el cambio democrático y pacífico de México.

De modo que estos meses se avanzó considerablemente. Pero como es obvio, este asunto todavía no termina. El 31 de agosto celebramos en todas las plazas públicas del país asambleas informativas para dar inicio a una nueva etapa de la resistencia civil pacífica. Estas asambleas se llevaron a cabo para prepararnos ante el inicio del periodo ordinario de sesiones del Congreso de la Unión y el reiterado anuncio de priistas y panistas, de que en el mes de septiembre se votarían las reformas privatizadoras.

A mí me tocó participar en la asamblea de la ciudad de México, que se llevó a cabo en el monumento a la Revolución. Allí entregué un expediente con los casos de corrupción a los que he venido haciendo referencia, y puse como ejemplo el de la compra del barco bautizado como El Señor de los Mares. También hablé sobre el problema de la inseguridad y la violencia, vinculándolo al asunto del petróleo. Textualmente dije lo siguiente:


Tengamos muy claro que detrás de este intento de privatización está el interés de una minoría por apropiarse de los beneficios del petróleo. A ellos no les importa el destino del país, ni mucho menos el sufrimiento del pueblo. Están enfermos de codicia: son insaciables. Si fueran responsables, estarían pensando que es tiempo de rectificar y aplicar una nueva política económica, más justa y más humanitaria. Pero no, al contrario, quieren seguir despojando al pueblo de su patrimonio y de su porvenir. No son capaces de entender y aceptar que si se privatiza la industria petrolera, habrá más pobreza y desempleo, pero también más frustración, inseguridad y violencia. Por eso sostengo que si ellos no actúan con responsabilidad, a nosotros nos toca evitar que se consume este despojo al pueblo y a la nación. Vamos a luchar para vivir en un país con alegría y bienestar para todos, incluidas las nuevas generaciones; queremos vivir en un país libre de miedos y temores.

Ayer precisamente hubo una marcha de miles de ciudadanos protestando por la inseguridad y la violencia que impera en el país. Claro que a todos nos preocupa lo que está pasando; sólo que tenemos maneras distintas de analizar y enfrentar el problema. Hay quienes no ven las causas y piensan que todo depende de aplicar medidas coercitivas. Ahí está el caso de Calderón, quien después de cometer el grave error de pegar, a lo tonto, un palazo al avispero, para tratar de ganar la legitimidad que no obtuvo en las elecciones, ahora que se desató la inseguridad y la violencia, lo único que se le ocurre es seguir amenazando con el discurso propagandístico de la “mano dura”.

Hace unos días, en una “cumbre” sobre seguridad se limitó a decir que habrá un nuevo modelo policiaco, como si eso bastara para enfrentar un problema que se ha originado por 26 años de estancamiento económico, por mayor desigualdad, por la falta de empleo y educación para los jóvenes, por la impunidad y la corrupción y por el modelo de vida que han venido fomentando las élites a través de los medios de comunicación, donde sólo vale el que tiene bienes materiales y lo más importante es triunfar a toda costa, sin escrúpulos morales de ninguna índole.

La delincuencia y la convulsión social son producto de la injusticia y de una estructura de clases corrupta que ignora o menosprecia a los pobres. Si en una sociedad hay oportunidades para todos, habrá tranquilidad social. Cuando hay mucha gente desempleada, desposeída en lo económico y sin esperanzas, es mayor la tentación de tomar el camino de las conductas antisociales. Sin justicia no hay garantía de seguridad, ni de tranquilidad, ni de paz social. La única solución de fondo en el combate a la delincuencia, la más humanitaria, eficaz y probablemente la menos cara, consiste en combatir el desempleo, la pobreza, la impunidad, la corrupción, la desintegración familiar, la pérdida de valores y la ausencia de alternativas.

Por eso lo primero que tenemos que hacer es evitar la privatización, abierta o disfrazada, de la industria petrolera nacional y seguir luchando hasta rechazar por completo las iniciativas de reformas que presentaron Calderón y el PRI en el Congreso. Esta es la mejor medida preventiva para que no se agrave el problema de la inseguridad y de la violencia en nuestro país. Y no dejar de luchar hasta llevar a cabo una renovación tajante de la vida pública. Nada bueno se logrará mientras se mantenga el régimen de corrupción y privilegios.



En ese acto también llamé a estar atentos porque si las cúpulas del PRI y del PAN deciden no tomar en cuenta el debate, ni la consulta, ni la propuesta de los expertos e intelectuales, y tratan de imponer una reforma privatizadora, abierta o disfrazada, nos vamos a ver en la necesidad de movilizarnos.

Informé que se había integrado una comisión para elaborar el plan de acción de la tercera etapa de la resistencia civil pacífica. Forman parte de la comisión: Alejandra Barrales, Claudia Sheinbaum, Jesusa Rodríguez y Ricardo Ruiz. También propuse que a partir de ese día nos declaráramos en estado de alerta y estuviéramos atentos a cualquier llamado. Sostuve que este mes de septiembre es el mes de la patria y lo vamos a celebrar defendiendo el petróleo.

Además, convoqué a todos los brigadistas y a los simpatizantes de este movimiento en todo el país, para reunirnos la noche del 15 de septiembre en el zócalo de la ciudad de México, y conmemorar un aniversario más de nuestra Independencia. Una ocasión ideal para expresar que queremos seguir siendo un país libre, independiente y soberano, que no aceptaremos jamás convertirnos en una colonia del extranjero.

EL PROYECTO ALTERNATIVO DE NACIÓN Y EL PETRÓLEO

Desde antes de la campaña presidencial de 2006 presenté al pueblo de México un Proyecto Alternativo de Nación. Sabía y sigo sosteniendo que, más allá de candidatos, personalidades o partidos, el asunto de fondo es que existen en nuestro país concepciones y proyectos distintos y contrapuestos de nación. Es obvio cuál es el que sostienen a toda costa nuestros adversarios. Sólo recordemos que durante la campaña, Fox se dedicó a repetir que había que cambiar de jinete, pero no de caballo.

En la historia reciente de México, un grupo de potentados han venido imponiendo una política económica para su beneficio; utilizan como instrumento a las cúpulas del PRI y del PAN, según convenga a sus intereses, y se apoyan fundamentalmente en el control que ejercen sobre la mayoría de los medios de comunicación.

Por nuestra parte, siempre hemos sostenido que México no puede ser país de unos cuantos, que debe haber patria para todos, para el pobre y para el humillado. Aspiramos a una renovación en todos los órdenes de la vida pública: queremos una nueva política económica; una nueva forma de hacer política; una nueva convivencia social, más humana, más justa y más igualitaria. También es indispensable el fortalecimiento de los valores culturales y espirituales de nuestro pueblo.

Mantengo la convicción que en el camino hacia la construcción de una nueva República tenemos que ir creando, y eso es lo que estimo más importante, una nueva corriente de pensamiento que se arraigue y permanezca en la conciencia del pueblo. Una nueva corriente de pensamiento que reconozca y exalte la cultura y la inmensa bondad que hay en nuestro pueblo; una nueva corriente de pensamiento que haga surgir una voluntad colectiva para impedir que en la política y en la vida pública predominen el engaño, la corrupción y el afán de lucro, en vez de la verdad, los valores morales y el amor al prójimo; una nueva corriente de pensamiento para evitar que el dinero triunfe sobre la dignidad, y lograr que el ser humano valga por su trabajo, rectitud y generosidad.

En octubre de 2004, en el libro Un Proyecto Alternativo de Nación, además de tratar otros asuntos, me propuse responder a la pregunta que muchos mexicanos nos hacemos: ¿Cómo sacar a nuestro país y a nuestro pueblo del atraso y de la pobreza que se padece? Desde mi punto de vista, aunque existen muchas otras opciones, considero que es indispensable para lograr este propósito desterrar la corrupción de la que se alimentan y nutren mutuamente el poder económico y el poder político de México.

Pero también es posible darle nueva viabilidad a la nación y garantizar el bienestar de los mexicanos, utilizando dos recursos fundamentales: la vocación de trabajo de nuestro pueblo y el uso racional de los energéticos, en particular del petróleo.

El principal recurso del país es su gente: noble, generosa, creativa y trabajadora. No olvidemos que somos herederos de una cultura milenaria y de ahí dimana la mística de trabajo de nuestro pueblo. Tengamos presente el ejemplo de los que por necesidad se han tenido que ir a los Estados Unidos y allá logran con esfuerzo salir adelante. Envían remesas a sus familiares por 25 mil millones de dólares al año. Si el pueblo de México fuese un pueblo flojo, indolente, no mejoraría en ninguna parte.

Desgraciadamente, aquí no hay oportunidades. Desde hace mucho tiempo no hay movilidad social; antes, el hijo del campesino, del obrero, del comerciante, del profesionista, podía progresar con el estudio o con el trabajo. Ahora está cancelado el futuro para las mayorías. Sin embargo, estamos seguros de que cuando transformemos a México y se termine la opresión, nuestro pueblo desatará toda su creatividad, talento y laboriosidad para engrandecer a nuestra patria.

Pero esta cultura extraordinaria de responsabilidad y trabajo, aunque es muy importante, no es suficiente. Hace falta también apoyarnos en la utilización del petróleo como palanca del desarrollo nacional. Con el petróleo bien administrado podemos industrializar a México, crear empleos, abaratar el precio del gas, la gasolina y la electricidad, fortalecer nuestro mercado interno y garantizar el bienestar de la población.

Sobre este tema en particular, en ese libro expresé que la relevancia del sector energético no debe verse únicamente con un enfoque economicista. Es cierto que es poca su participación actual en el producto interno bruto, pero ello se debe, precisamente, a la poca importancia que se le ha prestado en la política económica gubernamental.

El sector energético posee un gran potencial económico desaprovechado. Su relevancia radica en que se extiende desde la extracción de crudo y gas hasta la refinación, la petroquímica y la generación de electricidad. Los productos de estas industrias son insumos de otras, y, así, se va formando una gran cadena de valor económico.

Por ejemplo, para la industria del acero o del cemento, el costo de los energéticos que necesita es muy alto y encarece el precio final. En otros casos, la certidumbre de contar con el abastecimiento es vital para promover que en el país se ubiquen ciertas industrias, pues varios de estos insumos implican una compleja transportación y no son, por tanto, fácilmente comercializables en el mercado exterior.

Además, las industrias energéticas usan en forma masiva bienes y servicios de otras ramas de la economía, con lo que se fortalece el mercado interno. En la actualidad, ninguna actividad económica moderna puede subsistir o competir sin el suministro de energía.

Por otra parte, todas las proyecciones indican que la demanda de energéticos seguirá en aumento. Incluso se estima que para el año 2020 será 50 por ciento mayor que la actual. Es decir, aun cuando se continúa investigando sobre otras fuentes de energía, todavía por varias décadas el desarrollo de la economía mundial seguirá sustentándose en los hidrocarburos.

Es en este horizonte en el que México goza de invaluables posibilidades de desarrollo. Recordemos que nuestro país ocupa el sexto lugar como productor de petróleo en el mundo. Cuenta con reservas potenciales de crudo suficientes para producir gasolinas y petroquímicos y, además, posee en el subsuelo gran cantidad de gas natural que, cada vez con mayor frecuencia, se está utilizando para la generación de energía eléctrica.

 

También sostuve que si el petróleo, el gas y la energía eléctrica debían ser el principal eje para el desarrollo del país, se requería un cambio profundo en la política del sector energético. Y desde entonces, como lineamientos básicos propuse diez puntos:

 

1. Debemos considerar al sector energético como un todo (petróleo, gas y energía eléctrica) y atender la cadena de valor, que puede ser liberada para fomentar la industrialización y el desarrollo del país.

Es fundamental una mayor integración entre Pemex y la industria eléctrica para utilizar el gas y el combustóleo en los planes de generación de energía.

2. Debe pensarse en la explotación racional del petróleo y del gas con criterios de sustentabilidad y de preservación del medio ambiente. La euforia por vender mayores volúmenes de crudo al extranjero y el abandono de la exploración y la perforación han generado el agotamiento prematuro de los yacimientos: se extrae petróleo a toda prisa y se provoca que los pozos que podrían producir por periodos de más de veinte años con una extracción racional, se agoten a la mitad del tiempo, con el lamentable añadido de que se queda mucho crudo en los yacimientos que no puede extraerse porque la sobreexplotación origina la pérdida rápida del gas y, en consecuencia, de la presión natural.

La recuperación secundaria de hidrocarburos en los campos petroleros requiere intervenir el pozo, inyectarle agua o nitrógeno y productos químicos, todo lo cual significa mayores costos de producción y serios problemas de contaminación en las zonas de influencia. De ahí la necesidad de ampliar el número de pozos productivos con la idea de explotarlos de modo racional.

3. En cuanto a la exploración, la meta debiera ser mantener estables las reservas probadas; es decir, procurar alcanzar una tasa de cien por ciento de reposición. Esto significaría destinar a la exploración una inversión anual promedio de 15 mil millones de pesos, cerca de cinco veces más que lo que se invirtió en esta actividad, en promedio, durante las dos décadas anteriores.

4. Debe darse prioridad a la extracción del gas natural de la Cuenca de Burgos y de los yacimientos ubicados en Veracruz y Macuspana, Tabasco. Asimismo, debe aprovecharse mejor el gas asociado de la Sonda de Campeche, evitando la quema en mecheros y el desfogue de gas a la atmósfera.

5. Debiera ser imprescindible modificar la tendencia a exportar crudo e importar productos con mayor valor agregado; por ello, se debería destinar más petróleo y gas a las refinerías y a las plantas petroquímicas, las cuales requieren ser modernizadas, ampliadas y utilizadas en su totalidad.

La meta es dejar de importar, en un periodo no mayor de tres años, gas y gasolinas, entre otros productos petrolíferos. Asimismo, debe iniciarse un amplio programa para producir petroquímicos y frenar la acelerada y creciente dependencia del mercado exterior.

6. La modernización del sector energético demanda fortalecer los centros de investigación con miras al desarrollo tecnológico de las industrias. Es fundamental el apoyo al Instituto Mexicano del Petróleo y destinar recursos para contar con la tecnología más avanzada en esta materia.

El reforzamiento en la investigación científica y la formación plena de recursos humanos permitiría aminorar la dependencia que aún se tiene de conocimientos y asistencia tecnológica extranjera. Es lógico que, si debemos otorgar prioridad a la modernización del sector energético, la política nacional de investigación y desarrollo tecnológico debe privilegiar a este sector.

7. Se debe mejorar sustancialmente la administración y erradicar por completo la corrupción en las empresas del sector energético.

Se tendrían que reducir los costos de administración y liberar fondos para la operación racional y la inversión productiva. Habría que ajustar la estructura corporativa, preservando y mejorando las partes de las empresas que producen los bienes y servicios (operación de campos, refinerías, plantas petroquímicas, generación, transformación, conducción y distribución de energía eléctrica).

También se debe emprender una campaña contra la corrupción, sobre todo en el otorgamiento de contratos. Es inadmisible que tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público como Pemex estimen, oficialmente, una pérdida de 14 mil millones de pesos anuales por el robo de gasolinas.

La propuesta es destinar los ahorros por eficiencia, austeridad y combate a la corrupción, a programas de modernización productiva del sector energético.

8. Es fundamental definir una renta fija en el pago de impuestos y derechos de Pemex al gobierno federal. Las participaciones de Pemex a la hacienda pública del país han venido creciendo en forma desproporcionada.

Como resulta obvio, esto impide el desarrollo del sector energético. La propuesta es fijar un porcentaje que, gradualmente, sea cada vez menor para financiar las actividades de Pemex y de la industria eléctrica.

9. Debe terminarse con la simulación en cuanto al manejo de la deuda de las empresas del sector energético y a la operación de la deuda pública del país en general. Es necesario decir la verdad, haciendo a un lado la doble contabilidad y reconociendo como deuda pública los Pidiregas y otros instrumentos de financiamiento. Con la simulación, lo único que se provoca es un mayor costo del financiamiento.

10. Es indispensable aclarar que no permitiremos la privatización de la industria eléctrica y del petróleo. Estos recursos no son del Estado ni del gobierno, pertenecen a la nación. Son recursos de todos los mexicanos.

Recuerdo que, en una ocasión, un miembro de la familia Rockefeller expresó que el mejor negocio del mundo era el petróleo y que el segundo mejor negocio del mundo era el petróleo mal administrado. Y es cierto: producir un barril de este combustible nos cuesta cuatro dólares y llega a venderse hasta en 30 dólares en el mercado internacional.

Por eso, precisamente, si bien hay interés por parte de particulares, el petróleo debe seguir siendo un buen negocio en beneficio de los mexicanos, claro está que bien administrado y explotado con racionalidad.

Pero tampoco deberíamos descartar que inversionistas nacionales, mediante mecanismos transparentes de asociación entre el sector público y el privado, participen en la expansión y modernización del sector energético o actividades relacionadas, siempre y cuando lo permitan las normas constitucionales.

En resumen, la propuesta es fincar las bases del desarrollo nacional en el aprovechamiento y la modernización del sector energético. El objetivo es sencillo: aprovechar los recursos energéticos para fomentar la industrialización del país, generar empleos y ser competitivos en el mercado mundial.

 

Luego de presentar esta propuesta, que acabo de transcribir de Un Proyecto Alternativo de Nación, en Coatzacoalcos, Veracruz, el 18 de marzo de 2006 -en plena campaña-, dije entre otras cosas lo siguiente: Creemos que los recursos energéticos deben sustentar el desarrollo industrial del país y la generación de empleos. Así como China finca su expansión económica en la mano de obra abundante, laboriosa y barata y en un creciente mercado interno, nosotros debemos basar nuestro desarrollo futuro en modernizar y potenciar al sector energético.

El comercio internacional se basa en el principio de las “ventajas comparativas”, y México tiene en sus recursos energéticos, la posibilidad de fomentar el sector industrial, satisfacer su demanda interna y competir con éxito en el mercado internacional.

Además me comprometí a modificar la tendencia de exportar crudo e importar productos con mayor valor agregado; y a construir tres nuevas refinerías, con capacidad para procesar 400 mil barriles de petróleo diariamente, para dejar de importar en un periodo no mayor de tres años, gas y gasolinas, entre otros productos petrolíferos.

También insistí: “No vamos a privatizar, en ninguna de sus modalidades, ni la industria eléctrica ni el petróleo. Estos recursos no son del Estado ni del gobierno: pertenecen a la nación. Son recursos de todos los mexicanos”. Añadí puntualmente: “Todas estas acciones en materia de exploración, producción y transformación de hidrocarburos, servirán para poder ofrecer a la población y a las empresas mexicanas, productos energéticos a precios más accesibles, justos y competitivos. Reitero el compromiso de bajar desde el principio de mi gobierno, el precio de la luz, del gas y de las gasolinas”.

Y desde Coatzacoalcos llamé a todos los trabajadores, a los técnicos, a los investigadores y a los administradores que laboran en Petróleos Mexicanos y en la industria eléctrica, para comprometerse a sacar adelante a México con la modernización del sector energético, como lo hicieron los mexicanos que participaron y vivieron la época de la expropiación petrolera. “Todos tenemos que ayudar en estos momentos decisivos para impulsar nuestro desarrollo como nación libre, independiente y soberana”.

Aquí quiero aprovechar para aclarar que como en un párrafo del punto diez de la propuesta para el sector energético de ese libro, sostuve que “tampoco deberíamos descartar que inversionistas nacionales, mediante mecanismos transparentes de asociación entre el sector público y el privado, participen en la expansión y modernización del sector energético o actividades relacionadas, siempre y cuando lo permitan las normas constitucionales”, estas palabras han sido manipuladas por mis adversarios, quienes las han citado de mala fe, sacándolas de contexto; han sido usadas para atacarme y decir que he caído en una contradicción porque ahora rechazamos la privatización de la industria petrolera.

Lo cierto es que nunca hemos propuesto nada que signifique ni privatizar, ni violar la Constitución, ni mucho menos profundizar la corrupción en Pemex. Es más: en el mismo punto diez, en el primer párrafo de mi propuesta sostengo que:


Es indispensable aclarar que no permitiremos la privatización de la industria eléctrica y del petróleo. Estos recursos no son del Estado ni del gobierno, pertenecen a la nación. Son recursos de todos los mexicanos.



Además, también he afirmado siempre que nuestros adversarios no son quienes con esfuerzo, trabajo, y de conformidad con la ley, logran un patrimonio, sino aquellos empresarios y políticos que de la noche a la mañana, al amparo del poder público, amasan grandes fortunas.

Sin embargo, esta cita la convirtieron en propaganda en mi contra. Primero la mencionó un asesor de Santiago Creel para evadir el debate público al que convoqué a éste. Después la usó, de manera provocadora, Carlos Loret de Mola, en una entrevista que me hizo en el canal 2 de Televisa. Es indispensable aclarar que, ante la falta de argumentos en contra de nuestro movimiento, algunos conductores de radio y televisión, así como algunos intelectuales de derecha, le hacen el trabajo sucio a los potentados, a Calderón y a los dirigentes de las cúpulas del PRI y el PAN. Por el monopolio que ejercen los medios de comunicación, ellos siempre tienen la palabra, no permiten el derecho de réplica, y pontifican, enjuician y difaman impunemente.

 

Recientemente, en los debates organizados por el Senado, Claudia Sheinbaum, secretaria del Patrimonio Nacional del Gobierno Legítimo, volvió a insistir con nuevos elementos en nuestra propuesta esencial.

En esa ocasión, decidimos presentarla de nueva cuenta porque había una campaña que sostenía, como siempre, que sólo criticábamos pero que no teníamos ninguna propuesta. A este expediente siempre ha recurrido la derecha. Recuerdo que cuando Salinas estaba en su apogeo y se estaba llevando a cabo su proyecto neoliberal, nos decían lo mismo: que no teníamos ninguna propuesta económica y que la gente se resignara al determinismo fatal o a la letanía de que no había de otra.

En su ponencia, Claudia Sheinbaum expresó en nombre de nuestro movimiento:


Quiero comenzar mi intervención, agradeciendo a los legisladores del Frente Amplio Progresista y a las mujeres y hombres brigadistas en defensa del petróleo, por haber abierto este debate.

El martes pasado, en este foro, el licenciado José Agustín Ortiz Pinchetti, como secretario del Gobierno Legítimo, informó que presentaríamos una propuesta alternativa de fortalecimiento del sector energético. El día de hoy, en el mismo carácter, vengo a presentarla.

Las iniciativas de reforma y creación de nuevas leyes y entidades presentadas por Felipe Calderón, presidente usurpador, incluida la presentada el día de ayer, tienen como propósito central, privatizar áreas estratégicas de la industria petrolera nacional, violando la Constitución. Este plan entreguista, obedece a los lineamientos de los organismos financieros internacionales, que han obligado a países en desarrollo a aplicar una política de reformas, donde se privilegia la ganancia privada sobre el desarrollo independiente y el bienestar de la mayoría del pueblo.

Aun así, la privatización que se propone, va en sentido contrario a lo que está ocurriendo en el mundo en materia de empresas petroleras, donde la orientación es cada vez más, hacia el control estatal y mayor integración vertical. No sólo es el caso de América Latina, sino de Rusia, Europa y Medio Oriente.

No sólo eso, en la concepción del gobierno de facto, sustentada en las iniciativas presentadas en el Senado y las prospectivas del sector energético, las metas para la industria petrolera nacional siguen siendo la sobreexplotación del recurso, la importación de los hidrocarburos y el desmantelamiento de la empresa pública.

Contrario a esta visión, nuestra propuesta corresponde a una política energética integral soberana, que visualiza al sector energético nacional como motor de la economía, fortalece a Pemex, promueve la seguridad en el suministro de energéticos, disminuye las importaciones, aumenta las reservas, promueve el uso racional de los hidrocarburos y las fuentes renovables de energía, disminuye los precios de los energéticos y busca cubrir las necesidades energéticas básicas para la población.

La propuesta que a continuación presento, consta de cinco líneas estratégicas para el fortalecimiento del sector energético, principalmente el de los hidrocarburos. No se requieren grandes reformas jurídicas para llevarla a cabo, más bien es un asunto de voluntad política y visión de soberanía.

 

1. Pemex como motor de la economía nacional Convertir a Pemex en motor de la economía nacional significa que éste aproveche las oportunidades de cada uno de los procesos, desde la exploración hasta la comercialización. Si Pemex garantiza un abastecimiento adecuado de productos con certidumbre de volúmenes y precios competitivos, no sólo se fortalece a la entidad pública, sino que se genera un impulso a la actividad industrial nacional. Esto es así, por la gran ventaja competitiva que es disponer de grandes reservas, contar con una empresa integrada con una experiencia de 70 años de operación y por la derrama económica que las nuevas inversiones generarían.

La aseveración oficial, de que Pemex no tiene capacidad técnica para mantenerse eficientemente en la industria, contradice estos 70 años de experiencia. Que hoy Pemex tenga problemas operativos, financieros y de eficiencia que no le permiten aprovechar estas oportunidades, es un problema muy diferente, que corresponde a una política deliberada de desmantelamiento y descapitalización que lleva al menos dos décadas.

El reto es revertir la desintegración de la cadena de valor, misma que nos obliga a importar 40 por ciento del consumo de gasolinas, 9 por ciento del diesel, 15 por ciento del gas LP y 15 por ciento del gas natural, que representan una erogación de más de 20 mil millones de dólares anuales.

Al argumento oficial que se sostuvo durante años, incluido el gobierno panista, de que estas importaciones de petrolíferos no tienen mayor importancia mientras los podamos comprar fuera, nosotros respondemos que deben elaborarse en México, con inversión y operación de Pemex, porque representan valor agregado, empleo, ingeniería y desarrollo tecnológico, así como certidumbre en la disponibilidad de los productos.

Al argumento de que estas instalaciones deben ser privadas, nosotros respondemos que los ingresos de los empresarios privados para construir y operar la refinación, transporte y almacenamiento, vendrían de la misma fuente que para Pemex: la venta de los hidrocarburos en el mercado nacional. Sin embargo, la ventaja económica, de que esas instalaciones las construya y opere Pemex, es que éste cuenta con experiencia, materia prima y puede manejar de manera integral todo el proceso de industrialización petrolera y, lo más importante, Pemex utilizaría las ganancias para su fortalecimiento y para el beneficio del país, en vez de que éstas se quedaran en unas cuantas manos privadas.

Para lograr este objetivo proponemos:

A. Reintegrar a Pemex como una sola entidad y no como está ahora, dividida en subsidiarias y filiales.

Esto permitirá establecer una política de planeación integral, revertir el sistema de precios interorganismos que ha dañado tanto la inversión y competitividad, y evitar la duplicidad de gastos administrativos y burocráticos.

También proponemos una mayor integración energética entre Pemex, CFE y LyFC, a través de, entre otras acciones, sustentar parte del crecimiento de la generación eléctrica en el uso de los derivados de crudo pesados, utilizando nuevas tecnologías que disminuyen los impactos ambientales. Esto permitiría reducir el costo de la electricidad y las importaciones de gas. El incremento de la generación eléctrica también debe sustentarse en otras fuentes de energía, como las renovables.

La decisión de seguir usando gas natural es totalmente irracional y en gran medida obedece a negocios de los más altos funcionarios públicos que se evidencian en los contratos de compra de gas a Perú y Nigeria, de bajo costo pero vendido a la CFE a precios mucho más altos.

B. Generar un nuevo sistema de precios dentro del sector energético.

Este sistema debe estar sustentado en el costo de producción y la renta petrolera nacional y no como actualmente se establece, con los precios de los hidrocarburos en Estados Unidos. Debemos constituir los precios con base en el costo de producción de crudo y gas natural, con el objetivo de maximizar el valor y el uso de la infraestructura y los activos existentes. Además, esto permitiría reducir los precios de los hidrocarburos y la electricidad a la población.

Bajo esta premisa, se harían altamente rentables las actividades de refinación y petroquímica de Pemex, tanto las actuales como las nuevas inversiones, que apoyarán las diversas ramas industriales del país.

 

2. Canalizar el grueso de los excedentes presupuestales del petróleo hacia Pemex y que el Estado asuma la deuda de Pidiregas para liberar a Pemex de su carga fiscal.

 

Cuadro 5 Excedentes presupuestales por mayor precio de petróleo



	
	Precio Dls. / barril
	Excedentes presupuestales $MM Ps



	2000
	24.8
	45.0



	2001
	18.6
	– 6.0



	2002
	21.5
	8.4



	2003
	24.8
	44.1



	2004
	31.0
	97.3



	2005
	42.7
	104.9



	2006
	53.0
	104.6



	2007
	64.0
	110.0



	2008*
	90.0
	200.0




Fuente: Cámara de Diputados, Centro de Estudios de las Finanzas Públicas.

Proponemos una nueva política de asignación de prioridades presupuestales, mediante la cual, todo el excedente presupuestal petrolero que no se reparte a los estados y municipios, sea invertido en el sector energético. Estimamos este potencial en 200 mil millones de pesos en 2008 (véase cuadro 5).

Al disponer de 150 mil millones de pesos anuales (el total de excedentes menos las aportaciones a estados y municipios en 2008), que son adicionales a lo que hoy se invierte en Pemex, se podrían asignar cantidades específicas a las diversas áreas, que de acuerdo con las necesidades pudiesen, en una primera propuesta, quedar como sigue:

 

40 mil millones de pesos en exploración de petróleo

20 mil millones de pesos en producción de crudo

50 mil millones en refinación

10 mil millones en petroquímica

20 mil millones en mantenimiento e inversión de ductos y almacenamiento y

10 mil millones en investigación y desarrollo de hidrocarburos y nuevas fuentes de energía

 

Reiteramos que lo anterior se suma a la inversión que hoy se está haciendo en Pemex y que se concentra fundamentalmente en producción en campos ya existentes y desarrollados y en la exploración de gas en la región norte.

La utilización de excedentes en actividades estratégicas permitiría invertir en proyectos urgentes, sobre todo para mantener la producción de crudo en campos existentes y recuperar reservas. Este esfuerzo es factible dirigirlo principalmente a las aguas someras y tierra, en donde tenemos cuando menos 45 mil millones de barriles de reservas probadas, probables y posibles.

Un esfuerzo sostenido en estos campos, así como la investigación y desarrollo en nuevas áreas, a lo largo de varios años, nos daría eventualmente la capacidad tecnológica y la capacidad de negociación en la compra o renta de la tecnología que fuera necesaria para emprender, en su momento, la exploración y producción en mayores profundidades.

Este volumen de inversión es factible por los altos precios del crudo, entendiéndose que su desembolso debe hacerse en la medida de la capacidad de ejecución de proyectos por parte de Pemex, y asegurando que estos fondos excedentes se le destinen con independencia de las limitaciones programables anuales.

Conviene señalar que la fórmula con la que actualmente se proyecta el precio del petróleo en el Presupuesto de Egresos de la Federación, permite que se generen excedentes petroleros que para los próximos años deberán ser destinados en la misma proporción a los estados y municipios y a Pemex.

En caso de que el barril de petróleo registre una baja en el mercado internacional, proponemos que se reduzca el gasto corriente suntuario como las remuneraciones excesivas del gobierno federal, en una proporción tal que compense la caída de los ingresos petroleros.

Por otro lado, la deuda de Pidiregas de todo el sector energético a diciembre de 2007 era de 62 mil millones de dólares, de los cuales cerca de 50 mil millones corresponden a Pemex y el resto a la CFE.

Esta deuda, que resulta sumamente cara porque está financiada por los contratistas privados, dadas las restricciones presupuestales que le impone Hacienda a Pemex, está frecuentemente inflada, pues incluye costos que los contratistas agregan simplemente para asegurarse que sus operaciones son rentables. Por ello, éste no puede seguir siendo el esquema de financiamiento en las inversiones del sector energético.

Sin embargo, la deuda contraída previamente, debe ser absorbida por el Estado. Afirmamos que la deuda contratada por Pemex es ante todo una deuda del país y del Estado y éste debe asumir estas obligaciones. Primero, para liberar a Pemex de los fuertes vencimientos de Pidiregas en los próximos años, y segundo, para reducir el costo efectivo de su servicio.

Cabe mencionar también, que parte de los recursos que Pemex ha dado al gobierno han servido para aumentar las reservas del Banco de México que ya están rondando los 85 mil millones de dólares. Estos recursos los invierte el Banco en instrumentos de deuda internacional que le dan un rendimiento muy bajo, de no más de 5 por ciento anual. En cambio, la deuda de Pidiregas tiene un costo de aproximadamente el doble.

Esta propuesta liberaría a Pemex de una pesada carga financiera con ahorros potenciales de 2,500 millones de dólares en intereses. También daría una señal inequívoca a los mercados financieros internacionales de que en materia petrolera la nación es el garante de Pemex y se mantiene como empresa de la nación, y que estamos comenzando a poner la casa en orden en materia de deuda.

 

3. Fortalecimiento de las áreas estratégicas de Pemex

La contratación de empresas trasnacionales para la ingeniería y ejecución de proyectos que viene realizando Pemex, junto con los contratos de servicios múltiples, actividades que las iniciativas oficiales pretenden ampliar, han ido disminuyendo las capacidades operativas y tecnológicas de Pemex, vulnerando su verdadera autonomía y su gestión. Por ello, deben emprenderse acciones de fortalecimiento de las capacidades sustantivas de Pemex, basadas en el desarrollo de la ingeniería nacional.

Además, las propuestas de Calderón no atienden los problemas operativos de Pemex, que impiden una mayor productividad en la entidad.

Por ejemplo, al sólo interesarles hacer negocios para beneficio de grandes empresas y de algunos funcionarios públicos, prefieren comprar el gas a precios muy elevados que resolver problemas de operación para evitar que 700 millones de pies cúbicos de gas natural se quemen diariamente en la Sonda de Campeche, los cuales equivalen a 30 por ciento de lo que se utiliza para la generación eléctrica.

Por eso, nuestra propuesta consiste en fortalecer las áreas sustantivas de Pemex y la ingeniería nacional, dotándolas de recursos y enfrentando la negligencia.

De manera específica, proponemos en materia de proyectos y ejecución lo siguiente:

 

• Resolver el problema de la contaminación del gas y crudo con nitrógeno que ha originado el cierre de al menos 80 pozos, los cuales en promedio arrojarían en conjunto una producción de 500 mil barriles diarios. Cabe mencionar que el cierre de dichos pozos y la quema de gas en la atmósfera son producto de la negligencia en la construcción de una planta de separación entre el gas y el nitrógeno, que debería haber estado en operación desde 2002.

• Asimismo, intensificar la actividad exploratoria en la totalidad del territorio nacional (sólo 20% se ha explorado), que permitiría incrementar el ritmo de reposición de reservas de bajo costo. En particular, intensificar y desarrollar las actividades exploratorias en aguas someras donde Pemex es líder mundial en tecnología de producción, en las áreas de Coatzacoalcos marino, Campeche poniente y región marina suroeste, así como en las áreas de crudo pesado Ku-Mallob-Zaap y Sihil, donde se encuentra la mayor parte de las reservas.

• Reactivar la explotación de campos maduros, a través del desarrollo de tecnología de recuperación mejorada. Tenemos actualmente más de mil pozos con posibilidades de aportar importantes volúmenes de hidrocarburos (48 por ciento de la producción mundial proviene de campos maduros).

• Intensificar la exploración, desarrollo y producción en la Cuenca de Burgos, pero no bajo el esquema de contratos de servicios múltiples, así como las posibilidades en Veracruz, y en el bloque Holok poniente del proyecto Golfo de México B.

• Aumentar la capacidad de refinación en Salina Cruz y Minatitlán y construir tres nuevas refinerías, que tentativamente podrían estar, una en Tuxpan, para aprovechar la construcción de puertos por donde entra la gasolina importada; y las otras dos en Atasta (Campeche) y Dos Bocas (Tabasco) para aprovechar el crudo que se produce en esas zonas.




4. Fortalecer la investigación y el desarrollo tecnológico en la producción y uso de la energía, con la vinculación entre Pemex, el Instituto Mexicano del Petróleo y otras entidades públicas. Planeación, inversión y desarrollo para la transición energética

El Instituto Mexicano del Petróleo debe volver a jugar un papel importante en la investigación y desarrollo de tecnología, como institución rectora en la investigación y desarrollo en hidrocarburos, generando concordancias con otras instituciones.

Entre el IMP y Pemex debe haber una gran y constante sinergia. El IMP es formador de técnicos y científicos que a la larga van a dar a Pemex un horizonte nuevo de posibilidades tecnológicas.

También deben establecerse programas permanentes de investigación y desarrollo con la UNAM, el IPN y otras instituciones públicas de educación superior e investigación, para el desarrollo de fuentes renovables de energía, el ahorro y el uso eficiente de la energía y la disminución de impactos ambientales.

El IMP y las instituciones públicas de educación e investigación deben salir fortalecidas de una reforma energética. Nuestra propuesta se sustenta en utilizar y potenciar la ingeniería y la ciencia mexicanas. La propuesta oficial es que esta investigación se haga en el extranjero por empresas privadas.

Asimismo, el país debe consolidar su sector petrolero, pero también debe ir desarrollando, paralelamente, fuentes alternas de energía que disminuyan la dependencia del consumo de los hidrocarburos, minimicen los impactos ambientales y promuevan un uso eficiente y racional de los recursos. En esta perspectiva deben canalizarse recursos para la investigación y desarrollo tecnológico de estas fuentes, pero también debe reorientarse la planeación energética, para ir incorporándolas. Esto generará una utilización racional del petróleo que permitirá incluso una vida más larga de las reservas.

 

5. Garantizar el funcionamiento de un Comité Anticorrupción en el Consejo de Administración de Pemex

Todos los mexicanos sabemos que el principal problema de Pemex es la corrupción. Baste mencionar los casos del Pemexgate, Juan Camilo Mouriño, Repsol y los Bribiesca.

De nada sirve, como lo hace la propuesta oficial, copiar modelos de rendición de cuentas y de gobierno empresarial de legislaciones extranjeras que nada tienen que ver con la realidad de la entidad pública mexicana, y al mismo tiempo crear un régimen de excepción para entregar contratos por asignación directa a sus empresas favoritas.

Por ello, proponemos que, además de los actuales mecanismos de auditoría de Pemex, como su propia contraloría y la Auditoría Superior de la Federación, como parte del Consejo de Administración de Pemex se forme un Comité Anticorrupción, con la tarea primordial de evitar, en los contratos públicos, el conflicto de intereses y el tráfico de influencias.

Este comité debe formarse con ciudadanos mexicanos con los antecedentes profesionales y éticos suficientes que les den plena independencia de criterio de Pemex y del Ejecutivo. Su nombramiento debe recaer en el Congreso, de forma consensuada, y formalizarse a través de un riguroso proceso de selección.

La propuesta integral que hoy presentamos, representa una visión radicalmente distinta a las iniciativas del señor Calderón. La nuestra está sustentada en una visión nacional, de crecimiento económico y fortalecimiento de las instituciones públicas. Una política distinta de planeación y desarrollo energético soberanos, es posible. Tenemos los recursos económicos y las capacidades humanas. Sólo resta la voluntad política.



Por último, en todo este proceso, además de nuestras propuestas, ha habido muchas otras que buscan realmente fortalecer a Pemex, frenar su desmantelamiento y evitar que se consuma la privatización, ambicionada por los potentados y sus mayordomos de la llamada sociedad política.

En nuestro caso, como ya dijimos, hemos decidido hacer nuestra la propuesta ciudadana, presentada por el grupo de técnicos, expertos e intelectuales que, desde una visión independiente y patriótica, han hecho esta gran contribución a nuestro movimiento y a la lucha del pueblo de México en la defensa del petróleo.

PALABRAS FINALES

Termino este libro hoy, 9 de septiembre, con estas cuatro notas como corolario.

Nota uno

En estos últimos días estamos en preparativos para asistir al zócalo y celebrar con la gente el Grito de Independencia. Hay un poco de polémica porque en la asamblea con brigadistas, en el Monumento a la Revolución, dije que estaríamos allí hasta las diez de la noche “y luego nos retiremos para dejar que los vendepatrias hagan su numerito”. Como siempre, de mala fe, algunos periodistas oficiosos interpretaron que estaba ofendiendo a la gente que se quedaría a la ceremonia oficial, como si me hubiese referido al pueblo y no a los usurpadores y sus achichincles, que hipócritamente van a gritar “¡Viva la Independencia!”, cuando están haciendo todo para entregar los beneficios del petróleo a extranjeros.

Nota dos

También, ante la denuncia de un pago por mil 136 millones 693 mil dólares para cubrir la compra, operación y mantenimiento del barco El Señor de los Mares, el director general de Pemex Producción y Exploración, Carlos Morales, declaró a los medios de comunicación que “las acusaciones carecen de sustento y buscan confundir”. La verdad es que todo el proceso administrativo que se siguió, está plagado de irregularidades. Incluso, a la pregunta de Joaquín López-Dóriga en el noticiero de Televisa: “¿Hay algún mexicano... como representante o intermediario de esta compañía noruega?”, Carlos Morales mintió al contestar: “No, el contrato está directamente fincado con la compañía noruega...”, cuando lo cierto es que la empresa mexicana Blue Marine fue la intermediaria, y se quedó formalmente con una parte del contrato por 716 millones 442 mil 120 pesos para la operación y el mantenimiento.

Además, los dueños de esta empresa son Antonio Juan Carlos Issa y su yerno Juan Reynoso Durán. El primero de ellos fue coordinador de asesores de los ex directores generales de Pemex, Rogelio Montemayor y Raúl Muñoz Leos, en los sexenios de Ernesto Zedillo y Vicente Fox. A su vez, socios y apoderados de filiales de Blue Marine son accionistas de la empresa Oceanografía, la cual ha sido investigada por posibles vínculos con los hijos de Martha Sahagún, esposa de Vicente Fox. Es más, estas dos empresas, durante el gobierno usurpador, han seguido operando y recibiendo contratos: el primer pago por la compra de El Señor de los Mares, se hizo el año pasado por 379 millones de dólares y Oceanografía recibió en 2007 y en lo que va del presente año, 17 contratos de Pemex por cerca de mil 300 millones de dólares.

Este caso es muy esclarecedor sobre el modo en que operan funcionarios, contratistas y coyotes en Pemex. Por ejemplo, la compra de este barco se resolvió a partir de que los socios de Blue Marine invitaron en 2004 a funcionarios de Pemex a Guinea Ecuatorial para observar cómo la compañía noruega Bergensen operaba una unidad flotante con las mismas características, propiedad de la empresa GEPetrol del gobierno de ese país. De acuerdo con las declaraciones de los socios de Blue Marine a la revista estadounidense Oil&Gas Financial Journal, luego del viaje, los funcionarios públicos de Pemex llevaron a cabo la licitación pública internacional y posteriormente, como estaba previsto, se adjudicó el contrato a Bergensen y Blue Marine.

Esto deja al descubierto que son los coyotes y los contratistas con influencia, los que marcan la pauta en Pemex. Muchas inversiones en la paraestatal no se aplican a partir de un programa y de las necesidades reales de la empresa, sino del negocio que se quiera realizar desde afuera. Así lo demuestra también el caso de la compra del gas por parte de la Comisión Federal de Electricidad a Repsol: primero se hizo el enjuague entre la empresa española y los altos funcionarios de las oficinas de la Presidencia de la República, y luego se llevó a cabo todo el procedimiento “legal”. Lo mismo podemos decir de las gestiones ante Pemex de Reyes Heroles hijo, cuando todavía no era director de la empresa, para luego lanzar la licitación y aprobar el contrato de mantenimiento de ductos a empresas extranjeras.

Ahora con el régimen de excepción que propone Calderón en sus reformas, usando el pretexto de darle mayor eficacia a la operación en Pemex, lo que realmente se busca es legalizar esta discrecionalidad, el contubernio, y tener manos libres para establecer de lleno el imperio de la impunidad y del pillaje.

Nota tres

Hace un año, al conocer las advertencias de mis asesores económicos, Rogelio Ramírez de la O, Adolfo Hellmund y Mario Di Costanzo, dirigí una carta a la opinión pública para alertarla sobre las consecuencias de la crisis hipotecaria en Estados Unidos.

Posteriormente, en diciembre, envié una segunda misiva en la que afirmaba que el impacto de esta crisis no se limitaba al sistema financiero, sino que afectaría la economía real de las familias y de las empresas, el empleo y la producción.

El gobierno espurio de Felipe Calderón desdeñó nuestras advertencias y declaró que la economía del país estaba “blindada” y que la crisis de Estados Unidos sólo nos causaría un “resfriado”. Hoy podemos constatar, sin embargo, el indudable deterioro de los principales factores de la economía. Según cifras oficiales, hay un menor crecimiento: la actividad económica se desaceleró de 3.3 por ciento en 2007, a 1 por ciento en mayo de 2008 y apunta a la baja; el empleo manufacturero, el más dinámico y de mayor productividad, cayó 1.9 por ciento en mayo, cuando en 2006 había crecido 1.3 por ciento; las ventas al menudeo de la Asociación Nacional de Tiendas de Autoservicio y Departamentales disminuyeron 3.6 por ciento en julio; el salario real está cayendo y caerá más con la carestía de los productos básicos; la cartera vencida en los créditos al consumo saltó de 5.7 en marzo a 7 por ciento en junio; la cartera vencida de la vivienda creció de 2.7 a 3 por ciento en el mismo periodo; el índice de la confianza para invertir entre productores manufactureros cayó 16.9 por ciento en julio; los ingresos por remesas están cayendo en casi mil millones de dólares este año; la disposición de los consumidores para adquirir bienes duraderos bajó 24.3 por ciento en julio. Por otra parte, el gobierno de la derecha carga más la mano a los productores y ha aumentado los precios de la electricidad para la industria en 64 por ciento; está incrementando los precios de la gasolina y del diesel, lo que traerá más presión inflacionaria; la tasa de interés se elevó de 7 por ciento a principios de 2007 a 8.25 por ciento, lo cual está encareciendo el crédito y las deudas; y la balanza de pagos aumentó su vulnerabilidad. El déficit comercial no petrolero llegará este año a 60 mil millones de dólares.

 

Las falsas salidas de Calderón

El autollamado “presidente del empleo” no ha hecho nada para adoptar medidas de fomento al empleo, ni para enfrentar la crisis social o moderar a los monopolios que frenan la competitividad de la industria. Tampoco ha reducido su gasto dispendioso a fin de disponer de mayores recursos para la inversión pública. Al contrario, en 2007 aumentó su gasto burocrático en 153 mil millones de pesos, y en 2008 ha crecido a 283 mil millones, hasta junio. En sólo dos años, Calderón incrementó su gasto burocrático en por lo menos 436 mil millones de pesos. Para colmo, ha optado por una estrategia publicitaria para tratar de ocultar su ineptitud. Ha difundido cifras económicas presuntamente positivas, que muy pronto se demuestra que carecen de sustento alguno. Por ejemplo, primero anunció 800 mil nuevos empleos en sólo nueve meses, según cifras del IMSS. Al poco tiempo, calladamente, los redujo a menos de una tercera parte.

En materia de energía, en lugar de resolver los problemas operativos de Pemex y de la Comisión Federal de Electricidad, se ha dedicado a gastar miles de millones de pesos en promover una reforma que sólo busca debilitar y privatizar a Pemex. Al mismo tiempo que en Cantarell se continúa quemando gran cantidad de gas a la atmósfera. Y se niegan fondos para construir más refinerías.

De manera irresponsable, Calderón ha dejado pasar la oportunidad de altos ingresos petroleros, que difícilmente se volverán a repetir, sin aprovecharlos para aumentar la inversión pública en energía y elevar la capacidad de refinación y petroquímica. También le ha fallado a los productores del campo, a pesar de la necesidad que tiene el país de reducir la dependencia de alimentos importados, y con ello generar empleo en las zonas rurales.

 

¿Qué debemos hacer?

Es de la mayor prioridad impulsar aquí el crecimiento y las inversiones industriales para crear empleos. Necesitamos urgentemente que Pemex construya nuevas refinerías para elaborar nuestra propia gasolina. No debemos caer en el engaño de Calderón de que los únicos que pueden hacer estas refinerías son particulares y extranjeros. Insistimos en que sí hay recursos públicos para la inversión. Los ingresos petroleros excedentes fueron de 12 mil millones de dólares en 2007; y en 2008 serán cuando menos de 20 mil millones. Con menos de la mitad de estos excedentes se pueden construir las refinerías necesarias para dejar de importar gasolina.

Se deben reducir los precios de los energéticos en el mercado interno para hacer competitiva a nuestra industria. No de manera arbitraria, sino tomando como base el costo de producción nacional y no los índices de Estados Unidos. Para eso tenemos que proteger nuestro petróleo, refinar nuestra propia gasolina y combatir la corrupción en Pemex.

Es imprescindible que evitemos la privatización abierta o disfrazada del petróleo y sus derivados, como lo proponen Calderón y el PRI. Tenemos la oportunidad de hacer del petróleo una palanca para el desarrollo nacional, con precios baratos de la energía. Los empresarios privados van a querer cobrar los mismos precios de los Estados Unidos, a pesar de tener menores costos. El caso de la banca, con sus altísimas comisiones, deja claro que los empresarios extranjeros no vienen a hacernos favores, sino a obtener máximas ganancias con la complicidad del gobierno entreguista.

Nuestra economía debe crecer más y también sus exportaciones no petroleras. Si no creamos condiciones de certidumbre y de competitividad de largo plazo para la industria, el déficit externo seguirá creciendo como hoy, sólo ocultado por el petróleo. Actualmente la economía no tiene margen de maniobra frente a cualquier cambio brusco en el mercado petrolero o una caída en nuestra producción de crudo. Simplemente no tenemos una industria fuerte ni competitiva. Si no corregimos esto de inmediato, los problemas causados por una caída en la exportación de petróleo o por una recesión estadounidense prolongada, sólo serán responsabilidad de Felipe Calderón y de su gabinete, en el que prevalece la amistad y la complicidad por encima de la capacidad y la eficiencia. Frente a su actual inmovilidad, no admitiremos que le echen la culpa a factores externos.

 

Es urgente tomar las siguientes medidas:

1. Reducir el gasto corriente del gobierno federal. No puede haber un gobierno rico, con un pueblo pobre y una economía debilitada. Se requiere una reducción del gasto burocrático de por lo menos 200 mil millones de pesos o 2 por ciento del PIB.

2. Canalizar los excedentes petroleros a la inversión en Pemex. Proponemos invertirlos prioritariamente en exploración, producción, refinación y petroquímica.

3. Sólo con soberanía energética podemos reconstruir la cadena de valor del petróleo, es decir, el gas, las gasolinas, el diesel y la petroquímica. Esto implica un trabajo a fondo en Pemex y redefinir los objetivos de mediano y largo plazo para todo el sector energético.

4. No hay manera de separar la energía de los alimentos. Se tienen que reintegrar las cadenas productivas para maximizar el valor agregado y el empleo.

5. Para el sector privado, Pemex debe ser un proveedor confiable, con precios competitivos que permitan el desarrollo de las empresas privadas y de una agricultura sustentable.

6. La competitividad del país y la mejoría en la distribución del ingreso requiere una política efectiva de competencia. Los abusos de los monopolios y oligopolios reducen la competitividad de nuestros productores y son una pesada carga para el consumidor.

7. Hay que mejorar la coordinación entre Pemex y la CFE, buscando el aprovechamiento óptimo de las sinergias entre las empresas. Y necesitamos programas de apoyo a las empresas del sector energético, desarrollar energías alternativas, capacidades tecnológicas y empleo.

8. La soberanía alimentaria debe ser prioridad nacional. El campo mexicano nos puede asegurar oferta y a la vez arraigar a la gente en las regiones productoras, cuidando el medio ambiente. Se requiere un programa integral de apoyo de largo plazo a cultivos básicos. El programa requiere apoyo a los productores e insumos a precios competitivos.

Desgraciadamente, los próximos meses veremos un recrudecimiento de los problemas económicos, pero insisto en que sí hay alternativas. Si Calderón no corrige el rumbo, las consecuencias sociales y económicas de la crisis serán de su exclusiva responsabilidad. Por nuestra parte, vamos a seguir exigiendo un cambio de la política económica que tanto dolor y sufrimiento ha causado a la mayoría de la población.

Nota cuatro

A estas alturas, ha quedado suficientemente claro que quienes urdieron y llevaron a cabo el fraude electoral de 2006, lo hicieron para seguir imponiendo una política económica contraria al interés popular y a la soberanía nacional.

El fraude causó un daño inmenso: lastimó los sentimientos de millones de mexicanos, socavó a las instituciones, envileció por entero a la llamada sociedad política, y quien actualmente se ostenta como presidente de la República no sólo carece de autoridad moral, sino que su ineptitud es cada vez más evidente.

El fraude nos llevó a más pobreza, desempleo, carestía, crisis de bienestar social y desamparo, a más inseguridad y más violencia. Todo lo cual, si se hubiese respetado el voto ciudadano, no se estaría padeciendo o, cuando menos, habría la esperanza de salir adelante y no la sensación de frustración que empieza a dominar en amplios sectores de la sociedad.

Aquí quiero refrescar la memoria sobre lo que expuse en el debate de candidatos presidenciales en 2006. Estas fueron mis propuestas:


El 2 de julio no sólo vamos a elegir al próximo presidente de la República, a los diputados, a los senadores; vamos a elegir también (y eso es lo más importante) el proyecto de nación que queremos para el país, para nosotros y para nuestros hijos.

Hay dos proyectos de nación distintos y contrapuestos. Hay un proyecto que defienden nuestros adversarios que, en esencia, significa más de lo mismo. Están diciendo con toda claridad que “hay que seguir por el mismo camino”.

Nosotros planteamos que hay que cambiar la actual política económica porque no ha funcionado; porque no ha habido crecimiento económico ni generación de empleos. Ahí está el caso, triste, de cuatro millones de mexicanos que, en este sexenio, han tenido que emigrar del país para buscar trabajo del otro lado de la frontera.

Sostenemos también que hay que cambiar la forma de hacer política. Hay que hacer a un lado al político prepotente, fantoche, mediocre y ladrón que tanto daño le ha hecho al país.

También hay que terminar con los privilegios. Por ejemplo, los de mero arriba, los influyentes, los que están cerca de la Secretaría de Hacienda o de Los Pinos, no pagan impuestos; y cuando los pagan, se los devuelven. Pagan impuestos nada más los integrantes de las clases medias y el pueblo raso, pero no los de arriba.

Tenemos también que establecer una nueva convivencia social: más humana y más igualitaria. No es posible que unos cuantos lo tengan todo y la mayoría carezca hasta de lo más indispensable.

 

Seguridad pública y combate a la corrupción

Estoy convencido de que el problema de la inseguridad pública y de la violencia no sólo es un asunto de policías y de ladrones. Creo también que no basta con cárceles, con amenazas de mano dura y con leyes más severas.

La solución de fondo pasa por combatir la pobreza, el desempleo, la desintegración familiar; por crear oportunidades para que los jóvenes puedan estudiar y que no sean rechazados en las universidades públicas, como ha venido sucediendo. Y, además, que al terminar una carrera tengan oportunidad de conseguir trabajo.

Nosotros vamos a dar un enfoque social al problema de la inseguridad pública. Consideramos que la mejor manera de garantizar la seguridad pública es creando mejores condiciones de vida y de trabajo para nuestro pueblo.

Claro está que también hay que atender los efectos. No permitir la corrupción en los cuerpos policiacos; no permitir que se asocie la delincuencia organizada con la autoridad. Porque entonces no hay fronteras; no hay autoridad.

No vamos a permitir que se combata a una banda y se proteja a otra. La ley se tiene que aplicar por parejo.

Vamos a buscar una mejor coordinación con todos los gobiernos. Con los gobiernos municipales, con los gobiernos estatales y con el gobierno federal; todos juntos tenemos que hacer un frente para combatir el flagelo de la delincuencia.

Informo que daremos más facultades al Ejército para el combate al crimen organizado y al narcotráfico.

Y estoy convencido de que este problema requiere mucha perseverancia. Cuando fui jefe de Gobierno de la ciudad de México, todos los días, desde muy temprano (incluidos los sábados y domingos) me reunía con el secretario de Gobierno, con el secretario de Seguridad Pública y con el procurador. Recibíamos el parte de la policía con lo sucedido en las últimas 24 horas y tomábamos decisiones.

Lo mismo voy a hacer como presidente de la República: todos los días, desde las 6 de la mañana, voy a reunirme con el secretario de la Defensa, con el secretario de Marina, con el secretario de Seguridad Pública, con el secretario de Gobernación y con el procurador, para revisar lo acontecido en las últimas 24 horas en el país y tomar decisiones sobre este asunto que tanto le preocupa a nuestro pueblo.

Pero insisto: la mejor forma de garantizar la tranquilidad y la seguridad pública consiste en crear mejores condiciones de vida y de trabajo para nuestro pueblo. Así vamos a serenar a la sociedad y habrá seguridad pública.

 

Gobernabilidad

Por el bien de todos, primero los pobres. Este es el principio que guiará a nuestro gobierno. No sólo por razones humanitarias, que ya con eso sería más que suficiente: el sentirnos bien con nosotros mismos por estar bien con el prójimo. Pero no sólo es eso: hay que llegar al convencimiento, a la conclusión, de que no se puede gobernar al país en un mar, en un océano de desigualdad.

Acaba de dar a conocer el INEGI una información según la cual, el 85 por ciento de los mexicanos obtiene ingresos menores a cuatro salarios mínimos; es decir, 85 por ciento de los mexicanos gana al mes menos de 5 mil 400 pesos mensuales. Esto es una gran injusticia.

Por eso, tenemos que orientar el presupuesto público a mejorar las condiciones de vida y de trabajo de la mayoría de nuestro pueblo. Hay que darle la mano al que se quedó atrás, al que se quedó rezagado, para que se empareje y empecemos a caminar todos juntos.

Pero no vamos a imponer nada. Vamos a convencer y persuadir a mujeres y hombres de buena voluntad que eso es lo que más nos conviene a todos. Yo soy juarista. Juárez decía: “Nada por la fuerza; todo por la razón y el derecho”. Vamos a luchar por la justicia y la igualdad respetando las libertades. Vamos a garantizar la libertad de expresión, la libertad religiosa, la libertad de crítica, el derecho a disentir, el derecho de las minorías.

No vamos a reprimir al pueblo. Nunca más un 68, un Acteal, un Aguas Blancas. No vamos a actuar como recientemente se hizo en Lázaro Cárdenas o en San Salvador Atenco.

Vamos a utilizar siempre todo el instrumental de la política: el diálogo, el acuerdo, la negociación.

Al llegar a la Presidencia de la República voy a convocar a representantes de empresarios, de las iglesias, de la sociedad civil; a representantes de indígenas, campesinos, obreros, profesionales e intelectuales, para construir un acuerdo, un nuevo pacto nacional, con el propósito principal de sacar adelante a nuestro país. De colocar a México en el sitio que le corresponde y, sobre todo, para sacar a nuestro pueblo del atraso, de la pobreza y de la marginación.

Vamos al cambio verdadero por el camino de la concordia.

 

Política exterior y migratoria

La política exterior de nuestro gobierno se sujetará a los principios constitucionales de no intervención, autodeterminación de los pueblos, solución pacífica de las controversias y cooperación para el desarrollo.

Vamos a mantener buenas relaciones con todos los pueblos y gobiernos del mundo. Pero vamos a llevar a cabo una política exterior mesurada, nada protagónica. No vamos a ser candil de la calle y oscuridad de la casa. La mejor política exterior es la interior. Si hacemos bien las cosas en nuestro país, si en México hay progreso, justicia, seguridad y paz social, nos van a respetar afuera.

No nos vamos a meter en asuntos de otros pueblos y de otros gobiernos porque no queremos que nadie intervenga en los asuntos que sólo competen a los mexicanos, como país libre y soberano que somos.

El próximo presidente de México no será pelele de ningún gobierno extranjero. Llevaremos a cabo, con el gobierno de Estados Unidos, una relación de respeto mutuo. El principal tema de la agenda tiene que ser el asunto migratorio. Vamos a convencer al gobierno norteamericano de que la mejor relación entre una economía fuerte y una débil, es la que se da a partir de la cooperación para el desarrollo.

Por eso vamos a proponer al gobierno norteamericano y al gobierno canadiense un acuerdo de cooperación, para impulsar la economía de nuestro país y generar empleos. Los vamos a convencer de que nada se resuelve con muros, razzias o con la militarización de la frontera; que es indispensable crear empleos en México para atemperar y ordenar el flujo migratorio.

También vamos a gestionar la regularización de los mexicanos que viven y trabajan en Estados Unidos. Pero, independientemente de lo que suceda, desde que lleguemos a la Presidencia de la República vamos a dar instrucciones para que los 45 consulados que tiene México en Estados Unidos se conviertan en procuradurías para la defensa de los migrantes; así defenderemos a nuestros paisanos del maltrato, la discriminación y la violación de sus derechos humanos.

Sobre todo, vamos a cambiar la actual política económica y a luchar para que nadie tenga la necesidad de abandonar a su familia y a su pueblo para ir a buscar trabajo del otro lado de la frontera.

 

Desarrollo regional, federalismo y municipio

Vamos a desarrollar a México desde abajo, con la gente y desde sus regiones.

México son muchos Méxicos. Cada región tiene su propia identidad económica, social y cultural. Nos vamos a poner de acuerdo con los gobiernos municipales y estatales y con la sociedad civil para elaborar programas regionales de desarrollo integral.

Propongo seis ejes fundamentales:

 

1. Rescatar a las comunidades indígenas de la pobreza y de la marginación. Hay que empezar a pagar la deuda que tenemos con las comunidades y los pueblos indígenas de México. La verdad más íntima de nuestro país.

2. Vamos a dotar de servicios públicos a las colonias populares de las grandes ciudades, incluidas las ciudades fronterizas.

3. Vamos a rescatar al campo del abandono en que se encuentra. Vamos a apoyar a ejidatarios y pequeños propietarios. Regresará el crédito al campo. Vamos a fijar precios de garantía para los productos del campo y vamos a proteger a los productores como lo hacen todos los gobiernos del mundo.

4. Vamos a impulsar la industria de la construcción. No sólo porque hace falta crear infraestructura y obra pública sino porque, de esa manera, se reactiva rápido la economía y se generan muchos empleos.

5. Vamos a fomentar el turismo. México tiene un gran potencial turístico. Además, se generan divisas y se generan empleos. Y lo vamos a hacer, desde luego, protegiendo el patrimonio histórico, cultural y protegiendo el medio ambiente.

6. Vamos a modernizar el sector energético para que se convierta en palanca del desarrollo nacional. Desde luego vamos a cambiar la actual política petrolera que consiste en vender petróleo crudo al extranjero y comprar gasolinas y gas. Nosotros vamos a darle valor agregado a la materia prima. Vamos a construir tres nuevas refinerías para dejar de importar gasolinas y vamos a extraer el gas que el país tiene en el subsuelo. Todo esto lo vamos a hacer sin privatizar ni la industria eléctrica ni el petróleo.

 

Vamos a desarrollar a nuestro país, repito, desde abajo, con la gente y desde las regiones, y en común acuerdo con los gobiernos estatales, municipales y con la sociedad civil.

 

Reforma del Estado

Estoy de acuerdo con la reforma del Estado pero para beneficio de la mayoría de los mexicanos. No estoy de acuerdo con las llamadas “reformas estructurales” impulsadas por las minorías porque, en esencia, significan: cobrar IVA en medicamentos y alimentos; privatizar la industria eléctrica y el petróleo; socavar las conquistas de los trabajadores y afectar la seguridad social.

Nosotros proponemos una reforma del Estado que atienda los grandes y graves problemas nacionales.

Primero, frenar el empobrecimiento de nuestro pueblo. Establecer en la Constitución el Estado de Bienestar para dar protección a todos los mexicanos. Elevar a rango constitucional el derecho a la pensión alimentaria para todos los adultos mayores; el apoyo a los discapacitados; y destinar recursos suficientes para garantizar el derecho a la salud y a la educación pública gratuita y de calidad, en todos los niveles escolares.

Segundo, combatir a fondo la corrupción. Establecer penas más severas para funcionarios corruptos y para delincuentes de cuello blanco que, actualmente, gozan de impunidad.

Tercero, combatir el influyentismo. No es posible, como sucede actualmente, que senadores, por ejemplo, actúen como abogados de particulares y mediante sus influencias hagan jugosos negocios en contra de las instituciones públicas.

Cuarto, debe establecerse en la Constitución un capítulo de austeridad de Estado. No puede haber gobierno rico con pueblo pobre. Deben fijarse los sueldos máximos para los altos funcionarios públicos y se deben quitar las pensiones millonarias a los ex presidentes de la República.

Quinto, debe establecerse en la Constitución la figura del plebiscito, el referéndum, la iniciativa popular y la revocación del mandato. Hay que fortalecer la democracia participativa. La democracia no se agota en las elecciones, la democracia es una forma de vida.

Todo esto lo tenemos que hacer con respeto a la división y al equilibrio entre los poderes.

Queremos un Estado social y democrático de derecho.

 

Mensaje final
 Amigas y amigos:

Aunque sea en poco tiempo, pero de manera sincera, quiero expresar a ustedes los rasgos fundamentales de mi pensamiento como hombre público.

Yo me inspiro en Morelos, en el presidente Juárez, en Villa, en Zapata, en Francisco I. Madero y en el general Lázaro Cárdenas del Río.

Siempre he pensado que el poder sólo tiene sentido y se convierte en virtud cuando se pone al servicio de los demás.

Siempre he pensado también que nada ha dañado más a México que la deshonestidad de sus gobernantes. Que eso es lo que ha dado al traste con todo y ésa es la causa principal de la desigualdad económica y de la desigualdad social.

No es mi fuerte la venganza, yo no odio; soy un hombre feliz. Lo único que quiero es que todos vivamos en una sociedad mejor y que no haya privilegios.

Ten confianza, yo no te voy a fallar. Voy a cumplir todos mis compromisos. Tengo tres cosas muy presentes: no mentir, no robar y no traicionar al pueblo, y así me voy a seguir conduciendo.

Te invito a participar en la transformación del país. Actuemos con decisión y entusiasmo, no tengamos miedo. La alegría está por llegar. ¡Sonríe, vamos a ganar!



Estoy convencido de que si no se hubiese cometido el fraude, se estaría aplicando este programa y en el país no estaríamos padeciendo la crisis económica, política y de descomposición social que vivimos. Sin embargo, se robaron la presidencia, pero no nos van a robar nuestra dignidad, ni van a quitarnos el derecho a la esperanza. Más temprano que tarde, va a triunfar nuestro movimiento y vamos a enfrentar los problemas fundamentales de México: la desigualdad y la corrupción, y sacaremos adelante al país con sus dos principales recursos: su pueblo generoso y trabajador, y el petróleo que es nuestro, de todos y de la nación.
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